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Abogado y Notario

Guatemala, 08 de mazo de 2012.

Honorable Señor:
Jefe de la Unidad de Tesis
de la Facultad de c¡encias Jurídicas y Sociales
Un¡versidad de San Carlos de Guatemala
Licenciado Lu¡s Efraín Guzmán Moral€,
Preaente.

D¡stinguido Señor:

En atenc¡ón a providencia de esa jefatura, de fecha diec¡ocho de enero de dos mil
doce, en la que se me notif¡ca nombram¡ento como Revisor de Tesis del Bachiller LUIS
ROBERTO TUJAB LOPEZ, Sobre eI tema ¡ntitulado ..REFORMA AL DECRETO
NúMERo 64-76 DEL coNGREso DE LA REPI,BLICA DE GUATEMALA, LEY DEL
TRIBUNAL DE CONFLICTOS DE JUR¡SD|CClóN", y oportunamente proceder a dictar
Dictamen correspondiente.

El tema objeto de estudio por parte del Bachiller LUIS ROBERTO TUJAB LÓPEZ, se
presenta conforme a las nomas reglamentar¡as ex¡gidas por la Facultad de C¡enc¡as
Jurídicas y Sociales, ya que fueron atend¡das las observaciones pertinentes, para lo cual
informo lo siguiente:

a) El trabajo de tesis se int¡tula REFORMA AL DECRETO NÚMERO 64-76 DEL
CONGRESO DE LA REPUBLICA DE GUATEMALA, LEY DEL TRIBUNAL DE
CONFLICTOS DE JURISDICCIÓN.

b) Procedí a la revisión del referido habajo, el cual se encuentra elaborado conforme a la
perspectiva de la doctrina y textos legales relacionados con el tema de los conflictos de
jur¡sdicc¡ón.

c) Eltema que investiga es de vital ¡mportanc¡a, ya que el mismo trata sobre las causas
que ocasiona el abuso en la formulación de las acc¡ones de conflictos de jurisdicción, las
que motivan la reforma al Decreto Número 64-76 del Congreso de la República de
Guatemala, Ley del Tribunal de Conflictos de Jurisdicción.

d) Con relación a las técnicas de ¡nvest¡gac¡ón ut¡lizadas por el sustentante en el
transcurso de la investigación, así como la metodología, fueron bien utilizadas,
logrando con ello un buen entendimiento del tema abordado; la bibliografía consultada
tanto nacional como internac¡onal, fue la adecuada.
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e) El estud¡ante aplicó técnicas de redacción, ortografía y gramát¡ca adecuada para
hacer de su trabajo un elemento necesar¡o para el estud¡o del tema, por los interesados
en la formulac¡ón de confl¡ctos de jurisdicc¡ón, ya que la invest¡gac¡ón se encuentra
contenida en cuatro capftulos los cuales se desarrollan adecuadamente.

0 El trabajo presentado a consideración de la Honorable Junta Directiva de la Facultad
de Cienc¡as Juridicas y Soc¡ales, contribuye específ¡camente en forma c¡entífica al
estud¡o del tema, tal como lo as¡enta en sus conclus¡ones en las cuales deja claro lo
referente al estudio juríd¡co doctrinario real¡zado durante la ¡nvestigac¡ón, así como de
los puntos desarrollados en toda la tesis, ya que es necesario en esta clase de
¡nvestigac¡ón.

g) Las conclusiones y las recomendac¡ones que aborda el estud¡ante en la elaboración
del presente trabajo de tesis, tienen un alto contenido legal y de alcances s¡gn¡f¡cativos,
que de aplicarse elim¡na el vicio procesal en que se ha convertido la ¡nterposic¡ón de
conflictos de jur¡sdicción en materia laboral, como una de las ramas del derecho más
afectadas por éste tipo de acciones.

h) El lnfrascrito Revisor, mns¡dera que el trabajo sometido a su cons¡deración llena los
requisitos ex¡gidos y al haberse cumpl¡do con Io establecido en el Artículo 32 del
Normat¡vo para la Elaborac¡ón de Tesis de L¡cenciatura de Cienc¡as Jurídicas y Sociales
y del Examen General Públ¡co.

En virtud de lo anter¡or concluyo ¡nformando a Usted, que procedí a revisar eltrabaio
encomendado y me es grato:

OPINAR:

l) Que en el trabaio revisado cumple con los requisitos legales exigidos.
ll) Que es procedente ordenar su impresión para luego realizar el Examen Público de
Tes¡s.

Con ¡as muestras de m¡ respeto, soy de usted su deferente serv¡dor.

Atentamente:

O VENTURA LOYO
DO Y NOTARIO
iado No. 2,619

Lic. NOE

DE TESIS
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UNIDAD ASESORLd DE TESIS DE LA FACULTAD DE CIENCL{S
.IIJRíDICAS Y SOCLALES. C¡ratemala- dieciocho de enero de dos mil dooe.

Atentar¡enle. pase al ( a la ) LICENCIADO ( A ): NOE ADALBERTO VENTURA
LOYO, para que proceda a relisar el frabaio de lesis del ( de la ) esludianle: LUIS
ROBERTO TIIJAB LOPEZ- Inlilulado: "REFOR.NIA AL DECRETO NIJMERO
61.16 DEL CONGRXSO DE I.A REPÚBLICA DE GUATE]I{LA, LEY DEL
TRIBUNAL DE CO\FLICTOS DT JI RISDI( ( Ió\ -.

Me permito haser de su conocimiento que eslá lacult¡do (a) para re¡lizar las

¡nodiñcaciones de fbrma 1 ibndo que tengan por objeio mejorar la irrrestigaoión-
asimismo, del firulo de tabajo de tesis. En el dicla,,nen co¡respondienle debe haoer

conslar el contenido del Afticulo 32 del Nor-mirliro pala la Elaboració¡ de Tesis de

Liccncialura en Ciencias Juridicas 1 Sooiales ] del Examen Gene¡al Públioo- el cual

dice: _T¡¡to cl ¿scr¡ cono el revisor de tesis. bdár cons1ff cn tos dicláñe¡cs cdrcslrndrdtei su

opinió¡ rcspoclo Llcl coniúido clelltitioo 1 lécnico dc l¡ lcsis, lú rlet()dolrBi¡ \ l¿s téc¡iods ¡"
úvúslig¡ciór utlliTd.i¿s ld tddueión. los eudüros esLadjslioos si 1¡den rcces¿ú's la cúLibucLoD
oientirird ,le td úismd- 1$ oonclusions lN ,dornenddciobes 1 i¿ bibtiogralía utili/ldd, J dPru€bú o

dcs¿prxcbdncl t¡a¡¿jo de idestiBació¡ 1 ()t¡¿s co lid*¡eidcs qüc cslimc p€ljnentes'

C. CARI,OS
,IEFE DE LA IJ

cc.Unidad de Tesis
CMCM/ jnch.

MONROY
DE TESIS



Licla Ct¿úi¡a hlí¡ta{n ,lí¡a¡la @abazar

flíogala 1 Notatia

Guatemala, 2 de septiembre de 2011.

Licenciado
Carlos Manuel Castro Monroy
Jefe de la Unidad de Asésoríe de Tesis
Facultad de C¡encias Jurídicas y Soc¡ales
Un¡veFidad de San Carlos de Guatemala 4
Licenciado Casfo Monroy; t

En atenc¡ón a rcsoluc¡ón dictada por la Un¡dad a su cargo, en la cual se me da nombramiento de

Asesora de Tes¡s, y en.atención a la m¡sma, procedí a Asesorar el trabajo de tes¡s del bachiller LUls
ROBERTO TUJAB LOPEZ, carné número 200118917 , ¡ntitulado "REFoRMA AL DFcREro NúMERo
64.?6 DEL CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE GUATEMALA, LEY DEL TR{BUNAL DE CONFLICTOS DE

JURrsDrccóN', sugir¡endo los cambjos necesarios. Derivado de lo cual em¡to el dictamen s¡guiente:

1. Oue de acuerdo a la faculted ¡nvestida en mi persona med¡ante la resolución emitida por esa
jefatura, luego de estudio conc¡so del trabajo de tesis según cr¡terio basado en elementos de
fondo, se.concluyó que el kabajo de tesis elaborado por el bach¡ller LUIS ROBERTO
TUJAB LOPEZ, contempla todos los elementos cientificos para esta clase de investigaciónl
es decir, orig¡nalidad, creat¡vidad y lógica desarrolladas en el enfoque dado al contenido; y
técnicos que se demuestran en los temas y subtemas en el que se d¡vid¡ó el mismo.

2. La metodología y técn¡cas de invest¡gación empleadas en toda la investigación fueron las
adecuadas ut¡l¡zando en la m¡sma los siguientes métodos y técnicas: el método deduct¡vo al

tener contacto con el problema planteado, y consecuentemente especif¡cando el tema del
presente fabajo de tesis; el método inductivo que se aplicó durante el desarrollo de la tesis;
método analítico al tener contacto con la informac¡ón b¡bliográfica de diferentes autores; el

método sintético al resumir la informac¡ón que se consideró importante.

3. El trabajo de tesis elaborado por el bachiller LUIS ROBERTO TUJAB LóPEZ, en cuanto a
su redacción, es claro, ordenado y preciso; además la contribución c¡entífica deltrabajo de
tesis lo const¡tuye la propuesta adecuada que pÍesenta el bachiller, en relación a Ia

REFORMA AL DECRETO NÚMERO 64.76 DEL CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE
GUATEMALA, LEY DEL TRIBUNAL DE CONFLICTOS DE JURISDICCIÓN, feal¡zando Un

análisis de ¡ey, convenios, leg¡s¡ación comparada adecuada al tema relacionado.

4. En el presente trabajo de ¡nvest¡gación, se estableció que la indebida utilización de los
confl¡ctos de jurisdicción en materia laboral como una de las ramas más afectada, generó la
propuesta de reforma de la Ley c¡tada, evitando la desnaturalización de los procesos
ordinarios y permit¡endo que Ia justicia en la mater¡a relacionada sea breve y cumpla con su
comet¡do de apl¡car el derecho en su justa o equitativa d¡mens¡ón en la soc¡edad.

A@n¡ta qqfo¡nd E-60, zont s, etfuío Qabrtu Agfona Íore II, 72 lftg¿t, ofuitd 702, ciultl l¿ 9&te¡iah
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Respecto a las conclus¡ones y recomendaciones propuestas en la presente investigación,

constituyeron verdaderos hallazgos inferidos del análisis de la problemática presentada y
resultaron congruentes con el tema abordado y son por lo tanto consecuencia del anális¡s
juldico de Ia investigac¡ón realizada.

La bibtiografía empleada por el bachiller tue la adecuada conforme lo abordado en cada

capítulo recabando la infomacjón necesaria, s¡endo actualizada y haberse consultado tanto

autores nacionales así como de extranjeros.

De tal cuenta, por lo anter¡omenie expuesto considero que eltrabajo de investigación desarrol¡ado

llena los requ¡sitos establec¡dos en el Artículo 32 del Normativo para la Elaborac¡ón de Tesis de

L¡cenciatura en Ciencias Juridicas y Sociales y del Examen General Públ¡co, por lo que resulta

procedente dar el presente DICTAMEN FAVORABLE, APROBANDO el trabajo de tesis

asesorado, estimando que es procedente nombrar Revisor de Tesis, para que oportunamente emita

el d¡ctamen respectivo y pueda ser materia de discus¡ón en el examen públ¡co corespondiente

Sin otro particular, me suscdbo de usted.

Atentamente,

Licda. Cla

Colegiado No. 6127
Asesora de Tesis **únffiHmil*
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DECANATO DE LA FACULTAD DE CIENCIAS JURíDICAS Y SOCIALES. Guatef¡a|a, 28 de
sept¡embre de 2012.

Con visla en los dictámenes que anteceden, se autoriza la impresión def trabajo de tesis del

EStUdiANtC LUIS ROBERTO TUJAB LÓPEZ, t¡tUIAdO REFORI\IA AL DECRETO NÚMERO

64-76 DEL CONGRESO DE LA REPUBLICA DE GUATEI\,4ALA, LEY DEL TRIBUNAL DE

coNFLlcTos DE JUR|SDlcclÓN. Artículos: 31, 33 y 34 del Normativo para la Elaboración de

Tesis de Licenciatura en Ciencias Jurídicas y Sociales y del Examen ceneral Público.
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A Dios:

A m¡ patria:

A mis padres:

A mis hermanos:

A m¡ esposa:

A mis hüos:

A m¡s sueg¡'os:

A m¡familia en general:

DEDICATORIA

Por permit¡r que este momento se hiciera realidad y
compartirlo con los que aprec¡o tanto.

Paraíso bendec¡do por el creador, que permite que nos
formemos como profesionales en su prop¡o benefic¡o.

Margarita Angel¡na López (+) y Oscar Tujab (+), por darme
la vida, y que el presenle acto sirva de invitación para que
compartan la felic¡dad que hoy ¡nvade mi corazón.

Ana, Jorge, Oscar y Sara, por el apoyo br¡ndado en todo
momento.

lngris Anaelia, por su incond¡cional apoyo para lograr
escalar un peldaño más en la v¡da.

Luis Pablo y Sofía Anael¡a, por ser la luz de mi vida y Ia
raz6n pata lograr m¡ sueño y que el presente acto s¡rva de
elemplo para su formación profesional.

Telma Anael¡a y Humberto Jesús, por sus sab¡os consejos
para lograr escalar un peldaño más en la v¡da.

Por conf¡ar en mi sueño que hoy gracias a Dios se hace
real¡dad.

La Universidad de San Carlos de Guatemala, por
br¡ndarme la oportunidad de pertenecer a esta casa de
estud¡o y real¡zar mi formación académica

La Facultad de Ciencias Juríd¡cas y Sociales de la
Univers¡dad de San Carlos de Guatemala.
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El presente trabajo de investigación se elabora con la f¡nalidad de establecer cómo en

los tribunales jur¡sd¡cc¡onales, los abogados l¡tigantes abusan del derecho de defensa,

hac¡endo uso intencional de los conflictos de jurisdicción, con el solo efecto de dilatar

los procesos ante los tribunales o juzgados jurisdiccio¡ales.

La def¡n¡c¡ón que se determinó para el problema de investigac¡ón fue el estud¡o de los

diversos casos de confl¡ctos de jur¡sd¡cción que se plantean ante los órganos

jurisdiccionales del ramo, tomando en cuenta que d¡chas acciones se formulan con el

claro propós¡to de entorpecer el proceso y que el mismo no perm¡te una justicia pronta y

cumplida, es por ello que promuevo el presente trabajo de invest¡gaciÓn, para

establecer las def¡c¡encias en la aplicación de la ley.

La hipótesis sobre la cual se desarrolló el presente trabajo de investigación es derivado

al retraso intenc¡onal en los procesos, provocado por los profes¡onales del derecho y los

medios que ut¡lizan para justificar la acc¡ón al formular conflictos de jurisdicc¡ón que

entorpecen la agilidad de los procesos en la adm¡nistrac¡ón de justicia, como suele

suceder claramente en los casos en materia laboral, que llevan inmerso la clara

¡ntens¡ón de detener el trám¡te del conflicto formulado ante el órgano jur¡sdiccional

corespondiente.

El objet¡vo de esta ¡nvestigación fue determinar cuales fueron las causas que mot¡varon

los abusos de la defensa que afectan la celer¡dad de los procesos jurisdiccionales en

los casos de conflictos de jurisdicción en materia admin¡strat¡va o judicial, y se analizó

la iniciativa de Ley número 4015 al respecto de esta s¡tuac¡ón, y se ha cons¡derado

oportuna, luego del anális¡s b¡bliográfico, documental y de campo realizado.

Los supueslos de investigación consistieron en determinar el abuso indebido al derecho

de defensa, mediante el planteamiento intenc¡onal y abusivo de confl¡ctos de

jur¡sdicción, ¡a falta de continuidad en los proceso de conflictos de jurisdicción, y la

(D
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consecuencia ¡nmed¡ata de la acción que afecta a los usuar¡os neces¡tados de uná'gy
just¡c¡a pronta y cumplida, así como la ¡nvers¡ón injustificada de recursos económicos en

la formulación de los confl¡ctos de jurisdicc¡ón.

Para una mejor compresión, el presente trabajo de investigación se ha estructurado en

cuatro capítulos y desarrollados de la manera siguiente: En el primer capítulo, se

desarrollan los Tribunales de Confl¡ctos de Jur¡sdicc¡ón, sus antecedentes h¡stóricos,

def¡n¡ción de confl¡ctos de jurisdicc¡ón, t¡pos características y clases de jur¡sdicción, asi

como la jurisdicción nacional, universal y la jurisd¡cc¡ón en el derecho comparado, y las

causas del abuso en la aplicac¡ón de los conflictos de jur¡sdicc¡ón. En el segundo

capftulo, se abordan los temas del desarrollo de los tr¡bunales de conflictos de

jurisdicc¡ón, breves antecedentes, casos de la ¡ndebida aplicación de los confl¡ctos y el

análisis de los procesos de conflictos de .¡urisdicc¡ón. En el tercer capítulo, se

desarrollan los confl¡ctos de los tribunales de conflictos de jurisd¡cción, demandas más

frecuentes por la ¡ndebida apl¡cac¡ón y la responsabilidad de los profesionales en la

¡ndebida apl¡cac¡ón de los confl¡ctos de jur¡sdicción, la regulac¡ón legal sobre

responsabilidad de los profesionales del derecho, así como la legislación comparada, y

en el cuarto capítulo, se plantean las soluc¡ones al problema, mediante la aplicación de

la entrevista, con la finalidad obtener d¡versas opiniones de profesionales del derecho

con relación al tema que nos ocupa, así como la propuesta de la ¡nic¡at¡va de ley

número 4015 que reforma el Decreto número 64-76 del Congreso de la República de

Guatemala, Ley del Tr¡bunal de Conflictos de Jurisdicción.

Las técnicas y métodos de invest¡gación utilizados en el presente trabajo fueron las

siguientes: Técn¡ca b¡bl¡ográfica, fichas b¡bl¡ográf¡cas, uso de gráficas, así como los

métodos deductivo, inductivo, analítico y la síntesis los cuales fueron alcanzados en el

desarrollo del mismo.

Se pretende que este trabajo sea un aporte que coadyuve al desarrollo eficiente de los

procesos en materia de confl¡ctos de jur¡sdicción, y que la just¡c¡a como deber del

Estado de Guatemala sea impartida por los tribunales de forma pronta y cumpl¡da.

(¡D
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l. Los tr¡bunales de conflictos de jurisdicc¡ón

Es importante aclarar que las funciones del Tribunal de Conflictos de Jur¡sd¡cción han sido

adscritas actualmente a¡ Tribunal de Segunda lnstancia de Cuentas, por Acuerdo número 32-

2003 de la Corte Suprema de Justicia, con fundamento en lo que prescriben los Artículos 54

incisos a), D, 86 y 87 de la Ley del Organismo Judic¡al y 218 de la Constituc¡ón Polít¡ca de la

República de Guatemala; determinó que a partir de la vigencia del acuerdo, el tr¡bunal se

denominará 'Tribunal de Segunda lnstancia de Cuentas y de Confl¡ctos de Jur¡sdicc¡ón', para

que, con carácter mixto conozca de ambas mater¡as de conformidad con las atr¡buc¡ones que

legalmente le corresponde a cada uno de d¡chos órganos coleg¡ados, dejando claro en el

Articulo 5o., de dicho Acuerdo, que los asuntos que se planteen como conflictos de jur¡sdicc¡ón

ante elTribunal, los conocerá y resolverá, observando el trám¡te d¡spuesto en su ley especia¡.

El ahora Tribunal de Conflictos de Jurisdicción, está ¡ntegrado de acuerdo a lo dicho en el

pánafo anterior por los mag¡strados titulares del Tr¡bunal de Segunda lnstanc¡a de Cuentas,

por lo que lo regulado en el Artículo 2 de la Ley del Tr¡bunal de Conflictos de Jurisdicción en

su primer párrafo, ya no será aplicable hasta que la Corte Suprema de Justic¡a decida lo

contrar¡o, pero lo regulado en el segundo párrafo del mismo Artículo s¡ es aplicable, en virtud

que los ¡ntegrantes siempre son electos por el Congreso de la Repúbl¡ca de Guatemala y

pueden ser reelectos.

1.1 . Antecedentés históriccg

Prev¡o a la elaboración del tema de los Tr¡bunales Especflicos de Conflictos de Jurisd¡cción,

1
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es trascendental señalar la historia del s¡stema de justicia guatemalteco y cómo iniciaron a--
operar los tribunales en el transcurso del t¡empo en el caso del derecho guaternalteco.

Se ha conocido que Guatemala tiene un sistema democrático y republicano,

fundamentalmente en la base del derecho escrito. Los poderes que conforman el Estado de

Guatemala son ejecutivo, legislativo y jud¡cial. El núcleo del funcionam¡ento del sistema

judicialson las leyes y procedimientos que están ¡ncorporados en la Const¡tuc¡ón Polít¡ca de la

República de Guatemala, la Ley del Organ¡smo Judicial y los Códigos: Civ¡l, Procesal Civil y

Mercantil, Procesal Penal y Penal, al hacer referenc¡a de algunos. El tratad¡sta guatemalteco,

Jorge Mario García Laguardia, cuando hace referenc¡a a la h¡storia de los tr¡bunales de justic¡a

ind¡ca que: "la p mera Constituc¡ón de Guatemala, corresponde a la Repúbl¡ca Federal y fue

decretada el 22 de nov¡embre de 1824, por la Asamblea Nac¡onal Constituyente y contempla

la integración de la Corte Suprema de Justicia con seis o siete personajes elegidos por el

pueblo"1. También importante es señalar, que los jueces eran nombrados por el Presidente de

la República de acuerdo a las ternas propueslas por la Corte Suprema de Justic¡a. El 15 de

agosto de 1848 se formó la primera Asamblea Nac¡onal Constituyente de Guatemala. El acia

constitut¡va del 19 de octubre de 1851 establecía que por ésta única vez la asamblea elegiría

al Presidente de la Repúbl¡ca y a los Mag¡strados de la Corte Suprema de Justjc¡a.

El 29 de enero de 1855 fue reformado el acta constitutiva y el Pres¡dente de la República,

General Rafael Carera, adqu¡rió la facultad de nombrar a'los magistrados y jueces, los cuales

permanecían en el desempeño de sus cargos m¡entras durara su buen funcionamiento. El I

rGa¡cla Laguardia, Jorge Mario, JGticia constitucionaleñ Guetemal., págs.23 y 29.



de noviembre de 1878 se

Constitución de 1879, en la m¡sma se señala que coffesponde al Poder Leg¡slativo nombrar al

Pres¡dente del Poder Judicial, a los Magistrados de la Corte Suprema de Justic¡a y a los

magistrados prop¡etarios y suplentes de la Corte de Apelaciones. El Poder Leg¡slativo poseia

la potestad de removerlos de sus cargos en caso de mala conducta, negligencia o ineptitud

debidamente comprobada. Se menc¡ona que Ia Corte Suprema de Just¡c¡a será presid¡da por

un presidente y no por un regente, como en las constituciones anter¡ores. Los m¡embros del

Poder Jud¡cial pierden el derecho de anteju¡cio que anteriores const¡tuciones le olorgaron.

Correspondía al Poder Ejecutivo hacer la d¡stribución de los magistrados prop¡etarios y

suplentes y f¡scales de la Corte de Apelaciones entre las salas respect¡vas.

El 5 de nov¡embre de 1887 fueron reformados algunos AÍtfculos de la Constituc¡ón de 1879 y

entre las reformas más importantes se estableció que por esa vez el Poder Legislativo

nombrarfa a los m¡embros del Poder Jud¡cial, pero en los períodos subs¡guientes tanto el

pres¡dente, los mag¡strados y f¡scales de los tr¡bunales de justic¡a serían designados por

medio de una elección directa. Una segunda reforma se realizó por el Decreto del 20 de

dic¡embre de 1927, expresándose que el Presidente y Mag¡skados de la Corte Suprema de

Justic¡a gozan del derecho de antejuic¡o. El l5 de mayo de 1935, elentonces Presidente de la

República de Guatemala, General Jorge Ub¡co, propuso a la Asamblea Legjslativa la

necesidad de reformar la Constitución de Guatemala para alargar su periodo y entre las

reformas se incluía otorgar al Poder Legislativo la facultad de nombrar al Presldente y a los

Magistrados de la Corte de Apelac¡ones; as¡mismo el Congreso de la RepÚbl¡ca de Guatemala

podía remover a éstos poÍ las causas de mala conducta, negligencia e ¡nept¡tud comprobadas

y de acuerdo a Ia ley.

/.:s'r:r*
Ff s.-'rq* ?E

i-i;'.,-- 
"i.. '



EI General Jorge Ub¡co, expuso que las

imposib¡litaban al Organismo Ejecutivo para proceder con la activ¡dad y energfa que ciertos

casos demandan, a la depuración ¡ndispensable del Organ¡smo Judicial. El 10 de enero de

1945, la Junta de Gobierno convocó a la Asamblea Nacional Constituyente para la elabolación

de una nueva Constitucién, y según el autor guatemalteco José Emilio Rolando Ordóñez

Cifuentes, señala que: "surg¡ó como fruto de la Revolución de 1944 y se inspiró en la f¡losoffa

polít¡ca del denominado constitucionalismo soc¡al e históricamente la primera que abordó, en

Amér¡ca Latina, Ios derechos de los pueblos ind¡os"2, y decretada el 11 de marzo de 1945. En

la que se estipula que los m¡embros del Organismo Jud¡cial son nombrados por el Organismo

Legislat¡vo, el que t¡ene facultad para removerlos en casos de mala conduda, negl¡gencia e

ineptitud deb¡damente comprobada con apego a la ley, estableciéndose que el Presidente del

Organismo Judicial y Magistrados de la Corte Suprema de Justicia gozan del derecho de

antejuic¡o. En el año 1954 se convocó a otra asamblea const¡tuyente que promulgó ia

const¡tuc¡ón que entró en vigor el 1 de marzo de 1956. En ésia Const¡tución se reguló que las

autoridades del Organismo Judic¡al serlan nombradas por el Organismo Leg¡slat¡vo. Es

facultad de la Corte Suprema de Justicia nombraÍ a los Jueces de Pr¡mera lnstanc¡a y a los

Jueces de Paz, asl como trasladarlos o removerlos del cargo; sin embargo, el Pres¡dente del

Organismo Judicial y los Magistrados gozan de anteju¡cio. El 5 de mayo de 1966, entró en

vigencia una nueva Const¡tución que regulaba el nombramiento de los miembros del

Organismo Judic¡al, o sea, el Presidente y Magistrados de la Corte Supl"ema de Just¡cia, en la

que se est¡pula que éslos serfan nombrados por el Congreso de la República de Guatemala.

Su remoción se regulaba en la m¡sma forma, o sea, por del¡to, mala conducta e incapac¡dad

manifiesta con el voto de las dos terceras partes de los d¡putados.

'? 
ordóñez Cifuenles, José Ernilio Rolando. Constituciór y derecbos étnlcos, pág 66
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Con el fin de organ¡zar jurld¡ca y políticamente al Estado de Guatemala, afirmando la primacía---

de Ia persona humana como sujeto y fin del orden soc¡al; reconociendo a la fam¡lia como

génesis pr¡mario y fundamental de los valores espirituales y morales de la soc¡edad y, al

Estado de Guatemala, como protector de la persona humana y responsable de la promoc¡ón

del bien común, de la consolidación del régimen de ¡egalidad, segur¡dad, justicia, ¡gualdad'

l¡bertad y paz, por ¡o que en el año de 1985 se decretó una nueva Constitución que entró en

vigencia el 14 de enero de 1986, constituida como un mandato para el Leg¡slador, la

administración y para el Júzgadoa que deberán tenerlo en cuenta para desarrollar' jnterpretar

y ap¡¡car corectamente la Const¡tuc¡ón Política de la República de Guatemala. En los Artícu¡os

comprend¡dos del 203 al 222 se desanolla el proceso concern¡ente a la elecc¡ón de los

Magistrados de la Corte Suprema de Justicia, Mag¡strados de Apelaciones, de Primera

lnstancia y de Paz, en térm¡nos generates todo lo relacionado al Organismo Judic¡al. Esta

const¡tuc¡ón introdujo la modal¡dad en relación a los jueces, mag¡strados de la Corte Suprema

de Justicia y de Apelaciones que duran cinco años en sus funciones, pud¡endo ser reelectos

los segundos y nombrados los primeros. Como garantía asegura que los magistrados no

podrán ser remov¡dos ni suspend¡dos, sino en los casos y con las formalidades que disponga

la ley. Los jueces de ¡nstancia siempre fueron removidos discrecionalmente, no así los

magistrados que tenían prerrogativas especiales.

Actualmente, el S¡stema de Just¡cia en Guatemala está integ€do de la forma s¡gu¡ente:

"a) El Organ¡smo Judic¡al, incluye a la Corte Suprema de Justicia, Tr¡bunales de Apelaciones,

y otros órganos colegiados de igual categorfa.

b) Juzgados de Primera lnstancia.

c) Juzgados de Paz.



adm¡n¡stración del Organ¡smo Jud¡cial, incluyendo la labor de presupuesto y los recursos

humanos"3

1.2. Definición de confl¡ctos de jur¡sdicción

Desde el punto de vista etimológico sign¡f¡ca ¡us dicere, ¡us dict¡o, aplicar o declarar el

derecho, por lo que se d¡ce judsd¡ctio o jure diciendo. Ja¡me Guasp, citado por Agu¡rre Godoy,

expresa lo s¡guiente: "La actividad desarrollada por el órgano judicial en un proceso constituye

el ejerc¡c¡o de una función tlpicamente estatal, que la doctrina y e¡ derecho positivo

unánimemenle v¡ene designando desde la ant¡gúedad con el nombre de jurisdicción',4.

La jurisdicción, es la potestad d¡manante de la soberanía del Estado de Guatemala, ejercida

exclusivamente por jueces y tr¡bunales independientes de rcalizar el derecho en el caso

concreto, juzgado de modo ¡revocable y promoviendo la ejecución de lo juzgado.

Modernamente se entiende como la potestad que t¡ene el Estado de Guatemala en su

conjunto para solucionar confl¡ctos particulares a través de ¡a ¡mpos¡ción de la ley y el

derecho. Por lo tanto, esa potestad esta encargada a un órgano estatal, el poder Judicial y, al

encomendar al Poder Judicial esa actjvidad privat¡va del Estado de Guatemala, emerge la

potestad jur¡sd¡ccional y esta, no es mas que la ces¡ón al poder Judicial, por conducto de la

Ley de Organización Jud¡c¡al, del deber de realizar esa actjvidad jurisdiccional. Es decir, de

¡mponeí la norma juríd¡ca para resolver un confl¡cto part¡óular cuyo ob.ietivo final es Iograr la

convivenc¡a jurídica o restaurar el orden quebrantado. para el autol. alemán Kisch, citado por

r 
WRrped á enc croped.€ de consutta www.wikipedra. com httn. ( t 2-7. 2010).- Aguine Godo/. Mado De.€cho procesat ctvtt gu¡temati€co Tomo L pág 82.
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Mario, Agu¡rre Godoy la palabra jurisdicción tiene un doble significado: "objet¡vo y subjeÍ\)Ñg"

En sentido objetivo vale tanto como círculo de negoc¡os o conjunto de asuntos que están

encomendados a las autor¡dades judic¡ales: Así como se dlce que una determinada cosa

pertenece a la Jur¡sd¡cc¡ón Contenc¡osa Ordinaria. En sentido subjet¡vo significa una parte del

poder del Estado de Guatemala, la soberanía con referenc¡a a la func¡ón de just¡cia, a

diferéncia de soberanla en el aspecto militar, financ¡ero, etc.; La jurisdicción paÍa dicho autor

comprende dos partes: Lo gubernativo de los tribunales de just¡c¡a y la jurisd¡cción en sent¡do

estr¡cto's. La primera se man¡fiesta en la acción del Estado de Guatemala para procu€r las

condiciones efemas necesa¡ias para el ejerc¡c¡o de la función judicial: lnst¡tuyendo tribunales,

fijándoles su capacidad l¡mitándoles su radio de competenc¡a territorial, reclutando el personal

(pruebas de aptitud, nombramiento, provisión de cargos). La segunda ¡gualmente asegura el

tráfico externo de la actividad judicial por med¡o de rev¡siones, petición de datos e imposición

de sanc¡ones a los func¡onarios negl¡gentes y adoptando medidas adecuadas en todos los

casos de negación de just¡cia.

El Licenciado Mario Estuardo Gord¡llo Galindo, señala que: "Jurisdicción prov¡ene del latfn

juridictio, que qu¡ere dec¡r, acción de decir el derecho"6. Al Estado de Guatemala le

corresponde la func¡ón de adm¡nistrar justjcia, consecuenc¡a de la prohibic¡ón de que el

¡nd¡viduo haga just¡cia por su prop¡a mano. Esta potestad del Estado de Guatemala es lo que

se conoce como jur¡sdicción y aunque en el lenguaje jurídico aparece con distintos

sign¡f¡cados, el princ¡pal y aco¡'de a este estudio es como lo señala el autor Adolfo Schónke al

indicar que: "es la facultad de admin¡strar just¡c¡a, decidiendo el proceso y ejecutando las

'¡gu¡re Oo¿oy Mano. Ob. Cit pás.83
6 

Gordillo Galindo. Mario Esluárdo Der€cho procÉal clvll, pá9. 98.



'se ref¡ere a la función pública real¡zada por órganos competentes del estado, con las formas

requeridas por la ley, en virtud del cual por acto de juicio, se determ¡na el derecho de las

partes, con el objeto de dirimir sus confl¡ctos y controversias de relevanc¡a juríd¡ca mediante

decisiones con autoridad de cosa juzgada eventualmente fact¡ble de ejecución"8.

Para el jur¡sta lta¡iano G¡useppe Ch¡ovenda, señala que: "la jurisdicc¡ón es la func¡ón del

estado que tiene por f¡n la actuacjón de la voluntad concreta de la ley mediante la subst¡tución

de la actividad ¡ndividual por la de los órganos públicos, sea para afirmar la ex¡stencia de una

activ¡dad legal, sea para ejecutarla ulteriormente"e. La palabra jurisdicción apaÍece en el

¡enguaje juríd¡co con d¡stintos sign¡f¡cados. Muchas de las dif¡cultades que la doctrina no ha

podido aún superar, provienen de esta c¡rcunstanc¡a. En el derecho de los países

latinoamerjcanos, este vocablo tiene por lo menos, cuatro acepciones: Como ámb¡to teff¡tor¡al;

como s¡nónimo de competencia; como conjunto de poderes o autorizado de ciertos órganos

del Poder Públ¡co; y su sentido preciso y técnico de función pública de hacerjust¡c¡a.

1.3. Poderes de la jur¡sdicción

lnd¡stiniamente de que persona la ejerza, es la facultad que t¡ene el juez de hacer que las

paÍtes comparezcan a juicio, para ¡o cual se confieren los poderes siguientes:

a) De conoc¡m¡ento (notio).

b) De convocator¡a (voc¿tio).

c) De coerción (coert¡o).

:Sc¡ónle. Adorfo Derecho proc€elcivil, pag. 260.
" Chedo por O4ega Medina, Claudra L La función lü rlsdlcclon¡l del estado. pag 127
" Chiovenda Giuseppe. ln8tltuclones de d6.echo procesat ctvit, pá9. 64
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'd) De dec¡sión (¡ud¡c¡um).

e) De ejecución (excecutio).

a) De conoc¡m¡ento (not¡o): Por este poder, el órgano de la jurisd¡cción esta facultado para

conocer aten¡endo reglas de competencia, de los conflictos sometidos a él ElCódigo Procesal

Civ¡l y Mercantit establece que la jurisdicción civ¡l y mercantil, salvo disposic¡ones especiales

de la ley será ejercida por los jueces ord¡narios de conformidad con las normas de éste

Código.

b) De convocatoria (vocatio): Porel cual el órgano de la jurisdicc¡ón c¡ta a las partes a juicio

EI Artlculo 1 11 del Código Procesal C¡vil y Mercantil, establece que presentada la demanda en

la forma deb¡da, el juez emplazará a los demandados y es uno de los efectos del

emplazam¡ento al tenor del Artículo l 12 del Código Procesal C¡v¡l y Mercantil obl¡gar a las

partes a constitu¡rse en el lugar del proceso.

c) De coerción (coert¡o): Para decretar med¡das coercit¡vas cuya frnal¡dad es remover

aquellos obstáculos que se oponen al cumplimiento de la jurisd¡cc¡ón. Es una facultad del.iuez

compeler y apremiar por los med¡os legales a cualquier persona para que esté a derecho de

acuerdo a lo que rige el Articulo 66 del Decreto número 2-89, Ley del Organismo Judicial.

d) De dec¡sión (iudicium): Que quiere decir que el órgano de la jurisdicción t¡ene la facultad de

dec¡dir con fuerza de cosa juzgada. A los tribunales le corresponde la potestad de juzgar
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Guatemala, y 57 del Decreto número 2-89 Ley del Organismo Jud¡cial.

e) De ejecución (excecutio): Es el poder que tiene el juez como objetivo de imponer el

cumpl¡miento de un mandato que se derive de la prop¡a senlenc¡a o de un titulo suscr¡to por el

deudor y que la ley le asigna ese mer¡to. A los tr¡bunales le corresponde tamb¡én promover la

ejecuc¡ón de lo juzgado de conform¡dad con Io que establece el Artfculo 203 de la Const¡tución

Pollt¡ca de Ia República de Guatemala.

Con el án¡mo de identificar fác¡lmente el contenido de los poderes de la jurisdicc¡ón, el

ticenc¡ado Eddy G¡ovanni, Orellana Donis, hace Ia siguiente equ¡paración.

'Not¡o

Vocatio

lud¡c¡um

Coertio

Execut¡o

conocer

convocar

juzgat

obligar

hacer cumplir''10

I .4- T¡pos de jurisdicc¡én

Dentro de los t¡pos de jurisd¡cc¡ón más importantes de resaltar, esta la clasificac¡ón siguiente:

La jur¡sd¡cción territorial.

La jurisdicc¡ón como competencia.

1o Orellana Donis, Eddyciovanni. Der€cio procesal civil. Tomo L Pág 69.

a)

b)

10
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c) En el siglo XX, se ha superado este equtvoco, pero quedan abundantes r'""¡Oro. "nV 
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leg¡slac¡ón y en lenguaje forense.

a) La jurisdicc¡ón territor¡al: La primera de las acepciones menc¡onadas, expresa relación

con un ámbito tenitorial determinado. por ejemplo se expresa que las diligenc¡as que deban

real¡zarse en diversa jur¡sdicción se hagan por otro juez. En el lenguaje diar¡o o común, se

dice que cierto camino o colon¡a no es jurisdicción de c¡erto munic¡pio o departamento.

b) La jurisd¡cción como competenc¡a: Hasta el sigto XtX los conceptos de jurisd¡cción y

competenc¡a aparecen como s¡nón¡mos. lndistintamente se alude a la falta de jurisd¡cc¡ón

como falta de competencia en sent¡do material, o en sentido territor¡al, o aun pa¡-a refer¡rse a la

func¡ón, inclusive se llegó a hablar de ¡ncompetencia de ju¡isdicción.

c) En el siglo XX se ha superado este equívoco, pero quedan abundantes residuos en la

legislación y en lenguaje forense en el entendido que todos los jueces tienen jurisdicc¡ón; pero

no todos tienen competencia para conocer en un determ¡nado asunto. Un juez competenb es,

al mismo t¡empo un juez con jurisdicción; pero un juez ¡ncompetente es un juez con

jurisdicción y sin competenc¡a, siendo esta el fragmento dejur¡sd¡cción atribu¡do a un juez.

d) La relac¡ón entre la jur¡sdicción y Ia competencia, es la que existe entre el todo y Ia parte.

La jurisdicción es el todo; la competenc¡a es la parte. La competenc¡a es la potestad de

jurisd¡cción para una parte del secto., específ¡camente as¡gnado al conocim¡ento de

determinado órgano jurisdicc¡onal. En todo aquello que ño le ha s¡do atribuido a un juez,

aunque sigue teniendo jurisdicc¡ón es incompetente.

11
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e) La jurisd¡cción como poder en algunos textos legales se utiliza el vocablo jurisdicción paras:z

referirse a la prenogat¡va, autoridad o poder de determinados órganos públicos,

especiaimente los del Podet Judicia]. La noc,iótt dé jut,sdicci6n coño podd es insuñcie¡te

porque la jurisdicc¡ón es un poder deber. Junto a la facultad de juzgar eljuez t¡ene del deber

administrat¡vo de hacerlo. El concepto de poder debe ser sustituido por el concepto de

función.

Eduardo J. Couture, c¡tado por Mario, Aguirre Godoy establece que: "existe cierta sinonim¡a

entre función judic¡al y func¡ón jurisdicc¡onal pero que no toda func¡ón jurisdiccional

corresponde al Poder Jud¡c¡al y que ex¡sten func¡ones jurisd¡ccionales a cargo de otros

órganos que no son el Poder Judic¡al y que normalmente la func¡ón jurisdiccional coincide con

la función judicial'11. De lo anterior cabe mencionar que con¡entes modernas establecen que

la jurisdicción es una potestad derivada de la soberanía que se atribuye a los titulares de una

pos¡ción de super¡or¡dad o de supremacía, respecto de las personas que con ellos se

relac¡onan, llevando íns¡ta una fueza de mando capaz de vincular el comporiamiento de los

demás ¡ncluso acudiendo al uso de la fuena. Tiene el claro acierto terminológico de hablar de

potestad, los juzgados y los tribunales coleg¡ados tiene el monopol¡o de su ejercicio, no

pud¡endo atr¡buirse a ór"ganos disüntos, esto es la llamada exclus¡v¡dad de ejercicio de la

potestad.

1.5. Princ¡p¡os de la jurisdicción

Dentro de los más importantes se pueden señalar los siguientes:

r1 
Cnado por Aguine Godoy, Mado Ob. cí; páq. I 01 .

12
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\.+'a) La Jurisd¡cc¡ón es única.

b) lndiv¡s¡b¡lidad de la jurisdicción.

c) lndelegab¡l¡dad de la jurisdicción.

a) La Jurisd¡cc¡ón es única: El autor guatemalteco Mauro, Chacon Corado señala que: 'La

jur¡sdicc¡ón como potestad sólo puede ser una, siendo conceptualmente imposible que un

Eslado no Federal como el nuestro tenga más de una juisdicción. Cuando se habla de

jurisd¡cción ordinaria o especial, civ¡l o penal, etc., se está partiendo del desconoc¡miento de

lo que la jurisd¡cción trata"12.

b) lndiv¡s¡bilidad de la jurjsdicción: Todos lo órganos dotados de la m¡sma la poseen en su

total¡dad, no se puede tener solamente una parte dejurisd¡cc¡ón.

c) lndelegabilidad de la jurisdicción: De modo que cuando a un ó'gano jur¡sdiccional se le

otorga jurisd¡cción el titular de éste no puede delegarla, n¡ s¡quiera por ¡gualdad de grado.

1.6. Ca¡acteñEticas de la jurisdicción

Dentro de las características más destacadas están las siguientes:

a) Es autónoma, puesto que cada estado la ejerce soberanamente;

b) Es exclus¡va, pues elestado es el único que la apl¡ca con exclus¡ón de otros;

c) Es independiente frente a los órganos del Estado y frente a los particulares;

12 Chamn Corádo, Mauro Máíuál de derecho procesal civil guátomalloco, pás. 27.

'f3



d) Es única, o sea que sólo ex¡ste una jurisdicc¡ón del Estado como función,

como deber de éste.

La licenc¡ada Crista, Ru¡z Castillo de Juárez, establece como caracteres de la jur¡sdicc¡ón

judicial, los sigu¡entes:

"a) Serv¡cio p¡lblico: La jur¡sd¡cc¡ón jud¡c¡al realiza una función de naturaleza públ¡ca puesto

que la act¡vidad de los jueces está regulada por normas de carácter imperat¡vo y, como

consecuencia, los adm¡nistrados t¡enen derecho a ejercitar sus acciones en ¡gualdad de

condiciones. Este derecho se encuentra proteg¡do legalmente por la denom¡nada tutela

.iurisdiccional, por recursos y por sanciones ¡mpuestas a los funcionarios que la contravienen;

b) Derecho público y subjetivo del Estado: A este derecho se someten y sujetan las personas

independientes a toda clase de rclación material privada;

c) Deber del Estado: Toda persona tiene el derecho de pretender, bajo c¡ertas cond¡c¡ones,

que se le adm¡nistre just¡c¡a por el órgano jurisdiccional sin que éste pueda dejar de hacerlo en

ninguna c¡rcunstancia, esto ¡mpl¡ca que no puede denegar, retardar o administrar mal la

justicia;

d) Ejercicio dentro de los límites del Estado: Es dentro de los límites establecidos del Estado

tenitorialmente hablando, que se ejercita la potestad de aplicar las leyes;

14



e) Ej€rc¡cio sobre personas y cosas que existen dentro del territorio del Estado:

la ley se ext¡ende y ejerce, a todos los habitantes del Estado, nac¡onales

res¡dentes o transeúntes, y sobre los bienes situados en el mismo;

ér'¿rh
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o extranjeros,

f) lndelegable: La jurisdicción debe necesariamente por la persona quien le ha s¡do confiada y

delegada; esta persona es el juez quien a su vez puede comis¡onar a terceros el

d¡l¡genciam¡ento de actos jurisd¡cc¡onales;

g) lgualitaria a la de los otros organismos: Cons¡ste en que los órganos del Estado, tienen su

propia jurisdicción y que la e.jercen conforme a las atr¡buciones otorgadas por la propia

leg¡slac¡ón'13.

Es importante señalar que tanto el poder legislativo como el ejecut¡vo, realizan actos

jur¡sdicc¡onales con las modificaciones y restricciones del poder prop¡amente jurisdiccional que

establecen las normas constjtuc¡onales y ord¡narias del poderjud¡c¡al.

1.7. Clases de jurisdicción

Según el Artlculo 58 del Ley del Organismo Jud¡cial, Decreto número 2-98 del Congreso de Ia

República de Guatemala establece: "La jurisd¡cción es única', sin embargo en el ámb¡to de ¡a

doctr¡na se desprenden varias clases y de esa cuenta surge la clasifcac¡ón s¡guiente:

a) Eclesiásüca; Apl¡cable a cuest¡ones relac¡onadas con el culto o ministros de la ig¡esia. (Ha

desaparecido en varios paises). En Guatemala sí existe esta clase de jur¡sd¡cc¡ón, teniendo su

13 Ru¡z Castit¡o de Juár€z, Cristá. Teoía qeneñl d6l proc6so, pág. 84€5.
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lugar a la organ¡zación de igles¡as, m¡smas que están sujetas en su mayo¡la, al Derecho

Canónico, organ¡zado con las autoridades correspond¡entes y aplicando los procesos o

procedimientos contenidos en sus reglas ¡nstituc¡onales para los casos en que tenga que

aplicar su jur¡sdicción;

b) Temporal o secular: Es la que desempeñan los órganos estatales' ¡nstituidos

prec¡samente para ese fin, la cual a su vez admite una triple d¡v¡sión que es la que de acuerdo

al Artículo '1 de la Ley del Tribunal de Conflictos de Jurisdicción, Decreto número 64-76 del

Congreso de la República de Guatemala, se clasifica en judicial, adm¡nistrat¡va y contenc¡oso

administrativa:

En relac¡ón a las clases de jurisdicción, la abogada Crista, Ruiz Castillo de Juárez, expone

que la aplicación de la jurisd¡cc¡ón comprende la clas¡ficación siguientei

'a) Acumulat¡va: Es aquella que faculta al juez conocer a prevención de hechos, que, no

s¡endo de su competencia y por circunstancias de urgenc¡a y necesidad, debe hacer pero

debe dar not¡cia y traslado a quien sitiene la competencia para conocerlos;

b) Contenciosa: Es aquella que se da cuando existe controversias de conflicto de ¡ntereses

entre partes, y para esa m¡sma causa, se presentan al tribunal para resolverlas, cuando üene

relevanc¡a juríd¡ca;

c) Voluntar¡a: Es aquella en la que no ex¡ste controversia o conficto de intereses entre partes,

ya que acuden voluntariamente al tibunal a resolver una pretensión;

16



d) Delegada: Es aquella que sucede cuando el juez por encargo de otro, de ¡gual o

jera.qufa y categoría realiza detem¡nada di¡igenc¡a o actuac¡ón procesal en vista que

originario está imposjb¡litado de llevarlas a cabo por sí mismo. Para esta situación

colaborac¡ón de otro juez por medio de exhorto, despacho o suplicator¡o;

e) Propia; Es aquella que se da al juez persona u órgano administrador por la ley y

específica cuáles son los asuntos que debe conocer, este tipo t¡ene relevanc¡a con

competencia, se dice que tiene jurisdicción propia originar¡a o Íeten¡da;

0 Ord¡nar¡a y extraord¡naria: Pues en ésta no se at¡ende a la consideración ya hecha, s¡no a la

mayor o menor extensión dada a Ia jurisdicc¡ón en relación con el carácter espec¡al de las

circunstancias concurrentes en cada caso o que determinan el carácter prop¡o de los asuntos

judic¡ales, s¡endo, en tal concepto la jurisdicc¡ón ordina a, la que se da para todos los casos

generales y Ia extraord¡naria, aquella en que es atribuida la potestad de administrar justicia a

autor¡dades d¡st¡ntas de las ordinarias. (Tribunal de lmprenta, Tribunal de Conciliación,

Tr¡bunal de Arbitraje, Tribunal de Conflictos de Jurisd¡cc¡ón, Tribunal Elraordinar¡o de

Amparo, Juzgados de Alto lmpacto, Tribunal de Honor del Coleg¡o de Abogados y NotaÍos,

etc.)"14.

1.8. La ¡urisdicción riac¡onal

Guatemala como un Estado independiente ejerce soberanla sobre todos los organ¡smos que

lo componen, la jur¡sd¡cc¡ón como una de las potestades derivadas de ésa soberanía, es

ejercida exclusivamente por jueces y tribunales ¡ndependientes de real¡zar el derecho,

le

la

14 Ruiz, ob, cit; pág. 86.
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juzgando de modo ¡rrevocable y promov¡endo la ejecución de lo juzgado. Ningún otrb{':" -'
organismo del Estado ejerce soberanía pues la Constitución Política de la República de

Guatemala en su Artfculo 203 párrafo tercero establece: 'que ¡a función jur¡sdicc¡onal se

ejerce exclusivamente por la Code Suprema de Just¡c¡a y por los demás tribunales que la ley

establezca, y el Artículo 58 de la Ley del Organismo Judic¡al Decr-eto número 2-98 del

Congreso de la República de Guatema¡a ind¡ca que: "la jurisdicción es ún¡ca y que para su

ejerc¡c¡o se distribuye en los órganos especif¡cados en el Artículo citado'. Es decir que los

otros organismos del Estado no ejercen funciones jurisd¡cc¡onales, n¡ puede alr¡buirseles

funciones similares, pues s¡ la doctr¡na clás¡ca d¡vide o clas¡fica la jur¡sdicción en

admin¡strativa, legislativa, judicial o de pol¡cía, se cons¡dera que son corrientes que deben ser

superadas pues las func¡ones que los ot[os dos poderes del estado ejercen son

adm¡nistrativas y legislat¡vas y no jurisdiccionales como lo clasifica la doctrina clás¡ca.

Corrientes modeÍnas han s¡do plasmadas en nuestra leg¡slac¡ón, pues se establece que la

jurisdicc¡ón es ún¡ca y se ejerce exclusivamente por el Organismo Jud¡c¡al. Var¡os equfvocos

ha causado la clasificac¡ón de jur¡sd¡cción, pues no obstante el ArtÍculo 203 Constitucional al

ser expresamente claros, en leyes ordinarias se reffeja que aún no se han superado tales

conceptos, un ejemplo claro es la ley objeto del presente trabajo de ¡nvestigacjón, Ley de

Tribunal de Confictos de Jurisdicción, Decreto númeÍo 64-76 del Congreso de la Repúbtica de

Guatemala, pues su objeto es resolver contiendas que surjan entre los órganos s¡guientes:

El Tribunal de lo Contencioso Adm¡n¡strativo y la adm¡nistrac¡ón pública,

El Tribunal de lo Contencioso Admin¡stmt¡vo y los de jurjsdicción ordinaria o pr¡vatjva, y

La admin¡stración pública y los tribunales de jur¡sdicción ordinaria o privativa.

a)

b)

c)

18
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Esta Ley le atribuye el carácter de jurisdicción a las func¡ones de ta adm¡nistración púbBl$-'

pues el objeto de la interposición de un conflicto de jurisd¡cción es resolver problemas de

jurisd¡cción entre Órganos del Organ¡smo Judic¡al y el Organismo Ejecutivo e inclusive el

Organismo Legistat¡vo, y atend¡endo a ¡o expresado con anterioridad el único que posee

junsd¡cc¡ón es el Organ¡smo Judicial ninguna otra ent¡dad estatal está taculkda pata la

atr¡bución de d¡cha potestad proveniente de la soberanía estatal.

1,9. Jurisdicción en el derecho comparado

La jur¡sdicc¡ón se presenta en todas las modal¡dades de organización polltica, inclusive en la

más ampl¡a, como es el caso de la Organización de las Nac¡ones Unidas, que la eierce

mediante elTribunal lntemacionalde Just¡c¡a, llamado tamb¡én Corte lnternac¡onalde Justic¡a,

const¡tu¡do para juzgar y garantizar el cumplimiento de las normas de derecho internac¡onal. El

derecho comparado hace posible el conocim¡ento de las legislaciones vigentes, Ia doctr¡na y ¡a

jurisprudencia en los d¡versos países y demás organ¡zaciones políticas para ser aplicables

como experiencia para mejorar la normaüv¡dad sobre jurisd¡cción y demás conten¡dos del

derecho como ciencia. El autor Luis M. Ponce De León Armenta, señala que: "El derecho

comparado const¡tuye un ¡nstrumento permanente para extender a todo el mundo nuevos

conocim¡entos en un intercamb¡o constante de experiencias'15.

La doctrina alemana no ha prestado a este tema particular atención, pues sus autores más

representat¡vos consideran que la jur¡sdicción integra la adm¡nistración. Para ella no hay

distinción sino meramente formal y externa entre la fundón administrat¡va y la función

jurisd¡cc¡onal.

15 Ponce De León Amen¡a, Luis M. L¿ jürbd¡cc¡óñ, pá9. 104.
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La escuela francesa, en cambio ha dado a este punto verdadera ¡mportancia. En la conclus¡dfrliu'- "

van ¡nclu¡das cuesliones esenc¡ales de Ia competencia del consejo de estado y la doctrina es

abundante y altamente calificada.

La doctr¡na ¡tal¡ana ha dado al tema, tamb¡én particular lmportancia en el campo del derecho

público. Pero salvo casos espec¡ales de estudios particulares, el tema no ha sido profundizado

por los autores de derecho procesal. Un estud¡o clásico constituye sin embargo una notable

excepción.

Los autores latinoamericanG son en este campo, normalmente tributarios de los franceses e

ital¡anos; as¡mismo en los escritores ing¡eses y norteamer¡canos no se halla espec¡al

consideración para este punto.

1.10. Jurisdicción univercal

Durante mucho t¡empo el concepto de jur¡sdicción universal y la posib¡lidad de tribunales

nacionales de sanc¡onar violaciones de los derechos humanos comet¡dos fuera de

competencia terr¡torial fueron casi desconocidos. Esto fue cierto hasta que se produjo la

extradición de Pinochet en 1998. Hasta ese momento los jefes de estado, ex presidentes y

dictadores podían vivir tranquilos en casi cualqu¡er parte del mundo sin tener que preocuparse

por los cÍmenes que habían cometido o los tratados o convenc¡ones que habían firmado y

que establecen la obligación de sanc¡onar los crimenes internacionales contra ¡os derechos

humanos y el derecho humanitar¡o. En ese conte)do, el concepto de jur¡sdicc¡ón universal y su

aplicación eran prácticamente desconoc¡dos.

20



!is::nn,r!E

?",^,,üLa jurisdicción universal a diferencia de la jur¡sd¡cc¡ón nac¡onal otorga a los tr¡b

nacionales de cualquier pals la competencia para sanc¡onar crfmenes ¡nternac¡onales como

por ejemplo Crímenes de Lesa Humanidad, Crímenes de Guerra y Genocid¡o,

independientemente del terr¡torio donde se haya cometido el hecho y la nac¡onal¡dad del

perpetrador o la vlctima. La jurisd¡cción universal, es por lo tanto, como concepto aplicado un

fenómeno relativamente reciente y desconocido para la gran mayoría. Los pr¡ncipales

¡nstrumentos internacionales que señalan cuales son los crlmenes cub¡ertos por la jurisdicción

un¡versal, son las s¡guientes: La Convención de las Naciones Unidas contra la tortura, tratos

crueles, penas ¡nhumanas o degradantes, los Conven¡os de Ginebra de 1949 (incluido los

cuatro conven¡os y los dos protocolos de 19771, y la Convención para la prevenc¡ón y el

castigo del Crimen de Genoc¡dio. La Convención Contra la Tortura de 1988, trata

pr¡ncipalmente el crimen de tortura pero tamb¡én de otros tipos de tratos crueles, inhumanos o

degradantes. Esta convención no solo hace referenc¡a a las personas que han realizado la

tortura sino también a los cómpl¡ces o personas que han padicipado de manera más directa

en tales actos. D¡cha convención señala que el estado t¡ene la obl¡gación de juzgar a las

personas contra quiénes se alega que han comet¡do tales crímenes o de extradiiarles a un

pais donde podrlan seriuzgadas.

Los Convenios de G¡nebra de t949 tienen la misma estructura, obligando a los estados partes

a juzgar o efraditar a los ¡ndividuos que han cometido Crímenes de Guerra. Dichos

convenios, que tamb¡én son llamados Leyes de Guerra, señalan cuando una persona puede

estar sujeta a la jur¡sdicción universal por un delito de guena. La Convenc¡ón sobre el Crimen

del Genocidio, a diferenc¡a de los otros instrumentos mencionados, no hace referenc¡a a la

jurisdicc¡ón un¡versal sino que declara que el delito será juzgado por el tr¡bunal en cuyo
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territorio el acto fue comet¡do o ante la Corte Penal lnternacional que sea competente respecto

a las partes contratantes que hayan reconoc¡do su jurisdicc¡ón. La figura usada es por tanto

d¡ferente y no inc¡uye n¡ngún aspecto de jurisdicc¡ón universal. Sin embargo se cons¡dera que

la obligac¡ón por parte de los estados de sancionar d¡cho cr¡men foma parte del derecho

consuetud¡nario. Este derecho es muy ¡mportante dentro de lo que es el Derecho

lnternac¡onal Penal y la Jur¡sd¡cc¡ón Un¡versal. Muchas de las obligaciones cod¡ficadas en los

¡nstrumentos mencionados iambién constituyen parte del derecho consuetud¡nario lo cual le

da un carácter también para los estados no partes de los tratados mencionados. La importante

contribución de los tratados es, sin embargo, la precis¡ón de las obl¡gaciones ¡ncluyendo la

definición de los crlmenes, lo cual hace su apl¡cac¡ón más fác¡|.

!.11. Causas del abuso de los l¡tigantes en la aplicación de confl¡ctos de jurisdicc¡ón

Para el tratad¡sta Eduardo Pallarés, las cuestiones y confl¡ctos de competenc¡a, son: 'las que

surgen entre dos o más jueces, tribunales u órganos de jur¡sdicción, respecto del cual uno de

ellos es el competente para conocer de un juic¡o, o a las que tiene lugar cuando el demandado

opone la excepción de incompetenc¡a o eljuez de oficio se declara incompetente y el actor no

se conforma con tal declaración"16. De la misma manera, Enrique M. Falcón expresa que se

plantean cuestiones de competencia cuando dos jueces pretenden entender en la misma

causa, esto es cuando hay una contienda positiva o cuando todos los jueces que tienen que

entender, se niegan a ello, se trata entonces de una contienda negat¡va. Y la cuestión relativa

a la competencia puede plantearse por una declarac¡ón de of¡c¡o o una actuación de parte y

esta puede plantearse por inhibitoria o declinatoria. En el mismo sent¡do, Guillermo

Cabanellas de Torres, deflne e¡ confl¡cto de jur¡sd¡cción como: "la situación que surge entre

16 Pallarés. Eduardo. Oiccionario d€ dérecno procssal civil, págs, 121 y 122.
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autoridades judiciales o administrátivas, cuando cada una de ellas se considera al m¡smo-t9

t¡empo con facultades para conocer, del¡berar y resolver sobre determinado asunto'r7. Se ha

dicho que el procedimiento de conflicto de jur¡sdicción se ha convertido en un procedim¡ento

anómalo, un mecanismo d¡latorio de los procesos legales, ten¡endo esto efecto inmediato en el

tribunal ante qu¡en se planteo el confficto de jurisdicc¡ón, ya que el planteam¡ento del m¡smo

conlleva implícito la suspensión de cualqu¡er proceso hasta que se resuelva. Esia

circunstancia ha sido aprovechada por los abogados litigantes, con el fln de entorpecer la

posible celer¡dad del proceso, haciendo que estos duren más tiempo del deb¡do, y existen

áreas del derecho en donde la lesión es mucho más grave, por ejemplo, lo que sucede en el

ámbito del derecho de trabajo.

1.12. Historia del abuso del derecho de los l¡t¡gantos €n la fomulación de

acciones de defensa

Como se ha ven¡do señalando, ha existido desde que se encuentra regulado el proced¡miento

para resoluc¡ón de los conf¡ictos de jurisd¡cc¡ón obstáculos a Ia celeridad y cont¡nuidad de los

procesos. El confl¡cto de jurisdicc¡ón ha sido regulado en el Decreto Gubernativo 1881

pasando por la Constitución de la República de 1945, donde el Artículo 16,4 de dicho cuerpo

constituc¡onal ya contemplaba lo relat¡vo a Tribunales de Conflictos de Jurisdicción y

Competencia y que luego fue desanollada por el Decreto 85'1 s¡endo esté el que directamente

reguló lo relativo al Tribunal de Conflictos de Jur¡sd¡cción y Competencia, en este último

decreto no se Frjaba en la norma respect¡va el hecho de que s¡ el tr¡bunal o iuzgado que estaba

conoc¡endo un asunto susp€ndía o seguía conoc¡endo del mismo. En la actual normat¡va o

sea el Decreto número 64-76 del Congreso de ¡a República de Guatemala, el Artículo 9

17 Cabeflellás de Toffes, Guillermo. Diccionarlo ¡uldlco €leméntal, pá9,324-
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establece que: 'Se suspenderá el conoc¡m¡ento del asunto pr¡ncipal'. Por lo anterior, #11'""" "

considera que los abogados l¡t¡gantes abusan del derecho de defensa que les asisten, pues

presentan confl¡ctos de jurisdicc¡ón sin just¡f¡carse plenamente la neces¡dad del confl¡cto,

haciendo que los juicios que se vent¡lan en los tr¡bunales se retarden ¡ntencionalmente

provocando efectos secundarios en la personal¡dad de la parte afectada. Se tiene

conoc¡m¡ento que actualmente los confl¡ctos dejur¡sd¡cc¡ón son utilizados en su gran mayoría

ún¡camente con el objeto de entorpecer y retardar los procesos, y que en un considerable

número de casos s¡empre es beneficiado la parte que acciona interponiendo el confl¡cto de

juÍsdicción.
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2. El Desarrollo de los tr¡bunales d€ confl¡ctos de jur¡sdicción

Como una breve reseña de Ia Ley del Tr¡bunal de Confljctos de Jurisdicción, se estab¡ece que

se encontraba contenida en e¡ Decreto número g51 del Congreso de la República de

Guatemala, de fecha 30 de noviembre de 1951, la que fue derogada por et Decreto número

64-76 del Congreso de ta Repúbl¡ca de cuatemala, Ley det Tribunat de Conflictos de

Jur¡sd¡cción que entro en v¡gencia el primero de enero del año 1977, después de su

publ¡cación en el D¡aío Oflc¡al. La m¡sma se encuentra fundamentada en la Const¡tución

Política de la Repúbr¡ca de Guatemara de 1965 en sus Arflcuros 2s3 y 257 que dieron or¡gen a

su nacimiento al campo jurfd¡co, y que en la actualidad forma parte del ordenam¡ento jurídico

del Estado de Guatemala como norma vigente y positiva 'Ley del Tr¡bunal de Confl¡ctos de

Ju sdicción'

2.1. Breves antecedentes

Dentro de los aspectos más ¡mportantes de resaltar. se encuentran:

- El Artículo 10. de la Ley del rribunar de conflictos de Jurisdicción estabrece: ,'Er rribunal de

Conflictos de Jurisd¡cc¡ón se reunirá exclusivamente: 1) para resolver las contiendas entre el

Tribunal de lo Contencioso Administrativo y Ia Administración pública; 2) para resolver las

contiendas que se susciten entre el Tr¡bunal de lo Cóntencioso Admin¡strativo y los de

jurisd¡cción ord¡naria o pr¡vat¡va; 3) Para resolver las contiendas que surjan entre la

Admin¡strac¡ón Púbtica y tos Tribunales de Jurjsdicción privat¡va o bien ord¡naria,,.
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- En cuanto a la ¡ntegración del c¡tado Tribunal el Artículo 2 establece: "Se integra por tres --''

mag¡strados prop¡etarios y los suplentes respect¡vos. La Corte Suprema de Just¡cia d¡stribu¡rá

los cargos para su integración, en la forma más convenienté para la admin¡stración de justic¡a.

Sus integrantes serán electos por el Congreso de la Repúbl¡ca de Guatemala y unos y otros,

podrán ser reelectos".

- Oportuno es mencionar que el Articulo 3 del referido cuerpo legal, preceptúa: "Para ser

mag¡strado prop¡etario o suplente del Tr¡bunal de Confl¡ctos de Jur¡sd¡cción se requ¡eren los

m¡smos requisitos y calidades que para ser Mag¡strados de las Salas de la Corte de

Apelaciones'.

- En cuanto a los derechos que le asisten a los mag¡strados del Tribuna¡ de Conflictos de

Jurisdicc¡ón, el ArtÍculo 4 señala: 'Los Magistrados gozarán de las mismas inmunidades y

prerrogativas que los de las Salas de la Corte de Apelac¡ones, teniendo, sin embargo, libertad

para ejercer sus profes¡ones de abogado y notario, siempre que no sea en asuntos que

tengan relación con los sometidos a la cons¡derac¡ón del Tribunal".

- Füa como sede el Tr¡buna¡ de Conflictos de Jurisd¡cc¡ón la c¡udad capital de Guatema¡a, su

presidente tendrá a su cu¡dado la sustanciación del trámite, distr¡buc¡ón del trabajo por ¡guales

partes entre los mag¡strados, y convocará a sesión a los otros miembros del c¡tado Trjbunal

cuando sea necesario o a propuesta de cualquiera de sus m¡embros. Las ses¡ones se

verificarán en el local señalado para el efecto, por la corte suprema de justicia, de acuerdo a lo

que ¡nd¡ca el Artículo 5, y por ello, debe cons¡derarse que ex¡ste muy poca formalidad én el

quehacer o en el cumplimiento de sus funciones en el caso de los mag¡strados que integran el

referido Tr¡bunal.
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- como algo novedoso y de acuerdo a la realidad, un poco antitécnico, el hecho de que ser{ill'!}-'

regula en el Artlculo 6 que establece: "El Secretario de la Corte Suprema de Just¡cia lo será

tamb¡én del fribunal de Conflictos de Jurisd¡cc¡ón y recib¡rá los exped¡entes que se le cursen,

asf como memor¡ales y solic¡tudes que se le d¡rijan, someterá al pres¡dente del mismo, los

asuntos de que debe conocer y refrendará las resoluc¡ones que se emitan. También tendrá a

su cargo el conirol y manejo del arch¡vo del Tribunal. Esta situación podría resultar un poco

incomoda y sobre todo la responsab¡l¡dad que genera la doble func¡ón que deberá

desempeñar, ya que también fungirá como secretiario de la Corte Suprema de Justicia, pues

ya son suficientes las atribuciones que este t¡ene con respecto a sus funciones propias del

cargo, como para cumpl¡r con las que aqul se le asignan como secretario del referido

Tr¡bunal".

- También en Io que respecta a las excusas, recusaciones o imped¡mentos, estos mag¡strados

tamb¡én gozan de las mismas prenogativas que los jueces tal y como lo determ¡na el Decreto

No. 2-89 del Congreso de la Republica de Guatemala, la Ley del Organismo Jud¡cial y

conforme lo establece el Artículo 7 de la Ley objeto de anál¡s¡s señala que: "Se tramitará en

igual forma que la de los mag¡strados de las Salas de la Corte de Apelaciones, ¡ntegrándose el

tribuna¡ con los suplentes y, si estos también estuv¡eren imped¡dos de conocer, se llamará a

los suplentes de las salas en su orden de número. En igual forma se integrará el tr¡bunal en

caso de falta temporal por l¡cencia conced¡da por la corte suprema de justic¡a a alguno de sus

componentes propietarios. S¡ la falta es absoluta, la integrac¡ón será para m¡entras se nombra

al propietario".

- El Artículo I de la Ley regula: "En los asuntos que se tramitan

plantearse conflictos dejurisdicc¡ón cuando no se haya resuelto

lo adm¡nistrat¡vo, podrá

def¡n¡t¡va. En lo jud¡cial,
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deberá plantearse antes de señalarse dla para la vista en primera ¡nstanc¡a. Tal planteamiento -.#

se hará de la sigu¡ente manerar a) en lo admin¡strativo dentro del mismo expediente. Estando

obl¡gado el func¡onar¡o o jefe de la ofic¡na donde se tramita, a elevar lo actuado, bajo su

responsab¡l¡dad dentro de los c¡nco días s¡guientes del planteamiento, al Tribunal de

Conflictos de Jurisd¡cción; b) ante el tr¡bunal que conozca del asunto, el cual suspenderá todo

el trámite elevando Io actuado dentro de los s¡guientes cinco dfas del planteamiento al

Tribunal de Conflictos de Jur¡sd¡cción, y c) ante el Tribunal de Conflictos de Jurisd¡cción en

solicitud que debe contener los requisitos de toda demanda de naturaleza civil. En este últ¡mo

caso, el Tribunal procederá a ped¡r los antecedentes a donde corresponde, los que serán

enviados dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes, bajo apercibimiento de lo que haya

lugar por desobedienc¡a o ¡ncumpl¡miento'.

- El Artículo l0 señala que: "Rec¡b¡dos los antecedentes objeto del planteamiento o por

remis¡ón que haga la corte suprema de justicia, los confl¡ctos serán dirim¡dos por el Tribunal,

como punlos de derecho, en sesiones secretas, med¡ante apl¡caciones de las normas

constitucionales y legales que regulan la mater¡a de que se trate y conforme a los píncipios de

hermenéut¡ca que r¡gen las resoluciones de los tribunales ord¡narios. Para emitir las

resoluc¡ones se estará a lo que al efecto señala la Ley del Organ¡smo Judic¡al para los

tr¡bunales colegiados. Asi mismo, el Tribunal hará aplicación supletor¡amente, en cuanto no

se oponga a la presente Ley, de las disposic¡ones de la Ley del Organ¡smo Judic¡al o del

Cód¡go Procesal C¡v¡l y Mercant¡l".

- En elArticulo'11 señala que: "E¡Trjbunal d¡rimirá solamente las competencias o confl¡ctos de

jurisdicc¡ón, abslen¡éndose de resolver o emit¡r op¡n¡ón sobre cualquier otro punto. La

¡nfracción de este precepto será motivo de responsab¡lidad personal para los magistrados y



determ¡na ¡pso facto,

conflicto'.

- En elArtículo 12 refiere que: "Si se resolviese que un asunto de que conocen los Tribunales

o el de lo Contenc¡oso Administrativo, es de ¡a competenc¡a de la adm¡n¡stración pública, esta

procederá a substanciarlo conforme las leyes que la regulan'.

- En el Artículo 13 establece que: "Si se d¡spus¡ese que un caso del que conoce la

adm¡nistrac¡ón públ¡ca o el Tribunal de lo Contencioso Adm¡nistrativo es de la competencia de

ios Tribunales Ordinarios, se remitirá al que corresponda para que éste según haya de actuar

de of¡cio o a ¡nstancia de parte proceda como sigue; a) ¡nstruyendo el proced¡miento que sea

de rigor; b) notiflcando a las partes su jurisdicc¡ón para que promuevan o entablen las

acc¡ones que convengan a su derecho'.

- En el Artículo 14 refiere que: 'Las resoluciones del Tribunal serán dadas a conocer a las

partes, por el notificador de la Corte Suprema de Just¡c¡a en la forma y témino que señala el

Código Procesal Civil y Mercant¡l y serán certificadas por el secretario para su deb¡da

ejecución. A este respecto también es de cons¡derar que resulta poco técnico que el

notificador de la Corte Suprema de Just¡c¡a sea el m¡smo que not¡f¡que lo resuelto por este

Tribunal, que deb¡era contar con su personal propio, para que real¡ce las activ¡dades propias

del mismo'.

- En elArtfculo 15 refiere que: "Ni los Magistrados n¡ el Secretario del Tr¡bunal de Conffictos de

Jurisdicción devengarán sueldos en su carácter de tales, y su trabajo será remunerado por el

sistema de dietas que perc¡birán a razón de c¡en quetzales por magistrado y c¡ncuenta
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quetzales para el secretario, por cada asunto resuelto y notif¡cado. Dichas

controladas por el pres¡dente del Organismo Judicial y se cubrirán con cargo

generales de d¡cho organismo'.
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a los gastos

También conv¡ene hacer alus¡ón a un Acuerdo número 32-2003 que al respecto ha emit¡do y

se encuentra vigente por parte de la Corte Suprema de Just¡cia, y t¡ene como fundamento lo

s¡guiente:

a) Que la Corte de Apelaciones se integra con el número de salas que determ¡ne la Corte

Suprema de Just¡cia, la cual fiara también la sede, materias que conocerán y competenc¡a

territorial, facultad que comprende, en lo apl¡cable, a los tr¡bunales colegiados de la misma

categoría.

b) Que debido a disposic¡ones legales em¡t¡das con posterior¡dad al Decreto número 64-76

del Congreso de la República de Guatemala, Ley de¡ Tr¡buna¡ de Confl¡ctos de Jurisd¡cción, el

tr¡bunal a que se refiere dicha ley desarrolla escasa actividad, razón por la cual y pol'conven¡r

al serv¡c¡o de just¡c¡a, sus func¡ones pueden asignarse a otro tr¡bunal colegiado de la m¡sma

categoría, sin menoscabo de las que legalmente corresponden a cada uno de ellos.

En cuanto al contenido delAcuerdo número 32-2003 emitido por la Corte Suprema de Justicia,

es importante resaltar lo siguiente:

- Que el Articulo 1o., establece: "Se adscribe el Tribunal de Confl¡ctos de Jurisdicción al

Tribunal de Segunda lnstanc¡a de Cuentas, con el objeto que, con carácter m¡xto, conozca de

ambas mater¡as, de conformidad con las atr¡buciones que legalmente le corresponden a cada
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uno de dichos órganos colegiados'.

- El Artículo 2"., preceptúa que: "A part¡r de la vigencia de este acuerdo, el tribunal coleg¡ado a

que se.ef¡ere elartículo anter¡or, se denominará 'Tribunal de Segunda lnstancia de Cuentas y

de Conflictos de Jurisdicc¡ón'

- E¡ Artículo 3o., establece que; "Los magistrados

Confl¡ctos de Jurisd¡cción serán asignados por ésta

Apelaciones o Tdbunales de la m¡sma categoía,

cap¡tal".

que actualmente ¡ntegran el Tribunal de

Corte a otra u otÍas Salas de la Corte de

preferentemente con sede en la ciudad

- El Artlcu¡o 4o., señala que: "Cuando el Tribunal ¡ndicado en el Articulo 2 de éste acuerdo

conozca de un confl¡cto de jur¡sdicc¡ón, en cumpl¡miento de lo dispuesto en el Artículo 6 del

Decréto número 64-76 del Congreso de la República de Guatema¡a, actuará como Secretario

del Tribunal el Secretaio de la Corte Suprema de Justicia".

- El Artlculo 5o., establece que: "Los asuntos que se planteen como conflictos de jurisdicción

ante Ia Secretaría de la Corte Suprema de Just¡c¡a o que se remitan por los tribunales de la

repúbl¡ca, serán objeto de registro y control en dicha secretaría, Ia cual entregará los

exped¡entes que se Ie cursen y demás memoriales y solicitudes que se le d¡rüan al tribunal,

somet¡endo al presidente del mismo los asuntos que deba conocef.

- El Artículo 60., señala que: "EI Tr¡bunal de Conflictos de Jur¡sdicción, adscrito al Tribunat de

Segunda lnstancia de Cuentas, conocerá y resolverá las cont¡endas que en materia de

jur¡sd¡cc¡ón se le planteen y observará el trámite dispuesto en su Ley Espec¡al. La Corte
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Suprema de Justic¡a por medio de su secretaría continuará prestando e¡ apoyo necesario paÉlt -"

el iunc¡onam¡ento del Tribunal, especialmente personal auxiliar y equipo".

- El Articulo 7o., establece que: "El presente acuerdo entrará en vigor el día siguiente de su

publicac¡ón en el D¡ario de Centro América. Dado en el Palacio de Just¡cia, en la ciudad de

Guatemala, el tre¡nta de julio de dos mil tres'.

Es impoÍtante resaltar que der¡vado a la poca activ¡dad que desarrolla el Tribunal de Conflictos

de Jurisd¡cción, la Corte Suprema de Just¡cia en aras de mejorar el servic¡o de just¡c¡a en

materia de confl¡ctos de jurisdicción, as¡gnó a otro tribunal colegiado las funciones atribuidas a

este, sin detr¡mento de las funciones que legalmente corresponden a cada uno de ellos, con el

ún¡co objeto que con carácter mixto, conozca de ambas materias, cabe señalar tamb¡én que

cualqu¡er acción que emprenda el órgano supremo en materia judic¡al siempre deberá ¡r

encaminado a benef¡ciar al colectivo social, atendiendo a lo preceptuado por el Artículo 20., de

la Const¡tución Polítjca de la Repúbl¡ca de Guatemala, que establece: "Es deber del Estado

garant¡zar a los habitantes de la Repúb¡ica la vida, la libertada, Ia justic¡a, la seguridad, la paz

y el desarrollo ¡ntegral de la persona".

2.2. Casos de la indeb¡da apl¡cac¡ón de los confl¡ctos dé ju¡¡sd¡cc¡ón

Según datos proporcionados por la Secretaria del Tribunal de Confl¡ctos de Jurisd¡cc¡ón,

con fecha 25 de febrero del año dos mil nueve, en el año 2006, se presentaron quinientos

cuarenta y s¡ete (547) confl¡ctos de jurisd¡cción y competencia de los cuales en todos se

declaró que el Tribunal que conocfa era el competeñte para segu¡r conociendo del asunto,

esto qu¡ere decirque en todos los casos las sol¡c¡tudes fueron declaradas s¡n lugar. En el año



2007 se presentaron quinientos noventa

de los cuales quinientos ochenta y nueve (589) se declaró que el Tr¡bunal que conocia era el

competente para seguir conoc¡endo del asunto. En el año 2008 se presentaron ochocientos

c¡ncuenta y seis (856) conflictos de jurisdicción y competencia de los cuales ochocientos

cincuenta y cinco (855) de los mismos se declaró que el Tribunal que conocía era el

competente para seguir conoc¡endo del asunto y solamenlé uno (1) de ellos fue declarado con

lugar. Cómo se evidenc¡a la problemática en materia proced¡mental en el ámbito jud¡cial

respecto a la labor que realiza elTribunal de Conflictos de Jurisdicción es grave, pues no solo

abarca compl¡caciones en el ámbito del derecho penal, sino en todos los ámbitos, y

fundamentalmente se resalta lo que sucede en el ámbito laboral en donde el perju¡cio es

mucho mayor lomando en consideración que se trata de un proceso laboral ágil, flexible, sin

embargo, al plantearse este confl¡cto regularmente, provoca retrasos que afectan

¡ndiscutiblemente a los trabajadores.

2.3. Análisis de los procesos de conflictos de jurisdicc¡ón

Ha sido d¡fíc¡l obtener ¡nformac¡ón acerca de los d¡versos procesos propiamente dichos y

hacer una revisión y anál¡sis de los mismos con el objeto de establecer las causas que

motivaron a Ios ¡nteresados para formular una acción de esla naturaleza, por lo que en el

desarrollo del trabajo de campo al respecto, se puede conclu¡r en lo siguiente:

- El caso de los recursos presentados por el fallecido ex Director de la Policía Nacional Civil, el

ciudadano Germán Chupina Barahona en el año 2006, quien militó en la referjda institución

durante el Gobierno de Romeo Lucas García.



Á"'^:::ltr";>"
r'"""*' 't--
{,:aa..-qi;
\..

- Según la SecretarÍa de la Corte Suprema de Justic¡a, en el año 2006 "" 
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quin¡entos cuarenta y siete (547) confl¡ctos de jurisdicc¡ón y ninguno de estos fue declarado

con lugar. Un año después, qu¡nientos noventa y dos (592) de estas acciones fueron

interpuestas y sólo tres resultaron procedentes. En el año 2008, de los ochocientos cincuenta

y seis (856) recursos formulados, sólo uno tuvo resultado pos¡t¡vo.

- En el ámbito labor"al, se ha corroborado por informac¡ón br¡ndada por la Secretaría de la

Corte Suprema de Just¡cia, que los procesos en el Tribunal de Confl¡ctos de Jurisdicción

tardan un promedio de 2 a 3 meses plazo, y en lo que regresa al Juzgado de lo laboral y se

señala la aud¡enc¡a de juicio oral, se tendria que esperar por parte de los sujetos procesales,

un plazo más de dos a cuatro meses nuevamenle, y esto ha sido mot¡vo para determinarse

que se trata de una estrategia patronal, con el fin de retardar el proceso.

Es importe resaltar que de acuerdo a los distintos procesos de conflictos de jurisd¡cción

formulados y que se desarrollan en el presente trabajo de investigac¡ón, se establece

claramente que una de las ramas del derecho en donde más se da este tipo de práct¡cas

d¡latorias, es en materia laboral, pues se aprecia que el patrono en su aspiración de

entorpecer y retardar ¡os procesos laborales y con su afán de desesperar al trabajador, usa

como mecan¡smos la formulación de conflictos, donde con certeza se sabe que no existen

dichos conflictos, pero como la ley positiva y vigente en mater¡a de conllictos permite la

suspens¡ón del proceso princ¡pal suspendiéndose la jurisd¡cción del juzgado hasta que el

confl¡cto presentado sea resue¡to por el Tr¡bunal de Confl¡ctos de Jur¡sdicc¡ón, a lo cual se ha

dado por recurrir a esta práct¡ca con el único propósito dé detener o retardar de los procesos,

con lo cual se evidenc¡a que en la mater¡a referida siempre ha operado en detr¡mento del

trabajador ya que los patronos y sus abogados mal ut¡lizan esta normat¡va.
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CAPITULo III

'1. Los confl¡ctos de los Tr¡bunales de Conflictos de Jurisdicc¡ón

Un conflicto de jurisdicción es aquel que se da, cuando dos o más jueces o tribunales

diferentes, ent¡enden que t¡enen jurisdicc¡ón para dir¡m¡r un m¡smo asunto. Como un mismo

asunto sólo puede ser juzgado una vez, es necesario resolver el conflicto antes de poder

resolver el litigio. Para el autor Vfctor, Farién Guillén, señala que: 'Los conflictos de

jur¡sdicc¡ón son Ios problemas que surgen por el conocim¡ento de un asunto que pueden llegar

a presentarse no sólo entre tribunales de una misma jurisdicción, s¡no también entre órganos

judsd¡cc¡onales de d¡stintas jurisdicc¡ones y entre los órganos de la administrac¡ón y los

tribunales. Esta última clase ejempl¡f¡ca el verdadero carácter de los confl¡ctos de jurisdicción o

de atribuciones, esta última sería su denominación más adecuada'18.

3.1, General¡dades

Se ha tenido conoc¡miento que las autoridades de la Corte Suprema de Just¡cia, se han

pronunc¡ado respecto a esta problemática, lo cual quiere decir que la m¡sma no pasa

desaperc¡b¡da y es una real¡dad que día a día provocan retrasos tal y como se ha venido

anal¡zando. Estas autoridades plantearon ante la Corte de Const¡tucionalidad una acción en

contra del funcionam¡ento del Tribunal de Conflictos de Jurisd¡cción. Con la medida se

pretende que tal ¡nstanc¡a sea desarticulada con el fin de ag¡l¡zar los procesos. El conflicto de

jurisdicc¡ón es uno de los métodos que se han ut¡l¡zado para detener, dilatar y entrampar

procesos, se ha dicho y que ha s¡do mot¡vo para que se provoque reformas al Decreto número

'u ra¡¿n cu¡lt¿n, vlotor.looda genoñldel p.oce3o; pág. 103



64-76 del Congreso de la República de Guatemala. Lo anterior ha

autor¡dades de la Corte Suprema de Just¡c¡a plantearan una acción de

ante el órgano jurisdicc¡onal competente, por lo que a cont¡nuac¡ón se

resum¡da casos concretos de la misma.

¡nconst¡tuc¡onal¡dad

Presentan en forma

3.2. Demandas más frecuentes por la indeb¡da aplicación de los confl¡ctos que han

s¡do resueltos por un tr¡bunal superior

A continuación se establecen cinco casos, en los cuales fueron analizados derivados del

planteamiento de conflictos de jur¡sdicción en donde se podrá observar los atrasos en que se

incuren, especialmente en el orden laboral, por cuanto, al resolverse por el Tribunal de

Conflictos de Jur¡sdicción esto no queda allí, sino que es objeto de planteam¡entos de amparo

que necesar¡amente tiene que conocer la Corte de Constituc¡onal¡dad en su cal¡dad de tribunal

permanente de jur¡sd¡cción pr¡vativa, cuya función esenc¡al es la defensa del orden

const¡tuciona¡, independ¡ente de los demás organismos del estado y con funciones especfficas

asignadas en la ley matr¡z y en la prop¡a (Artículos 268 y 272). Es importante destacar que

dentro de las func¡ones que corresponden a éste Tr¡bunal, según el autor Luis Fel¡pe Saenz

Juárez es la de: "Conocer en única ¡nstanc¡a de las impugnaciones jnterpuestas contra leyes o

dispos¡ciones de carácter general, objetadas parc¡al o totalmente de ¡nconstituc¡onalidad" y la

de "conocer en apelac¡ón de todas las impugnaciones en contm de las leyes objetadas de

inconstitucionalidad en cÉrsos concretos, en cualquier juic¡o, en casac¡ón, o en los casos

contemplados por la ley de la mateía'.1e se tomo en consideración que el confl¡cto de

jurisdicc¡ón se plantea en cuatquier ámb¡to del derecho sin embargo, es más frecuente en el

derecho laboral, y las repercusiones son mucho más dañinas en éste ámbito, tomando en

1E Saenz Juárez, Lu¡s Fetipe. lnconsütuc¡onal¡d do l6ye3 en c¡sos concEtos sll Guatemala, pé9, 44
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cons¡deración a los trabajadores en general, al estar vulnerándose sus derechos g

en la prop¡a Constitución Polít¡ca de la Repúbl¡ca de Guatemala y la leg¡slación ordinaria

laboralv¡gente. lmportante es hacer referenc¡a a casos concretos en mater¡a de conflictos de

jurisdicción, teniendo en cuenta los atropellos que generan las accjones dilatodas que se

promueven con la única flnalidad de hacer más diffc¡l y retardado los procesos que se ventilan

en los d¡stintos juzgados y tibunales jurisdiccionales, para lo cual se proponen los casos

s¡gu¡entes:

- Exped¡ente 2138-2003, sentenc¡a de la Corte de Const¡tucionalidad de fecha trece de julio de

dos m¡l cuatro, que conoc¡ó este alto organismo en apelac¡ón, en su cal¡dad de tribunal

pemanente de juúsdicción privativa.

Dentro de los aspectos más ¡mportantes de resaltar en el presente caso, se encuentran los

siguientes:

a) En apelac¡ón y con sus antecedentes, se examinó la sentencia del diec¡séis de octubre de

dos m¡l tres, dictada por la Corte Suprema de Justicia, Cámara de Amparo y Anteju¡c¡o, en

el amparo promovido por el Banco de Desarollo Rural, Sociedad Anónima contra el

Tribunal de Confl¡ctos de Jur¡sd¡cción. La postulante actuó con el patrocin¡o del abogado

Mar¡o Leonel Caniz Contreras.

b) Acto reclamado: Resolución de diec¡nueve de octubre de dos mil uno. d¡ctada por el

Tribunal de Confl¡ctos de Jur¡sd¡cción, que declaó sin ¡ugar el confl¡cto de.iur¡sdicc'ón

planteado por Banco de Desanollo Rural, Sociedad Anónima dentro del juicio ordinario

laboral que en su contra promov¡ó la Asoc¡ación del Plan de Pensiones para los
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c) V¡olac¡ones que denuncia: Derecho de defensa y al prjnc¡p¡o deldeb¡do proceso.

d) Hechos que motivan el amparo: Lo expuesto por Mario Leonel Can¡z Contreras, en su cal¡dad

de mandatario especial yjud¡c¡al con representación de la ent¡dad amparista se resume: a)

La Asociac¡ón del Plan de Pensiones para los Trabajadores del Banco Nacional de Desarollo

Agrícola, promovió en su contra demanda ordinaria laboral en el Juzgado cuarto de Traba.io

y Prev¡s¡ón Soc¡al de la Primera Zona Económica; b) en el trám¡te de d¡cho proceso

interpuso confliclo de jur¡sdicción, que conodó la autor¡dad impugnada y ésta al resolver lo

declaó sin lugar, en resoluc¡ón de diec¡nueve de octubre de dos mil uno -acto reclamado-

Esüma que la resoluc¡ón impugnada viola sus derechos enunc¡ados, porque el Tr¡bunal que

conoc¡ó y suscrib¡ó la misma no estaba ¡ntegrado de la foma que lo establece la ley,

aseveración que se dilucida porque d¡cha resolución la s¡gnaron la pres¡denta, vocal primero

y vocal segundo en funciones, por lo que a su juicio no hay certeza que ¡a resolución dictada

sea legal; además, ignora si los magistrados que fimaron la resolución objetada son

mag¡strados prop¡etarios o suplentes, y si hubiera sido el caso que fueran magistrados

suplentes, estima que el tribunal al integrarse deb¡ó dar a conocer a las partes la forma en

que se ¡ntegraría, para pemit¡r ejerc¡tar el recurso de recusación que le asiste. Solic¡tó que

se Ie otorgue amparo.

e) Uso de recursos: Ninguno.

Antecedentes remitidos; a) expediente número fescientos cincuenia y nueve - noventa y

nueve del Juzgado Cuarto de Trabajo y Previsión Social de la Primera Zona Económica; b)



g) Sentencia de pr¡mer grado: el Tribunal consideró: "...Del análisis de los antecedentes y lo

alegado por las partes, esta Cámara estima que no se ha v¡olado al postulante sus

derechos de defensa y al debido proceso como lo enuncia, porque la autoridad impugnada

al integrarse de la forma en que ¡o h¡zo para conocer del asunto puesto en su conocim¡ento

lo hizo en congruenc¡a y de conformidad con las facultades que le conf¡ere el Decreto 64-

76 del Congreso de la República de Guatemala, Ley del Tr¡bunal de Conflictos de

Jurisdicción, d¡ctando la resoluc¡ón que en derecho coresponde, no pudiéndose aceptar la

tesis esgrimida por el accionante en el sent¡do de que dicho Tribunal no cuenta con la

característica de ser un Tribunal preestablec¡do, dado que por el simple hecho de que en la

resolución reclamada los magistrados que conocieron hayan f¡rmado como magistrados en

func¡ones, no s¡gn¡fica que éstos no ostenten la m¡sma calidad que los magistrados

prcp¡etados o suplentes a que hace referencia la Ley antes referida, de ahí que a criterio

de esta Cámara no ex¡sta agravio que reparar por medio de la presente acc¡ón

constituc¡onal. Por otro lado es de advert¡r que en el presente caso, el postulante ha tenido

el debido acceso a la tutela jud¡c¡al, ya que al someterse a conoc¡m¡ento el conflicto de

jur¡sdicción, h¡zo uso de los med¡os de depuración o correcc¡ón que la Ley establece, como

consecuencia tampoco existe la indefensión aducida por el petic¡onar¡o. Según lo anter¡or,

al no conf¡gurarse el agravio aducido por el petic¡onario, el amparo interpuesto resulta

notoriamente ¡mprocedente, debiéndose así declarar en la parte resolutiva de este fallo,

haciendo las demás declaraciones que en derecho corresponden, como lo es la condena

en cosias alampar¡sta y la imposición de multa al abogado patrocinante..." Y resolv¡ó: "...1)

Deniega el amparo solic¡tado por Banco de Desarrollo RuÍal, Soc¡edad Anónima; ll)

condena en costas al postulante; lll) ¡mpone multa de m¡l quetzales al abogado
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patroc¡nante, Mar¡o Leonel Caniz Contreras, la cual deberá pagar en la Tesorerla deX#: I 
j

Corte de Const¡tuc¡onalidad, dentro delos tres dias sigu¡entes a parl¡rde estar firme el

presente fallo, que en caso de incumplimiento su cobro se hará por la vla ejecut¡va

corespondiente...".

h) La apelac¡ón: La entidad amparista reiteró ¡o expresado en su escrito de interposición y

agregó que debe revocarse la sentenc¡a impugnada y d¡ctarse la que en derecho

corresponde. El Ministerio Público expresó: La autoddad recunida actuó conforme al

tercer supuesto contenido en el Artículo 1 de la Ley de¡ Tribunal de Confl¡ctos de

Jurisdicción, que establece que dicho Tr¡bunal se ¡ntegrará y reunirá entre otros casos,

para resolver cont¡endas surgidas entre la administración pública y tribunales de

jurisd¡cc¡ón ordinaria o privat¡va, por lo que se concluye que no se violó n¡ngún derecho a

la amparista. Solicitó se confirme la sentencia apelada.

Aspectos considerat¡vos del alto Tribunal: l- El agravio, por constitu¡r una les¡ón en Ios

derechos o intereses de las personas, es uno de los elementos esenc¡ales para la

procedencja del amparo, de tal manera que s¡n su concurrencia no es pos¡ble el

otorgamiento de la protecc¡ón que esta garantía constituc¡onal conlleva. -ll- Denunciando

violación de derechos constituc¡onales, el Banco de Desanollo Rural, Sociedad Anónima

reclama contra la resoluc¡ón de d¡ec¡nueve de octubre de dos mil uno, que declaró s¡n

lugar el conflicto de jurisdicc¡ón que promovió dentro del proceso ord¡nario laboral

interpueslo en su contra por la Asoc¡ación del PIan de Pensiones para los Trabajadores del

Banco Nacional de Desanollo Agrfcola. Afirma que e¡ Tribunal que conodó y suscr¡bió Ia

resolución impugnada no estaba integrado de la forma que lo establece la ley, aspecto que

se diluc¡da porque d¡cha resolución Ia signaron la presidenta, vocal primero y vocal segundo
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en funcjones, por lo que estima que no hay certeza que la resolución aludida sea legal, pues

ignora si los mag¡strados que tirmaron la resolución objehda son magistrados prop¡etarios o

suplentes, ya que dicha ¡ntegrac¡ón no se d¡o a c¡nocer a las partes para que éstas pudieran

ejerc¡tar el recurso de recusación que le as¡ste.

j) Del anál¡s¡s de las constancias procesales se advierte: a) por medio del Acuerdo número

sesenta y ocho - noventa y nueve (68-99) de la Corte Suprema de Just¡c¡a, de fecha trece

de octubre de m¡l novecientos noventa y nueve, el Tr¡bunal de Conff¡ctos de Jur¡sdicc¡ón

quedó debidamente integÍado por los mag¡strados: Thelma Esperanza Aldana Hernández,

Presidenta, Ma¡-fa Zulma Ed¡lh Estrada Rodríguez de López, vocal I e lrma Yolanda

Bonayo, Vocal ll; b) posteriormente, por el traslado de la licenciada Thelma Esperanza

Aldana Hernández al ca¡go de Vocál I de la Sala Déc¡mo Tercera de la Corte de

Apelaciones, la Corte Suprema de Justic¡a por medio del acta número treinta y uno - dos

mil uno (31-2001) de fecha ve¡nt¡dós de agosto de dos m¡l uno, en su punto décimo

tercero, resolvió integ"ar el Tr¡bunal de Conflictos de Jurisdicc¡ón de la forma siguiente;

licenciada Marfa Zulma Edith Estrada Rodríguez de López, Presidenta, licenciada lrma

Yolanda Borrayo, Vocal l, l¡cenciado Conrado Arnulfo Reyes Sagastume, Vocal ll. El

Tr¡buna¡ de Pr¡mer Grado denegó la protección constitucional instada aduc¡endo que:

"...1a autoridad ¡mpugnada al integrace de la forma en que lo hizo para conocer del asunto

puesto en su conocimiento lo h¡zo (s¡c) en congruencia y de conform¡dad con las

facultades que le confiere el Decreto 64-76 del Congreso de la Repúbl¡ca de Guatemala.

Ley del Tr¡bunal de Confl¡ctos de Jur¡sdicc¡ón, d¡ctando la resolución que en derecho

corresponde, no pudiéndose aceptar la tesis esgrim¡da por el accionante en el sentido de

que dicho Tribunal no cuenta con la característica de ser un Tribunal preestablecido, dado

que por el s¡mple hecho de que en la resoluc¡ón reclamada los mag¡strados que
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conoc¡eron hayan firmado como mag¡strados en funciones, no s¡gnifica que

ostenten la misma cal¡dad que los magistrados propietarios o suplentes a

referencia la ley antes referida...'.
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k) El anterior criterio es compartido por este Tribunal, ya que consta que med¡ante el acta 31-

2001 de la Corte Suprema de Just¡c¡a, de fecha ve¡nt¡dós de agosto de dos m¡l uno, el

Tribunal de Conff¡ctos de Jurisdicc¡ón quedó integrado legalmente para conocer de los

asuntos que se someian a su conoc¡miento. En ese sentido, la autor¡dad recurida al

resolver como lo h¡zo, no causó a la acc¡onante el agrav¡o que se pretende sea reparado

por esta vía. Por las razones antes expuestas, el amparo es improcedente y, hab¡endo

resuelto en este sent¡do el Tribunal de Pr¡mer Grado, es pertinente conf¡rmar el fallo

apelado.

- Exped¡ente 2536-2006, de fecha seis de noviembre del dos m¡l se¡s.

Dentro de los aspectos más importantes de aesaltar en este caso, se encuentran los

siguientes:

a) Se refier"e a apelac¡ón de una sentenc¡a de amparo dictada por la Sala Tercera de la Corte

de Apelac¡ones del Ramo Civil y Mercant¡|.

b) Antecedentes. A) lnteeosición y autoridad: presentado el cuatro de abr¡l de dos m¡l se¡s, en

la Sala Tercera de la Corte de Apelac¡ones del Ramo Civ¡l y MercanüI.

c) Acto reclamado: Resoluc¡ón de ve¡nt¡cuatro de febrero del dos mil seis, d¡ctada por ia
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en sN'!"autoridad impugnada dentro del proceso de ejecuc¡ón en

contra que no adm¡üó el conflicto de jurisdicción planteado.

¡a vfa de aprem¡o instado

d) Molaciones que denuncia: Derechos de dei-.nsa, pet¡ción y princip¡os jurÍd¡cos de igualdad

y del debido proceso.

e) Hechos que motivan el amparo: lo expuesto por la amparista se resume: D.1) Producción del

acto reclamado: a) suscribió contrato de compraventa de bienes ¡nmuebles y muebles con

garantfa hipotecar¡a, con la entidad Bosque de Altam¡ra, Sociedad Anónima, el cual se

autorizó en esta c¡udad por la notar¡a Mar¡tza Yanira A¡cero Quiñónez, el ocho de julio de

dos mil c¡nco; b) dicho instrumento público que s¡rve como tftulo ejecutivo cont¡ene una

cláusula aceptada por las partes en el que someten las diferenc¡as al Cento de Conc¡liación

y Arb¡traje de la tundación CENAC, habiéndose somet¡do expresamente a esa jur¡sdicción y

al reglamento de d¡cho centro, cláusula que estabiece que salvo el derecho del acreedor para

promover la venta judicial de los bienes gravados cuando la obligación sea exigible y no se

cumpla, cualquier diferencia interpretativa o las d¡screpancias entre las partes con motivo del

contrato, se utilizaría la vía de la conciliac¡ón en primera instancia med¡ante amigable

composic¡ón entre los func¡onar¡os de mayor jerarquía de cada una de ellas. En caso que los

desacuerdos no pud¡eran solucionarse, serían d¡r¡midos de manera definit¡va por un Tribunal

Arb¡tral, de acuerdo con el reglamento de concil¡ación y arb¡traje de la fundación CENAC; c)

tomando como base dicha cláusula contractual, promovió conflicto de jurisdicción, puesto que

el objeto del proceso no se trata de una venta judicial, sino un litigio originado de la e.iecución

del contrato y conforme el Artlculo 9 ¡nc¡so b), de lá Ley del Tibunal de Conflictos de

Jurisd¡cción, ante el planteam¡ento del conff¡cto procedía la suspensión de todo lo actuado

hastia que el asunto se resolviera por el tribunal respectivo.
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fl [Jso de recursos: Nulidad

g) Sentencia de primer grado: El Tribunal consideró: '...En el caso de estudio, la señora Jul¡a

Arrechea Alvarado de Quevedo, en su cal¡dad de adm¡nistrador ún¡co y representante legal

de la ent¡dad Oro y Agro, Sociedad Anónima, promovió acción de amparo señalando como

acto reclamado la resoluc¡ón de fecha veinticuatro de febrero del año dos mil seis, dictada por

la Juez Tercero de Pr¡mera lnstanc¡a del Ramo C¡v¡l de este departamento, por medio de la

cual se deniega el trámite del conflicto de jurisd¡cción planteado por la postulante, este

Tribunal considera que la presente acción de amparo es prematura, al estar pendiente de

not¡ficar, y como consecuenc¡a, de impugnación el auto que resolv¡ó el recurso de nulidad

que la postuiante interpuso en contra del mismo acto reclamado, por Io que se ¡ncumplió de

esta manera con el princ¡pio de definitividad, presupuesto necesario para interponer un

amparo, de donde el m¡smo debe denegarse, debiéndose revocar el amparo provis¡onal

otorgado por esta Sala en auto de fecha cuatro de abril del presente año...". Y resolvió: "...1)

DENIEGA EL AMPARO solicitado por Jul¡a Arechea Alvarado de Quevedo, quien ac{úa en

su cal¡dad de administrador ún¡co y representante legal de la entidad Oro y Agro, Sociedad

Anón¡ma, y por cons¡gu¡ente revoca el amparo povisional otoÍgado por esta Sala, en

resolución de fecha cuatro de abril del año en curso y confimado con fecha s¡ete de abril del

mismo año, ll) condena al pago de costas a la postulante; llf) lmpone al profes¡onal

patrocinante abogado Edgar Osberto Cabrera Juá¡ez, la mu¡ta de un mil quetzales, que

deberá pagar en la tesorería de la Corte de Constitucional¡dad, dentro del quintc dÍa de la

fecha en que el presente fallo quede firme; y, en caso de ¡ncumplim¡ento en el pago de la

multa su cobro se hará por la via ¡egal conespondiente.:. ". Apelación. El amparista manifestó

inteDuso confl¡cto de iur¡sd¡cción en el caso concrelo, con la única finalidad de retardar la

ejecución en la vla de apremio. Sol¡citó que se conf¡rme la sentencia de primer grado
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declarando sin Iugar el amparo.

h) Considerac¡ones: l-El amparo resulta prematuro cuando, prev¡o a su planteamiento no se

encuentran firmes las resoluc¡ones que han dec¡dido los recuEos idóneos, con las cuales

se agota la vía ordinar¡a y se podría rest¡tu¡r el agravio denunc¡ado. ll -En el caso sub jud¡ce,

Oro y Agro, Soc¡edad Anón¡ma, señaló como acto reclamado la resolución de veint¡cuatro de

febrero del dos m¡l seis, dictada por la autoridad impugnada dentro de la ejecuc¡ón en la vfa

de apremio ¡nstada en su contra que declaró sin lugar el confficto de jur¡sdicción planteado;

por cons¡derar que dicho rechazo viola sus derechos de defensa y de pet¡ción y los princip¡os

jurídicos de igualdad y del deb¡do proceso. El Trjbunal A quo consideró que el proceso

constitucional instado es prematuro po¡ encontrarse pend¡ente de noüficar el auto que

resolvió el recurso de nulidad que la postulante ¡nterpuso contra el acto reclamado -

resolución de ve¡nticuatro de febrero de dos mil se¡s, criterio que esta Corte comparte, ya que

contra el acto reclamado se interpuso nul¡dad, en consecuenc¡a, no es pos¡ble acceder a la

presente petición porque no corresponde a la jurisd¡cción constituclonal resolver aquellos

asuntos que tienen establec¡do procedimiento que deba ser resuelto conforme a la ley y, en

este caso, es evidente que no se ha agotado la vía por la que puede resolverse el rec¡amo de

conformidad con Ia ley; por lo que siendo el amparo prematuro, resulta procedente conf¡rmar

sentencia venida en grado.

- Expediente 2117-2006 sentenc¡a de amparo por apelación, con fecha 7 de marzo del 2007.

a) Fue dictada por la Corte Suprema de Justicia, Cámara de Amparo y Antejuicio, en la

acc¡ón de amparo promovida por Carlos René Fuentes-P¡eruccini González, qu¡en actuó

en su calidad de mandatario espec¡al judicial con representac¡ón de la entidad ñanzas
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universales, soc¡edad anónima contra el Tribunal de Segunda lnstanc¡a de Cuentas

Confl¡ctos de Jur¡sdicción. El postulante actuó bajo su propio aux¡lio y direcc¡ón.

b) Dentro de los antecedentes, se señalan los sigu¡entes: A) lnterposición y autoridad:

presenlado el catorce de septiembre de dos mil c¡nco en la Corte Suprema de Justicia,

Cámara de Amparo y Antejuicio.

c) Acto reclamado: a) el auto de veint¡nueve de junio de dos mil cinco, por med¡o del cual la

auto dad impugnada resolvió que no existía confl¡cto de jur¡sdicc¡ón en el caso planteado

por el postulante; y b) la resolución de d¡ecisé¡s de agosto de dos m¡l c¡nco que declaró no

ha lugar a tener por interpuesto recurso de reposic¡ón.

d) Violaciones que denunc¡a: Los derechos de defensa, debido proceso y a la tutela judicial

efectiva.

e) Hechos que motivan el amparo: Lo expuesto por el postulante se r€sume: a) ante el

Juzgado PrimeÍo de Primera lnstancia Civi¡ del departamento de Guatemala, el lnstituto

Guatemalteco de Seguridad Soc¡al promov¡ó ju¡cio sumario de solic¡tud de pago de fianza

contra la ent¡dad amparista, el cual fue adm¡tido a trám¡te; b) por ello, su representada

planteó conflicto de jurisdicción ante dicho juzgado, en virtud de que la resolución de

adm¡sión a trám¡te, estrba perm¡tiendo la tramitación de un proceso que corespondía

d¡r¡mirse en lo administrativo y eventualmente en lo contencioso administrativo y no en lo

civ¡l; pues se pretende diluc¡dar el incumplimierito de un contrato admin¡stratjvo

garantizado con una fianza, otorgada por su representada, por lo que la falta de

sat¡sfacc¡ón de las referidas obl¡gac¡ones que imponía el contrato adm¡nistrativo y la
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determ¡nación del monto a ¡ndemn¡zar requiere un proced¡m¡ento admin¡strat¡vo, el cual no-- -

se ha llevado a cabo; c) los autos fueron rem¡t¡dos anle la autoridad ¡mpugnada, qu¡en, por

med¡o de la resoluc¡ón de ve¡ntinueve de junio dedosm¡l cinco prjmer acto reclamado,

declaró que no existía conflicto de jur¡sdicción; por lo que planteó recurso de reposic¡ón, el

cual no fue admitido para su trám¡te, mediante resoluc¡ón de d¡eciséis de agosto de dos m¡l

c¡nco segundo acto reclamado. Estima que no podía desecharse la ex¡stencia de confljcto

de jur¡sdicc¡ón, bajo el argumento de que en la póliza de f¡anza, la añanzadora se

comprometía a pagar con simple requerimiento del demandante, s¡n neces¡dad de

formac¡ón de juicio alguno, artículo jud¡cial o exped¡ente adm¡n¡strativo; por lo que

cons¡dera que se están v¡o¡ando los derechos de defensa, debido proceso y a la tutela

judicial efectiva de su .epresentada. Sol¡cité que se le otorgue amparo.

0 Uso de recursos: Recurso de repos¡ción contra el primer aclo reclamado.

g) Sentencia de pr¡mer grado: El Tribunal consideró; '...e1 amparo ataca dos resoluciones,

que se consideran como agraviantes. La primera, es la que resuelve el fondo del conflicto

de competenc¡a que se planteó, o sea la resolución del veintinueve de jun¡o de dos m¡l

c¡nco. En el anál¡s¡s de dicha resolución se observa que la laboÍ del tribunal impugnado se

constr¡ñó a ub¡car el caso concreto dentro del ámb¡to jurisd¡cc¡onal; y que, sentada esa

premisa, delimitó su ámbito de competenc¡a, y anal¡zó el caso concreto. Efect¡vamente, la

autoridad ¡mpugnada cons¡deró: '(...) el demandante hizo ver al demandado como lo orden

a la ley, el incumplimiento del contrato por parte del f¡ado y ¡e requirió el pago de la f¡anza

por escr¡lo y al no hacerse efectivo el mismo procedió, para el cobro de la misma en la vía

que señalan los Artículos 1024, 1028, 1030, 1031, 1039 del Código de Comercio de
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número cincuenta m¡l trescientos setenta y nueve emitida por Fianzas Un¡versales,

Sociedad Anónima, en i-.cha nueve de enero del año dos mil tres, la afianzadora se

compromete a pagar de ¡nmed¡ato al ¡nstituto con una sjmple petición escrita sin necesidad

de formac¡ón de ju¡cio alguno, artículo jud¡cial o expediente adm¡nistrativo de donde se

advierte que no ha surg¡do cont¡enda jurisd¡ccional entÍe la administrac¡ón públ¡ca y los

tr¡bunales de jurisdicc¡ón ordina a, elemento esencial para que surja un confl¡cto de

juisdicción, por lo que se determina que el presente caso, no se enmarca dentro de los

supuestos del Articulo 1" del decreto 64-76 del Congreso de la Repúb¡ica de Guatemala,

por lo que debe Íeso¡verse lo que en derecho corresponde. (...)'. El amparista invoca

dentro de sus alegac¡ones, la falta de apl¡cac¡ón del Artículo 102 de la Ley de

Contrataciones del Estado, Decreto 57-92 del Congreso de la Repúbl¡ca de Guatemala;

que establece que será competenc¡a del Tr¡bunal Contencioso Admin¡strat¡vo el tema de

las fianzas celebradas con mot¡vo de Ia apl¡cac¡ón de dicha ley, pero en el presente caso la

fianza establec¡da expresamente que la afianzadora se comprometfa a pagar el monto de

la ñanza al lnstituto Guaiemalteco de Seguridad Social mediante una 's¡mple petición

escrita', siendo por tanto aplicable el primer párafo del Artículo 103 de la Ley de

Contratac¡ones del Estado que establece que se consideran de fndole civ¡l y de la

competenc¡a de la jurisdicción ord¡naria, las cuestiones en que el derecho vulner"ado sea

de carácter c¡v¡l y también aquellas que emanen de actos en que el Estado haya actuado

como sujeto de derecho pr¡vado, y e¡ ¡nc¡so 6 del Artlculo 327 del Código Procesal Civil y

Mercantil que estipula que procede elju¡cio ejecut¡vo cuando se promueve ut¡lizando, entre

otros tftulos, las pól¡zas de seguros, de ahoffos y de fianzas, que sean expedidos por

entidades legalmente autorizadas para operar en el pals; siendo ev¡dente, por tanto, la

competenc¡a de un Juzgado Civil de Primera lnstancia; por lo que queda establec¡do que el
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tribunal impugnado en n¡ngún momento ha vulnerado derecho esenc¡al de la amparist#i

Por lo anteriormente considerado. dev¡ene notoriamente conceder el ampaÍo, en relac¡ón a

este acto reclamado...' "...En cuanto al segundo acto reclamado, esto es, la resolución

emit¡da por la autor¡dad ¡mpugnada el diec¡sé¡s de agosto de dos mil cinco, en la que se

resolvió no haber lugar a tener por interpuesto un recurso de reposic¡ón, la ampar¡sta no

¡nd¡ca en qué cons¡ste el agravio que se considera infringido en la emis¡ón de dicha

resolución; s¡n embargo, al analizar el caso sometido a estud¡o, y dentro del anál¡s¡s

format, real y objet¡vo, se llega la conclusión que la segunda resolución impugnada

tampoco transgrede ninguna garantía de la amparista. El tribunal de Conflictos de

Jurisdicción, como lo señala la segunda resolución impugnada, tiene limitado su

conoc¡miento a dirimir ún¡camente las competencias o conflictos de iurisd¡cción que se

susciten entre el Tribunal de lo Contencioso-Administrativo y la administración pública,

entre el T¡ibunal de lo Contencioso Administrat¡vo y los Tribunales de la jurisdicc¡ón

ordinar¡a o privat¡va, o entre la admin¡strac¡ón pública y los tribunales de la jurisdicc¡ón

ord¡nar¡a o privat¡va; resolv¡endo tales conf¡ictos como puntos de derecho. La ley que

regula su actuac¡ón, si bien hace una remis¡ón de apl¡cación de las normas de Ia Ley del

Organ¡smo Jud¡cial y las del Cód¡go Procesal C¡v¡l y Mercant¡|, tal remisión está lim¡tada a

la em¡sión de resoluc¡ones, y s¡empre, que tal apl¡cac¡ón supletoria no se oponga a las

disposic¡ones de la Ley del Tr¡bunal de Confl¡ctos de Jur¡sdiceión ya citada. Al resolver de

la manera como lo real¡zó el Tr¡bunal impugnado, fundamentó su dec¡s¡ón en

consideración de las anteriores c¡rcunstancias, con lo cual lo realizó déntro de las

facultades y atribuciones que la ley les confiere; y, de lo anterior adv¡erte, que lo que

pretende la ampar¡sta, es que se vuelvan a examinar las ¡nc¡dencias dél proceso, lo cual

implicaría sustitu¡r a la autoridad impugnada en el ámbito de su competencia y sus

facultades, interv¡niendo en func¡ones y d¡screc¡onalidades que corresponden con
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exclusividad a los tribunales de la jusüc¡a ordinaria y no a un tribunal del

constituc¡onal, ya que tal actividad que está proh¡bida expresamente por los Artículos 203 y

211 de la Constituc¡ón Políticá de la República de Guatemala. Consecuencia de lo anter¡or,

con respecto del segundo acto reclamado, el presente amparo es notoriamente

¡mprocedente...' Y resolvió: '...0 DENÍEGA por notoriamente improcedente el amparo

sol¡c¡tado por Fianzas Universales, Sociedad Anónima. mntra el Tr¡bunal de Segunda

lnstanc¡a de Cuentas y de Confl¡ctos de Judsdicc¡ón. ll) Se condena en costas al

interponente. lll) Se le impone multa de mil quetzales al abogado patroc¡nante, abogado

Carlos René Fuentes Pierucc¡ni la que deberá hacer efect¡va en la tesorería de la Corte de

Constitucionaljdad dentro de los cinco días s¡guientes de estar firme el presente fallo y en

caso de ¡ncumpl¡miento se hará efectiva por la vla legal conespondiente...'

h) APELACIÓN: El accionante alegó que no está de acuerdo con la sentenc¡a ape¡ada, pues

el Artlculo 102 de la Ley de Contrataciones del Estado se renere especificamente a que se

tramitaran en lo adm¡nistratjvo y en lo contencioso adm¡nistrativo, las controvers¡as

dedvadas de la aplicación de esa ley, que part¡cularmente señala "Las Fianzas"; pues, no

sólo el contrato admin¡strativo se emit¡ó de conformidad con la Ley de Contrataciones del

Estado, sino que tamb¡én la fianza, ya que la misma está emitida de acuerdo alArtlculo 65

de dicha Leyi por lo que no puede ser un derecho c¡v¡l el vulnerado, toda vez, que se trata

de un contrato adm¡nistrativo, pues es una fianza de cumpl¡m¡ento exig¡da por la Ley de

Contrataciones del Estado. Además, el segundo acto rec¡amado fue emitido por un tr¡buna¡

colegiado, que estaba dictando un auto originario, y aún así, no admiüó a tramitar el

recurso de reposición. Solicita que se declare con lugár el presente recurso de apelac¡ón y

se declare con lugar el amparo sol¡citado.
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i) CONSIDERACIONES. -l- El amparo protege a las personas contra las amenazar lld.=j
violac¡ones a sus derechos o restaura el ¡mperio de los m¡smos cuando la violación

hubiese ocurúdo; procederá siempre que las leyes, resoluciones, disposiciones o actos de

autoridad lleven implíc¡ta una amenaza, restricción o v¡olac¡ón a los derechos que la

Const¡tución y las Leyes garantizan. En materia judicial opera como contralor de la

actuación de los órganos jur¡sdiccionales para que se enmarquen dentro del debido

proceso s¡n vulnerar derechos fundamentales. El Artfculo 12 de la Const¡tución Polft¡ca de

la República de Guatemala, reconoce el derecho al debido proceso que implica acudir ante

el órgano jurisd¡ccional competente para procurar la obtención de just¡c¡a y realizar ante el

m¡smo todos los actos encam¡nados a la defensa de sus derechos con las solemnidades

prescritas en las leyes. -ll- En el presente caso, el postulante Carlos René Fuentes-

Pieruccini González, en su cal¡dad de mandatario especial judicial con representac¡ón de la

entjdad Fianzas Universales, Soc¡edad Anón¡ma acude en amparo contra el Tribunal de

Segunda lnstanc¡a de Cuentas y de Conflictos de Jurisdicc¡ón y ataca: a) el auto de

veintinueve de junio de dos m¡l cinco que resolv¡ó que no ex¡stÍa conflicto de jurisdicc¡ón en

el caso planteado por el postulante, y b) la resoluc¡ón de d¡eciséis de agosto de dos mil

cinco que declaró no ha lugar a tener por interpuesto recurso de repos¡ción contra la

resolución identificada en la literal anterior. Estima que se violan los derechos de defensa,

debido proceso y a la tutela judicial efectiva de su representada, sobre la base de que

prev¡amente a acud¡r a Ia ¡nstancia jud¡c¡al a demandar el pago de la fianza que

garantizaba el cumpl¡m¡ento de un contrato celebrado entre lnst¡tuto Guatemalteco de

Seguridad Soc¡al y Alcances Méd¡cos, Soc¡edad Anónima, debió agotarse la vía

adm¡n¡strat¡va y el proceso contencioso adm¡nistraiivo.. Del estudio de los antecedentes se

establecé: a) lnstituto Guatemalteco de Segur¡dad Soc¡al y Alcances Médicos, Sociedad

Anón¡ma celebraron el contrato c¡ento sesenta y seis guión DL d¡agonal dos m¡l dos (166-



DU2OO2), de naturaleza administrat¡va, cuyo cumpl¡m¡ento se garantizó con fianza, Ia

fue constituida por la ent¡dad amparista, para lo cual otorgó la pól¡za cincuenta mil

trescientos setenta y nueve (50379) a favor del lnstituto; b) según los términos de la

demanda, ante el incumpl¡miento del contrato celebrado y ante la falta de respuesta

sat¡sfactor¡a por parte de la afianzadora, el lnstituto Guatemalteco de Segur¡dad Social

promov¡ó juicio sumar¡o de sol¡c¡tud de pago de f¡anza contra la entidad amparista, el cual

fue adm¡tido a trám¡te por el Juzgado Primero de Primera lnstancia Civil del departamento

de Guatemala; c) al enterarse la ent¡dad amparista, planteó confl¡cto de jur¡sd¡cción ante

dicho Juzgado, en v¡rtud de que estaba admit¡endo para su irámite un proceso que

correspondia dirimir en lo administrativo y eventualmenle en lo contenc¡oso administrativo

y no en lo c¡vil; pues se p.etende d¡lucidar el incumplim¡ento de un contrato adm¡nistrativo

garantizado con una f¡anza, otorgada por su representada, por lo que la falta de

satisfacc¡ón de las referidas obligac¡ones que imponla el contrato admin¡strat¡vo y la

determ¡nación del monto a ¡ndemnizar requiere un procedimiento administrat¡vo, el cual no

se ha llevado a cabo; d) los autos fueron remit¡dos al Tribunal de Segunda lnstancia de

Cuentas y de Conñictos de Jurisdicc¡ón autoridad ¡mpugnada, qulen, por medio de la

resolución de veint¡nueve de junio de dos mil c¡nco primer acto reclamado, declaró que no

existía conflicto de jur¡sdicc¡ón por considerar que no ha surgido cont¡enda jurisd¡cc¡onal

entre la admin¡stración pública y los tribunales de jurisd¡cc¡ón ordinar¡a, elemento esencial

para que surja un conflicto de jurisd¡cc¡ón, pues no se enmarca dentro de los supuestos del

Artículo 1' del Decreto 64-76 del Congreso de la República de Guatemala (Ley del Tribunal

de Confl¡ctos de Jur¡sd¡cción); por lo que planteó recurso de repos¡c¡ón, el cual no fue

admitido para su trámite, mediante resoluc¡ón de dieciséis de agosto de dos m¡l c¡nco

segundo acto reclamado. -lll- En cuanto al segundo de los actos reclamados el cual lo

constituye el rechazo eliminar de la reposición interpuesta contra el auto del Tribunal de
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Segunda lnstancia de Cuentas y de Confl¡ctos de Jurisdicc¡ón que resolvió

planteam¡ento alud¡do, al considerar que sus resoluciones no originan o generan una

instancia espec¡al este tr¡bunal también cons¡dera pertinente analizat la procedenc¡a de tal

remedio proc€sal. Según elArtlculo '10 del Decreto 64-76 delCongreso de la Repúbl¡ca de

Guatemala (Ley de¡ Tr¡bunal de Conflictos de Jurisdicción), el planteamiento por conflictos

de jurisd¡cción es dir¡mido por el tr¡bunal, como punto de derecho mediante apl¡cac¡ones de

las normas const¡tuc¡onales y legales que regulan la materia de que se trate y conforme a

los princ¡pios de hermenéutica que rigen las resoluciones de los tribunales ordinarios.

Agrega, que para em¡tir las resoluciones debe estarse a lo que para elefecto señala la Ley

del Organismo Judicial para los tribunales colegiados (dada la ¡ntegración de ese tr¡bunal).

Esto determina el carácter judicial de las resoluciones que emita el tribunal de confl¡ctos de

jurisdicción, sobre todo en aquellas que dec¡den materia que no es de s¡mple trám¡te o el

asunto princ¡pal, las cuales se constituyen en autos orig¡narios de un tr¡bunal coleg¡ado;

por lo tanto, procede la reposic¡ón, como remedio procesal regulado por los Artfculos 144 y

145 de la Ley del Organismo Judic¡al, contra ese tjpo de resoluciones; por lo tanto, la

autor¡dad impugnada al rechazar lim¡narmente la reposic¡ón, v¡oló el derecho de defensa y

al debido proceso de la entidad ampar¡sta. Por las razones aqui cons¡deradas, la autoridad

impugnada al dictar la resoluc¡ón hasta aqul anal¡zada, violó al postulante en la cal¡dad con

que actúa, derechos garantizados por la Constituc¡ón y las leyes, y por esa razón, debe

acogerse la pretensión ejerc¡tada, con el ún¡co propós¡to, que se conozca de la reposición

sol¡citada por el acc¡onante. Hab¡endo sido denegada la misma solicitada en primera

¡nstancia, procede revocar la sentencia venida en grado y dictarse la que corresponda. Por

otra parte, al determinarse la procedencia de la reposición intentada por la entidad

ampaista contra el primero de los actos reclamados, esta corte adv¡erte que es ese acto

reclamado que se analizó anteriormente, el que const¡tuye elacto definitivo propio para ser



conoc¡do en amparo, y s¡endo que, por las consecuenc¡as del otorgamiento del preseniá3r:'.

amparo, deberá conocerse nuevamente en reposic¡ón dicho acto reclamado, no se entra a

analizar', por no ser el acto det¡n¡i¡vo de lo reclamado en amparo. Por lo que este tribuna¡

no considera pertinente analizar la procedencia del confl¡cto de competenc¡as

jurisdiccionales por razón de la materia planteada por el postulante del amparo, cuya

resoluc¡ón negativa const¡tuye el primer acto reclamado del presente amparo, pues este

será analizado nuevamente, por los efectos del otorgam¡ento de la garantía const¡tucional

solicitada. -lV- De conform¡dad con el Artfculo 45 de la Ley de Amparo, Exh¡bición Personal

y de Constituc¡onalidad, la condena en costas será obl¡gator¡a cuando se declare

procedente el amparo, pud¡endo exonerarse al responsable cuando, a juicio de¡ tribunal,

haya actuado con buena fe; siendo ésta la s¡tuación en el caso sub judice, debe

exonerarse del pago de las mismas.

- Expediente 808-2008 de fecha 12 de junio 2008.

a) Antecedentes: Se examina ¡a sentenc¡a de dos de noviembre de dos mil s¡ete, dictada por

la Corte Suprema de Just¡c¡a, Cámara de Amparo y Antejuicio, en la acc¡ón constitucional

homónima promovida por Warts¡la Guatemala, Soc¡edad Anónima, por medio de su

Mandatar¡o Espec¡al Jud¡c¡al y Admjnjstrativo con Representación, Edgar Osberto Cabrera

Juárez, contra el Tribunal de Segunda lnstancia de Cuentas y de Conflictos de

Ju.isd¡cc¡ón. La postulante actuó con el patrocinio del abogado que la representa.

b) Acto reclamado: resoluc¡ón de diez de agosto de dos m¡l seis, d¡ctada por el Tr¡bunal de

Segunda lnstancia de Cuentas y de Conflictos de Jurisd¡cc¡ón, en la que declaró que no

existe conflicto de jurisdicción en el juicio laboral de pago de prestac¡ones laborales,
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promov¡do en su contra por Carlos Francisco Simán Gadala María, ante el

Sépt¡mo de Trabajo y Previsión Soc¡al de la Primera Zona Económ¡ca.

c) V¡olac¡ón que denuncia: Princ¡pio jurídico del debido proceso.

d) Hechos que mot¡van el amparo: de lo expuesto por la postulante se resume: a) Carlos

Francisco Simán Gadala María promovió juicio ord¡nar¡o laboral en su contra, ante el

Juzgado sépt¡mo de Trabajo y Prev¡sión soc¡al de la Pr¡mera zona Económica y, en el

planteam¡ento de su demanda, el actor ¡ndicó que la entidad Warts¡la North Amédca lnc.,

era quien le pagaba su salario; b) d¡cha peÍsona jurídica no t¡ene apoderado ni sede en Ia

Repúbl¡ca de Guatemala, razón por la que presentó conflicto de jurisdicc¡ón, ya que segÚn

los hechos expuestos por el demandante, qu¡en debe conocer la reclamac¡ón formulada es

un tribunal competente del dom¡cilio de la ent¡dad relac¡onada: c) el Tribunal de Segunda

lnstanc¡a de Cuentas y de Confl¡ctos de Jur¡sd¡cción, al resolver el conflicto planteado,

emit¡ó la resoluc¡ón de diez de agosto de dos mil seis, en la que est¡mó que son los

Tr¡bunales de la Repúblic€ de Guatemala quienes deben conoc€r de la reclamación

formulada por el demandante; d) plantea la presente acción constitucional con el f¡n de

que se le restaure en su derecho vulnerado, puesto que el patrono del demandante es una

ent¡dad que tiene su sede en el extranjero, por Io que la demanda ¡nstaurada no pertenece

a la jur¡sd¡cción de los fr¡bunales de Ia Repúbl¡ca de Guatemala.

e) Uso de recursos: Ninguno:

Sentenc¡a de primer grado: el Tr¡bunal cons¡deró: "...Esta Cámara del estudio de los

antecedentes del proceso, la acción de amparo y las normas apl¡cables al caso concreto



arr¡ba a la conclusión que la presente acc¡ón de amparo presentada por Wa

Guatemala, Sociedad Anónima, por medio de su Mandatario Especial Judicial y

Administrat¡vo con Representación Edgar Osberto Cabrera Juárez debe denegarse, toda

vez que el Tribunal de Segunda lnstancia de Cuentas y Confljctos de Jurisd¡cción, al em¡t¡r

el auto del d¡ez de agosto de dos mil se¡s lo hizo dentro del eierc¡cio de las facultades que

la ley le conflere, al llegar a la conclus¡ón de declarar que en el presente c¿so no éx¡ste

conflicto de jurisdicc¡ón, haciendo la argumentación que "(...) del anális¡s al proceso,

especialmente al memorial que cont¡ene el planteamiento del conficto de jurisd¡cción,

¡nterpuesto por el mandatario especial judicial y adm¡n¡stratjvo con representación de la

ent¡dad Wartsila Guatemala, Sociedad Anónima, éste Tr¡bunal advierte que el presente

asunto no se enmarca dentro de los supuestos de¡ Artículo 10. del Decreto número 64-76

del Congreso de la Repúbl¡ca de Guatemala, por lo que debe resolverse lo que en derecho

corresponde...'. '...Sobre la base anterior es oportuno señalar que en el proceso de

amparo, las pretensiones del sol¡citante deben encam¡narse a denunc¡ar violación concreta

y directa de preceptos const¡tucionales o legales, y no pretender que €ste tribunal, se

const¡tuya para va¡orar, calit¡car y emitir un juic¡o de valor de lo que ya fue d¡scutjdo por la

just¡cia ordinaria, aunado a ello, el hecho de que lo resuelto por la autoridad impugnada,

sea contrario a sus ¡ntereses no debe, n¡ puede traducirse en v¡olación a los derechos

const¡tuc¡onales denunc¡ados como violados. Lo anterior señalado denota la inexistencia de

una tes¡s fundada en la que la acción de amparo se pueda sustentar para otorgar la

protecc¡ón constituc¡onal, por cuanio que no se evidencia que con el actuar de la autoridad

recunida se vulnere el debido proceso alegado como v¡olado por el ampar¡sta, habiendo

actuado la sala reclamada dentro del lfmite de las atribuciones que las leyes le otorgan...".

Y resolv¡ó: '... l) Den¡ega por notoriamente improcedente el amparo planteado por Wartsila

Guatemala, Soc¡edad Anón¡ma, a través de su Mandatario Especial Judic¡al y
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Admin¡strativo con Representac¡ón Edgar osberto cabrera Juárez, y en consecuencia*¡-

se revoca el amparo provis¡onal decretado en resoluc¡ón de fecha nueve de noviembre de

dos mil se¡s; b) condena en costas a la solicitante; c) ¡mpone la multa de un mil quetzales al

abogado patroc¡nante Edgar Osberto Cabrera Juárez, qu¡en deberá hacerla efect¡va en la

Tesorería de la Corte de Const¡tucionalidad, dentro de los c¡nco días s¡guientes a partir de

estar firme este fallo, cuyo cobro en caso de incumplimiento, se hará por la vía legal

correspond¡ente; d) cons¡derac¡ones del Tribunal constituc¡onal: I -Elamparo protege a las

personas contra las amenazas de v¡olac¡ón a sus derechos o resiaura el imperio de los

m¡smos cuando la v¡olación hub¡ere ocurrido. Para lograr la tutela de este med¡o

extraord¡nario de defensa, es preciso que mediante una ley, resolución, d¡spos¡c¡ón o acto

de autoridad, se cause o se amenace causar algún agravio a los derechos del postulante y

el m¡smo no pueda repararse por otro medio legal de defensa. Así, el agravio se convjerte

en elemento esencial para la procedencia de¡ amparo y s¡n su concurrencia no es posible el

otorgam¡ento y protecc¡ón que este con¡leva. La postulante acude en amparo contra el

Tribunal de Segunda lnstancia de Cuentas y de Conflictos de Jurisdicción, porque d¡cha

autoridad al em¡tir la resolución de diez de agosto de dos m¡l seis, declaró que no ex¡ste

conflicto de jurisd¡cción en el ju¡cio laboral de pago de prestaciones promovido en su contra

por Carlos Franc¡sco S¡mán Gadala Marfa, ante el Juzgado Sépt¡mo de Trabajo y Prev¡s¡ón

Soc¡al de la Prlmera Zona Económ¡ca, vulnerando su derecho al deb¡do proceso, ya que al

tramitiarse eljuicio ante un tdbunal que no es competente para conocer de las pretensiones

formuladas por el actor, la deja en estado de indefensión. La Corte Suprema de Just¡cia,

Cámara de Amparo y Antejujcio denegó el amparo, argumentando que el confl¡cto de

jurisdicción planteado por la postulante no se enmarca dentro de los supuestos delArtículo

1o del Decreto número 64-76 del Congreso de la Repúbl¡ca de Guatemala y, no se

evidencia que con el actuar de la autor¡dad impugnada se haya Yulnerado el deb¡do

57



',,;N/ "\" 
q,í.4),

/:J' ? '\
i-'; t-t* in:'(* i:1/

proceso alegado por la amparista. Al realizar el estud¡o conespond¡ente del amparo y süútl':'r'

antecedentes, esta Corte adv¡erte que el Tr¡bunal de Segunda lnstanc¡a de Cuentas y de

Conflictos de Jur¡sd¡cción, al emit¡r el acto reclamado, cons¡deró que el Artículo 10 de la Ley

del Tr¡bunal de Confictos de Jurisd¡cción establece un número clausus, dentro del cual se

deben enmarcar los asuntos que pueden ser somet¡dos a conocimiento y resoluc¡ón de ese

Tribunal, y conforme el cual: 'El Tribunal de Conflictos de Jur¡sdicción se reunirá

exclusivamente: 1) Para resolver las contiendas entre el Tr¡bunal de lo Contencioso

Adm¡nistrativo y la admin¡stración pública; 2) Para resolver las contiendas que se susciten

entre el Tr¡bunal de lo Contencioso Administrat¡vo y los de judsdicc¡ón ordinaria o privativa;

3) Para resolver las contiendas que surjan entre la administración públ¡ca y los tribunales de

jurisdicción ordinaria y pr¡vat¡va'y que fuera de esos supuestos no t¡ene competenc¡a para

enlrar a conocer otros planteamientos, como el promovido por la ent¡dad postulante. Con la

argumentación relacionada, esta Corte considera que la autoridad impugnada, al haber

resuelto como lo h¡zo, actuó de conformidad con la ley, por lo que no causó n¡nguna

violac¡ón a los derechos enunciados por la entidad Wartsila Guatemala, Sociedad Anónima,

que pueda repararse por medio de la presente acc¡ón constituc¡onal, pues según

jurisprudencia de esta Corte, no procede el amparo en materia judicial, cuando del estud¡o

de ¡as actuaciones se evidencia que ¡a autoridad ha actuado en el ejerc¡c¡o de las

facultades establec¡das en la Ley rectora del acto que se reclama en esta vía. Por otra

parte, cabe señalar que de las actuaciones pr"ocesales que obran en los antecedentes, se

establece que el actor Carlos Francisco Simán Gadala María promov¡ó ju¡c¡o ordinar¡o

laboral de pago de prestac¡ones laborales ante el Juzgado Séptimo de Trabajo y Prev¡s¡ón

Soc¡al de la Primera Zona Económica, contra las entidades Wartsila Finland Oy, Wartsila

Nodh America lncorporated y Warts¡la Guatemala, Sociedad Anón¡ma, hab¡endo

poster¡omente desist¡do de la demanda contra las dos primeras entidades mencionadas,
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dejando con valor y efecto legal las reclamaciones y petic¡ones contenidas en

planteam¡ento de demanda contra Warts¡la Guatemala, Soc¡edad Anón¡ma, ent¡dad que

promov¡ó cuest¡ón de incompetencia por razón de terr¡torio, la cual fue declarada s¡n lugar

por el precitado juez con base en el des¡stimiento relacionado; es decir, la postulante ha

podido plantear la reparación de lo que esüma agraviante por las vías previstas en la

leg¡slación aplicable en materia laboral. Confome lo anter¡or, el amparo solicitado es

notoriamente ¡mprocedente, lo que conlleva a conf¡rmar la sentencia apelada pero por las

razones antes consideradas.

Es importante resaltar que en los casos antes referidos, es notor¡a la ¡ntención de retardar

mal¡ciosamente el proceso, como se denota espec¡f¡camente en el caso laboral que se

abordó, al $tablecer que los abogados l¡t¡gantes abusan del derecho de defensa que ¡es

asiste, presentando confl¡ctos de jurisdicción s¡n justif¡car plenamente la neces¡dad del

confl¡cto, tamb¡én es de señalar que dichas acciones únicamente favorecen a la parte

demandada, desnaturalizando completamente el conflicto de jur¡sd¡cción, y que mot¡va la

propuesta de reforma al Decreto número 64-76 del Congreso de la República de Guatemala,

Ley del Tribunal de Conflictos de Jurisdicc¡ón; y para no dejar sin derecho de deiensa a quien

considere necesario invocarlo y lo haga de buena fe, ún¡camente debe modificarse la regla de

suspensión del proceso principal a efecto de que no se utilice como trampa para suspender

intencionalmente el accionar de la justicia, tomando en cuenta que lo ún¡co que se busca al

activar al órgano jurisdicc¡onal es que la justicia sea pronta y cumplida, caso contrar¡o la

m¡sma dejaría de serjustic¡a.



3.3. Responsabilidad de

confl¡ctos de jurisdicc¡ón

los profesionalés €n la indebida aplicación de

Definitivamente debe existir algún tipo de responsabilidad en los profus¡onales que formular

acciones de conflictos de jurisdicc¡ón ante los órganos jurisdiccionales que de hecho sepan

que no va a prosperar, con fines totalmente distintos a los que debiera encuadrafse dentro de

un s¡stema de lealtad y ét¡ca profesional. Sin embargo, tamb¡én es de considerar que la

actuac¡ón de los profesionales del derecho se real¡za dentro de los parámetros que la misma

ley permite, es decir, es d¡fícil considerar y mucho menos acred¡tar que a una persona se le

pretenda imputar responsab¡l¡dad alguna cuando ha actuado en resguardo de los intereses de

sus clientes y plantean en este caso el confl¡cto de jurisdicc¡ón tomando como base lo

contenido en el Decreto número 64-76 del Congreso de Ia Repúbl¡ca de Guatemala. Lo que

realmente habría que cons¡derar es que efectivamente deben ex¡stir reglas claras y por lo

tanto normas claras, para que estas situaciones no se susciten tal y como sucede con el

problema de los planteamientos innecesarios muchas veces de que ex¡sta un conflicto de

jurisd¡cción, espec¡almente en el ámbito laboral. Como es de conoc¡miento general, esto

const¡tuye parte de la defensa de las personas, que s¡ b¡en apl¡ca fundamentalmente en el

orden penal, también se debe considerar que es una garantía constitucional que debe también

tomarse en cuenta en otros ámbitos del derecho, como sucede en el caso de los patronos,

dentro de un princip¡o de ¡gualdad que deben observar los jueces, ¡gualdad dentro del proceso

judicial que se ventila. En todo caso, el retardo en la celeridad de los procesos cuando llegan

al Tribunal de Confl¡ctos de Jurisd¡cción es prec¡samente de ellos, y cons¡derando que si se

sabe que podría ser un mecan¡smo legal para obstaculizar la celeridad de un proceso

entonces, con justa razón los honorables Magistrados lntegrantes del Tr¡bunal de Conflictos

de Jurisdicción, tendrfan mucho más armas para resolver con la prontitud que se deb¡era. Con

60



/trirl'-N^/ós' --:f,
f 9i s:- ,¡n Ei
fj -. 1-,'
\,,.,. ,,"

lo ante¡ior es ¡mportante señalar que si bien es cierto, en muchos casos es evidente que los---
abogados l¡tigantes emplean entre otros al¡fic¡os para relardar el proceso, y como pr¡mera

iustif¡cac¡ón para dilatar el mismo, y para que sea considerado su cr¡terio o punto de v¡sta con

relac¡ón al caso formulado, manif¡estan su ¡nconformidad sobre el criterio vert¡do, por ejemplo,

en cuanto a determinarse, en mater¡a laboral, que el contrato que se ha suscrito entre patÍono

y trabajador, efectivamente sea un contrato de trabajo y no otrc tipo de documento que vincule

d¡rectamente al empleador y trabajador, y que para ello, se tendrían que considerar aspectos

relevantes que debieran estar en las leyes laborales, pero no es asÍ, y es por eso que se ha

d¡cho que quien ante la claridad expresa de la letra muerta de la ley, refleja confus¡ón en la

¡nterpretación y aplicación de Ia misma atendiendo a los intereses que defiende, serán

especialmente los abogados y los iueces.

3.4. Regulación legal sobre responsabil¡dad de los profesionales del derecho

Cuando un profesional se encuentra actuando al amparo de la leg¡slación, como sucede en

este caso, de acuerdo a lo que r¡ge el Decreto número 64-76 del Congreso de la Repúbl¡ca de

Guatemala, es d¡fícil suponer o aportar pruebas sufic¡entes para determinar que actúa de mala

fe y que por eso deba ser sanc¡onado. Dentro del ordenam¡ento jurld¡co guatemalteco se

encuentra el Cód¡go de Ét¡ca de los Profesiona¡es Abogados y Notar¡os, tamb¡én funciona el

Tribunal de Honor del Coleg¡o de Abogados y Notar¡os de Guatemala, s¡n embargo, es de

considerar que debe probarse la mala fe y el objet¡vo de un retardo mal¡c¡oso en la tramitación

de los procesos, por cuanto, como se senab anter¡ormente, el retardo no solo puede ser

imputado al abogado l¡tigante, sino fundamentalmente a'la adm¡nistrac¡ón de justicia, en su

calidad de ente rector y único para impartir just¡cia, asl como quedó esiablecido en el Artículo

203 de la Constituc¡ón Política de la Repúbl¡ca de Guatemala al establecer: "La justicia se
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imparte de conformidad con la Constitución y las Leyes de la República de Guatemala.

Corresponde a los tr¡bunales de just¡cia Ia potestad de juzgar y promover la ejecuc¡ón de lo

iuzgado'.

3.5. Legislación comparada

Ex¡ste una gama de definic¡ones de derecho comparado, al respecto citaré las que considero

que contienen mayor claridad: Pa]a García Máynez, sobre el derecho comparado prec¡sa lo

siguiente y como su nombre lo indica esta disc¡plina consiste en: "el estudio comparat¡vo de

inst¡tuciones o sistemas juridicos de d¡versos lugares o épocas, con el fin de determinar las

notas comunes y las diferencias que entre etlos existen, y derivar de tal examen conclus¡ones

sobre Ia evolución de tales instituciones o s¡stemas y crjterios para su perfeccionamiento y

reforma'2o. Asimismo Guillermo Cabanellas de Torres, define el derecho comparado como: "La

rama de la c¡encia general del derecho que tiene como obieto el examen s¡stemat¡zado del

derecho positivo vigente en los diversos países, ya con el carácter general o en alguna de sus

inst¡tuciones, para establecer analogías y d¡ferencias"zl.

3.5.1. República de España

En este país europeo existe la Ley 2911998 de 13 de jul¡o, Reguladora de la Jurisd¡cción

Contencioso Administrativa, que al consideraÍ la ¡mportancia de la m¡sma y el hecho de que se

abordan temáticas que en comparac¡ón con lo establecido por el Decreto número 64-76 del

Congreso de la República de Guatemala y que no se han regulado, es por ello que se

consideró importante describirlas y en tal virtud se hace referencia a lo s¡guient'e:

¿d cárcla túavnez. Eduardo. lntroducclón al eÉtudio delder€cho pág 189
¡ cébánelaé de To¡res Guillemo Dlcciontrio lut¡dico eleménral pág 232
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estado- La Jurisdicc¡ón Contencioso Adm¡n¡strativa, es una pieza cap¡tal de nuestro

derecho. Desde que fue instaurada en nuestro suelo por las Leyes del 2 de abr¡l y 6 de julio de

1845, y a lo largo de muchas v¡c¡s¡tudes, ha dádo sobrada mueska de sus virtual¡dades. Sobre

todo desde que la Ley de 27 de dic¡embre de í956 la dotó de las características que hoy tiene

y de ias atribuc¡ones ¡mprescindibles para asum¡r la m¡s¡ón que Ie corresponde de controlar la

legal¡dad de la actividad administrativa, garant¡zando los derechos e intereses legit¡mos de los

c¡udadanos frente a las extralim¡tac¡ones de la adm¡nistrac¡ón.

- D¡cha Ley, en efecto, universalmente apreciada por los princ¡pios en los que se ¡nsp¡ra y por

¡a excelenc¡a de su técn¡ca, que comb¡na a la perfección rigor y sencillez, aceÍtó a generalizar

el controljud¡cial de la actuación adm¡nishat¡va, aunque con algunas excepciones notorias que

imponía el régimen polít¡co bajo el que fue aprobada. Ratificó con énfusis el carácter jud¡cial

del orden contenc¡oso-admin¡strativo, ya establec¡do por la legislación precedente,

preocupándose por la especialización de sus magistrados. Y dio luz a un procedimiento simple

y en teoría ágil, coherente con su propós¡to de lograr una just¡cia eficaz y ajena a

¡nterpretaciones y prácticas formal¡stas que pudieran enervar su buen f¡n. De esta manera, la

Ley de la Jurisdicción Contenc¡oso Administrativa de 1956 abrió una vía necesaria, aunque no

suf¡ciente, para colmar las numerosas lagunas y l¡mitaciones históricas de nuestro estado de

derecho, oportunidad que fue adecuadamente aprovechada por una jur¡sprudencia

innovadora, alentada por el espectacular desaffollo que ha exper¡mentado la doctrina

española del Derecho Admin¡strativo.
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- Sin embargo, las cuatro décadas transcurridas desde que aquella ley se aprobó tr"n tr"lÍolUj

cons¡go numerosos y trascendentales cambios, en el oÍdenamiento jurfd¡co, en las

instituc¡ones polít¡co-administrat¡vas y en Ia sociedad. Estos cambios ex¡gen, para alcanzat los

m¡smos f¡nes instituc¡onaies, soluciones necesariamente nuevas, pues, no obstante la

versat¡l¡dad de buena parte de su articulado, la Ley de 1956 no está ajustada a la evolución

del ordenamiento y a las demandas que la sociedad dirige a la admin¡stración de justicia.

- Ante todo, hay que tener en cuenta el impacto produc¡do por la Constitución de 1978. Si bien

algunos de los pr¡ncipios en que ésta se funda son los mismos que ¡nspiÍaron la reforma

jurisdicc¡onal de 1956 y que fue deduciendo la jur¡sprudenc¡a elaborada a su amparo, es

evidente que las consecuenc¡as que el tefo constitucional depara en punto al controljudicial

de la activ¡dad administrat¡va son muy superiores. Sólo a rafz de la Constitución de 1978 se

garantizan en nuestrc pafs plenamente los postulados del Estado de Derecho y, entre ellos, el

derecho de toda persona a la tutela jud¡cial efect¡va de sus derechos e intereses legít¡mos, el

somet¡miento de la adm¡nistración públ¡ca a la ley y al derecho y el controi de la potestad

reglamentaria y de la legal¡dad de la actuac¡ón administrat¡va por los tribunales. La

proclamación de estos derechos y principios en la constitución y su ef¡cac¡a jurldica directa

han produc¡do la derogación ¡mplíc¡ta de aquellos preceptos de Ia ley jur¡sd¡cc¡onal que

estableclan limitac¡ones en el acceso a los recursos o en su eficac¡a carentes de just¡ficación

en un sistema democrátjco. Pero el alcance de este efecto derogatorio en relación a algunos

extremos de la Ley de 1956 ha seguido s¡endo objeto de polémica, lo que hacía muy

conveniente una clarif¡cac¡ón legal. Además, la jur¡sprudenc¡a, tanto constitucional como

contencioso-adm¡nistrat¡va, ha extraído de los princ¡pios y preceptos constitucionales otras
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muchas reglas, que ¡mponen determ¡nadas interprelac¡ones de d¡cha ley, o ¡ncluso

poteskdes y actuac¡ones judiciales no contempladas expresamente en su texto.

- Por último, la influenc¡a de la constitución en el régimen de la Jurisd¡cc¡ón Contenc¡oso

Admin¡strativa no se reduce a lo que disponen los Articulos 9.1, 24, 103.1 y 106.1. De manera

más o menos mediata, la organizac¡ón, el ámbito y extens¡ón materjal y el funcionam¡ento de

este orden jurisdicc¡onal se ve afectado por otras muchas disposiciones constituc¡onales, tanto

las que regulan princ¡p¡os sustantivos y derechos fundamentales, como ¡as que d¡señan la

estructura de nuestra monarquía parlamentaria y la organización territorjal del Estado. Como

el resto del ordenamiento, también el rég¡men legal de la Jurisdicc¡ón Contenc¡oso

Administrat¡va debe adecuarse por entero a la letra y al esplritu de la Consütuc¡ón.

- Por otra parte, durante los últ¡mos lustros la soc¡edad y la adm¡nistración española han

experimentado enormes transformac¡ones. La primera es hoy incomparablemente más

desarollada, más l¡bre y plural, emanc¡pada y consciente de sus derechos que hace cuarenta

años. Mientras, la administración reducida, centralizada y jerarqu¡zada de antaño se ha

convertido en una organización extensa y compleja, dotada de funciones múltiples y

cons¡derables recursos, descentral¡zada territorial y funcionalmente. Al hilo de estas

transformaciones han variado en buena medida y se har divers¡f¡cado las formas jurldicas de

la organización admin¡strativa, los f¡nes, el contenido y las formas de la actividad de la

adm¡nistración, los derechos que las personas y los grupos sociales ostenlan frente a ella y,

en definitjva, el s¡stema de relaciones regido por el Derecho Administrat¡vo.
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- Todos estos camb¡os repercuten de una u

Admin¡strativa. Concebida en origen como jurisd¡cc¡ón espec¡alizada en la resolución de un

l¡mitado número de conflictos jurídicos, ha sufr¡do hasta la saturación el ext€ordinario

¡ncremento de la l¡tigios¡dad entre c¡udadanos y adm¡nistraciones y de éstas entre sí que se ha

producido en los últimos t¡empos. En este aspecto los problemas son comunes a los que los

s¡stemas de control judicial de la adm¡n¡stración están soportando en otros muchos pafses.

Pero además, el instrumental jurldico que en el nuestro se otorga a la jur¡sdicc¡ón paÍa el

cumplimiento de sus ñnes ha quedado relativamente desfasado. En particular, para someter a

control jurfd¡co las actividades materiales y la inactiv¡dad de la adm¡nistrac¡ón, pero también

para hacer ejecutar con pront¡tud las prcpias decisiones judiclales y para adoptar med¡das

cautelares que aseguren la eficac¡a del proceso. De ahíque, pese al aumento de los efectivos

de la jurisd¡cc¡ón, pese al esfuerzo creat¡vo de la jurisprudencia, pese al desanollo de la

just¡c¡a cautelar y a otros remed¡os parciales, la jur¡sdicción contencioso-administrat¡va esté

atravesando un perlodo crft¡co ante el que es preciso reacc¡onar med¡ante las oportunas

reformas.

- Algunas de ellas, ciertamente, ya han ven¡do afrontándose por el legislador en diferentes

textos, más ¡ejanos o recientes. De hecho, las nomas que han modificado o que

complementan en algún aspecto el rfu¡men de la jurisd¡cción son ya tan numerosas y

dispersas que justif¡carían de por sí una refund¡ción.

- La reforma que ahora se aborda, que toma como base los trabajos parlamentar¡os real¡zados

durante la anter¡or leg¡slatura en los que se alcanzó un estimable grado de consenso en
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muchos aspectos, va bastante más allá. De un lado tiene en cuenta esas modificacionesl,l-"

parciales o ¡ndirecias, pero no sólo para ¡ncorporarlas a un texto ún¡co, sino también para

correg¡r aquellos de sus elementos que la práct¡ca judicial o la crít¡ca doctrinal han revelado

inapropiados o suscept'bles de mejora. De otro lado, pretende completar la adecuación del

rég¡men juríd¡co del recurso contenc¡oso adm¡nistrauvo a los valores y pr¡ncipios

const¡tucionales, tomando en consideración ¡as aportaciones de la jurisprudenc¡a del Tribunal

Const¡lucional y del Tribunal Supremo, la nueva organizac¡ón del Estado y la evoluc¡ón de la

doctrina jurídica. Por último, pers¡gue dotar a la Jurisdicción Contencioso Adm¡nistrativa de los

insüumentos necesar¡os para el ejercicio de su función, a la vista de las circunstancias en que

hoy en día se enmarca.

- Desde este últ¡mo punto de vista, Ia refoma compagina las medidas que garantizan ¡a

plen¡tud material de la tutela judic¡al en el orden Contenc¡oso Administrativo y el cr¡terio

favorable al ejercicio de las acciones y recursos y a la defensa de las partes, sin conces¡ón

alguna a tentac¡ones formalistas, con las que tienen por finalidad agilizar la resoluc¡ón de los

litig¡os. La preocupación por conseguir un equ¡l¡brio entre las garantías, tanto de los derechos

€ inlereses públ¡cos y privados en juego como del acierto y calidad de las decisiones

jud¡c¡ales, con la celer¡dad de los procesos y la efectividad de lo juzgado constituye uno de los

ejes de Ia reforma. Pues es ev¡dente que una justicia tardla o la meramente cautelar no

sat¡sfacen el derecho que reconoce elArticulo 24.1 de la Const¡tución.

- Bien es verdad que Iograr una justic¡a ág¡l y de calidad no depende solamente de una

reforma legal. También es c¡erto que el control de la legalidad de las actjvidades
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admin¡strativas puede y debe ejercerse as¡mismo por otras vías complementarias de lá'-'

judicial, que serfa necesario perfeccionar pa¡-a evitar la proliferación de recursos innecesarios

y para ofrecer fórmulas poco costosas y ráp¡das de resolución de numerosos confl¡ctos. Perc,

en cualqu¡er caso, el régimen legal de Ia jur¡sd¡cc¡ón contenc¡oso-administrativa, insust¡tuib¡e

en su doble función garantizadora y creadora de jurisprudencia, debe adaptarse a las

condic¡ones del momento para hacer posible aquel objet¡vo.

- En v¡rtud de estas premisas, la reforma es a Ia vez continuista y profundamente renovadora.

Cont¡nuista porque mantiene la naturaleza estrictamente judicial que la Jurisdicción

Contenc¡oso Admin¡strativa ya tenfa en la legislac¡ón anterior y que la constitución ha venido a

consolidar def¡nit¡vamente; porque mantiene asimismo el carácter de juic¡o entre partes que el

recurso contencioso-adm¡nistrativo t¡ene y su doble finalidad de garantfa ¡nd¡vidual y control

del sometim¡ento de la adm¡n¡stración al derecho, y porque se ha querido conservar,

conscientemente, todo aquello que en la práct¡ca ha funcionado bien, de conformidad con los

imperat¡vos constitucionales.

- No obsiante, Ia trascendencia y ampl¡tud de las transformaciones a las que la institución

debe acomodarse hacían ¡nevitable una revisión general de su régimen jurfd¡co, ¡mpos¡ble de

abordar med¡ante s¡mples retoques de la legislación anterior. Además, la reforma no sólo

pretende responder a los retos de nuestro t¡empo, s¡no que, en la médida de lo posible y con

la necesaria prudencia, mira al futuro e introduce aquí y allá preceptos y cláusulas generales

que a la doctdna y a la jurisprudencia corresponde dotar de contenido prec¡so, con el fin de

perfeccionar el funcionam¡ento de la jurisdicc¡ón.
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^q";{,'- Ambito y efens¡ón de la Jurisdicción Contencioso Admin¡strat¡va. Fiel al propósito de

alterar más de lo necesario la s¡stemática de la ley anter¡or, el nuevo texto legal comienza

definiendo el ámb¡to prop¡o, el alcance y los l¡m¡tes de la Jurisdicción Contencioso-

Adm¡n¡strativa. Respetando la trad¡ción y de conform¡dad con el Artfculo 106.1 de la

Cónstitución, se le asigna el control de la potestad reglamentar¡a y de la legalidad de Ia

actuación admin¡slrativa sujeta a derecho adm¡nistrativo. S¡n embargo, la ley incorpora a la

det¡n¡c¡ón del ámbito do la jurisd¡cción ciertas noyedades, en parte obligadas y todas ellas

trascendentales.

- En pr¡mer lugar, era necesario actualizar el concepto de administración públ¡ca válido a los

efectos de Ia ley, en atención a los camb¡os organ¡zat¡vos que se han ven¡do produciendo y en

conex¡ón con Io que disponen otras leyes. También era imprescind¡ble conf¡rmar en ésta la

sujeción al enjuic¡amiento de la jurisd¡cción contencioso-adm¡nistrat¡va de actos y disposic¡ones

emanados de otros órganos públ¡cos que no forman parte de la adm¡nistración, cuando dichos

actos y d¡spos¡ciones t¡enen, por su contenido y efectos, una naturaleza materialmente

administrat¡va. S¡n ¡ntenc¡ón de inmiscuirse en n¡ngún debate dogmático, que no es tarea del

legislador, la ley atiende a un problema práct¡co, consistente en asegurar la tutela judicial de

qu¡enes resulten afectados en sus derechos o ¡ntereses por d¡chos actos y d¡sposiciones, en

casitodo semejantes a los que emanan de las administraciones públicas.

- En segundo térm¡no, es ev¡dente que a la altura de nuestro t¡empo histórico elámbito material

de la jurisdicción quedaría muy incompleto s¡ aquélla se l¡m¡tará a enju¡c¡ar las prelensiones
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que se deduzcan en relación con las dispos¡c¡ones de rango inferior a la Iey y con los actos

contratos admin¡strat¡vos en sent¡do estr¡cto.

- Lo que realmente importa y lo que justinca la ex¡stencia de la propia Jurisd¡cc¡ón Contenc¡oso

Adm¡nistrativa es asegurar, en benefic¡o de los interesados y del interés general, el exacto

sometimiento de la adm¡n¡stración al derecho en todas las actuaciones que realiza en su

condición de poder públ¡co y en uso de las prerrogat¡vas que como tal le corresponde. No toda

la actuación administrativa, como es notorio, se expresa a través de reglamentos, actos

adm¡n¡strativos o contratos públicos, sino que la activ¡dad prestacional, las activ¡dades

negociables de d¡verso tipo, las actuac¡ones mater¡ales, las ¡nact¡vidades u om¡s¡ones de

actuaciones deb¡das expresan tamb¡én la voluntad de la administrac¡ón, que ha de estar

somet¡da en lodo caso al imper¡o de la ley. La ¡mpos¡b¡lidad legal de controlar mediante los

recursos contenc¡oso-administrativos eslas otras manifestac¡ones de la acc¡ón admin¡strativa,

desde hace tiempo cr¡t¡cada, resulta ya injustificable, tanto a la luz de los princip¡os

constjtuc¡onales como en v¡rtud de la crecida importanc¡a cuantitat¡va y cualitativa de tales

manifestac¡ones. Por eso la nueva ley somete a control de la jurisdicción la act¡vidad de la

adm¡nistración pública de cualquier clase que esté sujeta al derecho administrativo,

articulando para ello las acciones procesales oportunas.

- En esta línea, la Ley precisa la competencia del orden Jurisdicc¡onal Contenc¡oso

Adm¡nistrativo para conoc¿r de las cuestiones que se súsciten en relac¡ón no sólo con los

contratos administrativos, sino tamb¡én con los actos separables de preparac¡ón y adjudicac¡ón

de los demás contratos sujetos a la legislac¡ón de contratos de las admin¡strac¡ones públicas.
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Se trata, en definit¡va, de adecuar la vla contenc¡oso-adm¡nistrat¡va a Ia legis¡ación élj''
contratos, evitando que la pura y s¡mple apl¡cac¡ón del deÍecho privado en actuaciones

directamente conectadas a fines de utilidad pública se realice, cualquiera que sean las razones

que la determinen, en infracc¡ón de los princ¡p¡os generales que han de regir, por ¡mperativo

constitucional y del derecho comunitario europeo, el comportamiento conÍactual de los sujetos

públicos. La garantía de la necesada observancia de tales principios, muy dist¡ntos de los que

r¡gen la contEtac¡ón puramente privada, debe corresponder, como es natural, a la Jurisdicción

Contenc¡oso Administrat¡va.

- Algo parec¡do debe decirse de las cuestiones que se susc¡ten en relación con la

responsab¡l¡dad pat¡imonial de la administración pública. Los pr¡nc¡pios de su pecul¡ar régimen

juríd¡co, que tiene cobertura constituc¡onal, son de naturaleza pública y hoy en día la ley

impone que en todo caso la responsabilidad se exija a través de un mismo tipo de

proced¡miento adm¡n¡strativo. Por eso parece muy conveniente unif¡car la competenc¡a para

conocer de este tipo de asuntos en la Jurisdicción Contencioso Adm¡nistrat¡va, ev¡tando la

dispersión de acc¡ones que actualmente ex¡ste y garantizando la un¡form¡dad jurisprudenc¡al,

salvo, como es lógico, en aquellos casos en que la responsab¡lidad der¡ve de la comisión de

una infracción pena¡.

- La delimitac¡ón del ámb¡to material de la jur¡sd¡cción lleva tamb¡én a prec¡sar algunas

exclusiones. La nueva Ley respeta en tal sent¡do la átribuc¡ón de ciertas competenc¡as

relac¡onadas con la actividad administrativa a otros órdenes jurisdicc¡onales que establecen

otras leyes, en su mayor parte por razones pragmáticas, y tiene en cuenta lo d¡spuesto por la
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más reciente regisración sobre ros confl¡ctos jurisd¡cc¡onales y de atr¡buciones. En cambio, rr)¡'*

no recoge ya, entre estas exclus¡ones, la relativa a los llamados actos políticos del gobierno' a

que se refería la Ley de 1956.

- Sobre este último aspecto conviene hacer atguna precis¡ón La ley parte del pr¡ncipio de

somet¡m¡entoplenodelospoderespúbl¡cosalordenam¡entojuridico,verdaderacláUsulareg¡a

del estado de derecho. Seme.iante pr¡nc¡pio es incompatible con el reconoc¡miento de cualqu¡er

categoría genér¡ca de actos de autoridad llámense actos polft¡cos, de gob¡emo' o de dirección

polftica excluida per se del control jurisdicc¡onal sería ciertamente un contrasentido que una

ley que pretende adecuar el rég¡men legal de la Jur¡sdicc¡ón Contencioso Administrativa a la

letra y al espíritu de la const¡tución' llevase a cabo la introducc¡ón de toda una esfera de

actuación gubemamental ¡nmune alderecho En realidad, el prop¡o concepto de acto político se

halla hoy en franca retirada en el derecho pllblico europeo Los ¡ntentos encaminados a

mantene¡lo,yaSeadelimitandogenér¡camenteunámb¡toenlaactuaciÓndelpoderejecutivo

reg¡do sólo por el Derecho Const¡tucional, y exento del control de la Jurisdicción Contencioso

Administrativa, ya sea estableciendo una lista de supuestos excluidos del control jud¡c¡al,

resultan ¡nadm¡sibles en un estado de derecho

- Por el conlrario, y por si alguna duda pudiera caber al respecto, la ley señala en términos

positivos una serie de aspectos sobre los que en todo caso siempre será posible el control

judicial, por amplia que sea Ia d¡screc¡onal¡dad de la resolución gubemamental: Los derechos

fundamentales, los elemenios reglados del acto y la determ¡nac¡ón de las indemnizac¡ones

procedentes.
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- Los órganos de la jurjsdicción y sus competencias. Dado que, como se ha

Jur¡sd¡cción Contenc¡oso Adm¡nistrat¡va se enfrenta a un gravfsimo problema por la avalancha

creciente de recursios, es obvio que la reforma de sus aspectos organ¡zat¡vos debfa

cons¡derarse pr¡oritar¡a. La novedad más ¡mportrnte en este capítulo cons¡ste en la regulac¡ón

de las competenc¡as de los juzgados de lo Contenc¡oso Administrativo. La creac¡ón de estos

órganos judiciales, que previó la Ley Orgánica del Poder Judic¡al, fue rec¡bida en su día con

d¡vis¡ón de opiniones. Si, por un lado, parecia ¡mprescindible descongestionar a los Tribunales

de lo Contenc¡oso Adm¡n¡strativo de un buen número de asuntos, por otro suÍgieron dudas

acerca de la idoneidad de los juzgados, órganos un¡personales, para afrontar el ejercicio de las

competencias que habrian de conesponderles en virtud de la cláusulá general establecida en ¡a

citada ley orgán¡ca.

- Ciertamente, la complej¡dad técnica de muchos de los asuntos y la trascendencia polít¡ca de

otros que habrían de enju¡ciar a tenor de dicha cláusula ha dado o¡igen a una larga

controversia, que era necesario resolver para imp¡antar definitivamente los juzgados. La

presente reforma aborda el problema con dec¡sión y con cautela a la vez. Def¡ne la

competencia de los juzgados med¡ante un sistema de lista tasada. En la elaborac¡ón de esta

l¡sta se ha tenido en cuenta la convenienc¡a de atribuir a estos órganos unipersonales un

conjunto de competenc¡as relativamente uniformes y de menor trascendencia económ¡ca y

social, pero que cubren un elevado porcentaje de los recursos que cotid¡anamente se

interponen ante los órganos de la jurisd¡cc¡ón. De esta manera es pos¡ble aportar remed¡o a la

saturación que soportan los tribunales superiores de justic¡a, que se verán descargadG de

buen número de plejtos, aunque conservan Ia competencia para juzgar en pr¡mera instanc¡a los

más ¡mportantes a pdori y toda la variedad de los que se incluyen en la cláusula res¡dual, que
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ahora se traslada a su ámb¡to competencial. Por su parte, los juzgados obt¡enen un con;unto'üS:'É

competenc¡as que pueden razonablemente ejercer y que parecen suf¡cientes para consol¡dar la

exper¡enc¡a. Nada ¡mpide, antes al contrario, que tras un primer período de rodaje la lista de

competencias se revise a la vista de esa experienc¡a. De todas formas, es evidente que eléxito

de la refoma depende más que nada de la pronta y adecuada selección y formación de los

titulares de los juzgados.

- No termina aquí la reforma en cuanto a órganos un¡personales. Se regulan tamb¡én las

competenc¡as de los Juzgados Centrales de lo Contenc¡oso Administrativo, con jurisdicc¡ón en

toda España, para contribu¡r a paliar la sobrecarga de trabajo de órganos jurisdiccionales

actualmente muy saturados.

- Las partes. La regulación de las partes que se contenfa en la Ley de 27 de dic¡embre de 1956,

fundada en un cr¡terio sustancialmente ¡ndividual¡sta con ciertos r¡betes corporativos, ha

quedado hace tiempo superada y ha venido s¡endo coreg¡da por ot[as normas posteriores,

además de re¡nterpretada por la jurisprudencia en un sentido muy d¡stinto al que

originariamente tenfa. La nueva ley se limita a recoger las sucesivas modificaciones,

clarificando algunos puntos todavfa oscuros y sistemalizando los preceptos de la manera más

sencilla posible. Lo que se pretende es que nadie, persona física o jüríd¡ca, privada o públ¡ca,

que tenga capac¡dad jurldica sut¡ciente y sea t¡tular de un ¡nterés legít¡mo que tutelar, concepto

comprensivo de los derechos subjet¡vos pero más amplios, pueda verse pr¡vado del acceso a la

just¡c¡a. Sobre esta base, que ya se deduce de la Constitución, las novedades de la ley t¡enen

un carácter esencialmente técn¡co. Las más s¡gn¡t¡cativas se incorporan en los preceptos que
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regulan la leg¡timac¡ón. En cuanto a la act¡va, se han reducido a sistema todas ¡"" nor¡¿pl:,
generales o espec¡ales que pueden cons¡derarse vigentes y conformes con e¡ criter¡o el€gido.

El enunciado de supuestos da ¡dea, en cualquier caso, de la evolución que ha experimentado el

recurso contenc¡oso adm¡nistráivo, hoy en día ¡nstrumento úül para una plural¡dad de fines: la

defensa del interés personal, la de los ¡ntereses colectivos y cualesquiera otros legít¡mos,

incluidos los de naturaleza política, mecanismo de control de legal¡dad de las adm¡n¡straciones

inferiores, instrumento de defensa de su autonomfa, cauce para la defensa de derechos y

libertades encomendados a c¡ertas instituc¡ones públicas y para la del ¡nterés objet¡vo de la ley

en los supuestos legales de acción popular, entre otros.

- Por lo que se refiere a la leg¡t¡mac¡ón pasiva, el criterio de fondo es el m¡smo y conduc€ a

simplificar las reglas anteriores. En particular, carece de sentido mantener la fgura del

coadyuvante, cuando ninguna d¡ferencia hay ya entre la leg¡timación por derecho subjetivo y

por ¡nterés legitimo. En camb¡o, ha parec¡do necesario precisar un poco más qué

admin¡stración tiene carácter de demandada en caso de impugnación de actos sujetos a

fiscal¡zación previa y, sobre todo, atribu¡r tamb¡én este carácter, en caso de impugnación

¡nd¡recta de una disposición general, a la adm¡nistrac¡ón autora de la misma, aunqus no lo sea

de la actuadón directamente recurrida. Esta previsión v¡ene a dar cauce procesal al ¡nterés de

cada admin¡strac¡ón en defender en todo caso la legal¡dad de las nomas que aprueba y

constituye una de las especialidades de los recursos que versan sobre la conform¡dad a

derecho de d¡sposiciones generales, que se desgranan a lo largo de todo el articulado.



- En cuanto a la representac¡ón y detensa, se dist¡ngue enfe órganos coleg¡ados\ftI''l:rj

unipersonales. En los primeros, procurador y abogado son obligator¡os; en los segundos, el

procurador es potestaüvo y el abogado obligatorio. Los funcionarios públ¡cos podrán

comparecer por sí m¡smos en cuestiones de personal que no ¡mpl¡quen separac¡ón de

empleados públicos ¡namovibles.

- Por lo que atañe a la representac¡ón y defensa de las admin¡straciones públicas y órganos

const¡tucionales, ta ley se remite a lo que d¡sponen la; Ley Orgánica del Poder Judicial y la Ley

de Asistencia Jurfd¡ca al Estado e ¡nst¡tuc¡ones públicas para todo tipo de procesos, así como a

las normas que sobre la materja y en el marco de sus competencias hayan d¡ctado las

comunidades autónomas, pues no hay en los Contenc¡oso Administrativos n¡nguna pecul¡aridad

que merezca recogerse en norma con rango de ley.

- Objeto del recurso. Los escasos preceptos incluidos en los dos pr¡meros capftulos del titulo lll

cont¡enen algunas de las ¡nnovaciones más importantes que la ley ¡ntroduce en nuestro

Sistema de Control Jud¡c¡al de la Administración. Se trab nada menos que de superar la

tradic¡onal y restring¡da concepción del recurso contencioso admin¡strativo como una rev¡s¡ón

judicial de actos administrat¡vos previos, es decir, como un recurso al acto, y de abrir

defin¡tivamenle las puertas para obtener just¡c¡a frente a cualquier comportam¡ento ilícito de la

adm¡n¡stración. Pero al mismo tiempo, es necesario d¡ferenciar las pretens¡ones que pueden

deduc¡rse en cada caso, pues es evidente que la djversidad de actuac¡ones y om¡siones que

pueden ser objeto del recurso no permiten seguir conf¡gurando éste como una acción procesal

uniforme. S¡n mema de sus características comunes, empezando por el nomen iur¡s, el recurso
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admite modulaciones de relieve en función del objeto sobre el que recae. Cohonestar

elementos comunes y los dibrenc¡ales en un esquema simple y flex¡ble es otro de los objetivos

de la reforma.

- Pot .az6n de su objeto se establecen cuatro modalidades de recurso: El trad¡c¡onal d¡rigido

contra actos admin¡strativos, ya sean exp[esos o presuntos; el que, de manera d¡recta o

ind¡recta, versa sobre la legalidad de alguna d¡sposición general, que precisa de algunas reglas

especiales; el recurso contra la ¡nactividad de la adm¡nistración y ei que se ¡nterpone contra

actuac¡ones materiales constitut¡vas de via de hecho. Del recurso contra actos, el mejor

modelado en el período pGcedente, poco hay que renovar. La ley, no obstante, depura el

ordenamiento anterior de algunas normas l¡m¡tativas que carecen de justificación, aunque

mant¡ene la ¡nadmisibilidad del recurso contra actos confimatorios de otros firmes y

consentidos. Esta última regla se apoya en elementales razones de seguridad jurid¡ca, que no

sólo deben tenerse en cuenta en favor del perjudicado por un acto adm¡n¡strativo, sino tamb¡én

en favor del interés general y de qu¡enes puedan resullar ind¡v¡dual o colectivamente

benefciados o amparados por é1. Por lo demás, el relativo sacr¡l¡cio del acceso a la tutela

judicial que se mant¡ene por d¡cha causa resulta hoy menos gravoso que antaño, s¡ se üene en

cuenta la reciente ampl¡ac¡ón de los plazos del recurso admin¡strativo ordinario, la falta de

eficacia que la leg¡slación en v¡gor atr¡buye, s¡n lím¡te temporal alguno, a las notificaciones

defectuosas e inclusive la ampliac¡ón de las facullades de rev¡sión de oficio. Conservar esa

excepción es una opc¡ón razonable y equil¡brada.
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- En camb¡o, ha parecido necesar¡o destacar en el texto de la ley las peculiaridades o" )k'""' "'

recursos en que se enju¡cia la conformidad a derecho de las dispos¡c¡ones generales, hasta

ahora no suflcientemente consideradas. En realidad, los efectos que t¡enen estos tipos de

recurso y, en part¡cular, la declaración de ¡legalidad de una disposición general por cualqu¡er

vía que se produzca, no pueden compararse, en términos generales, con los del recurso contra

actos. La d¡ferenc¡a asume cada vez mayor rel¡eve en la práctica, si se tiene en cuenta la

extensión y relevancia que en el polifacético estado moderno ha asum¡do la producción

reglamenta a.

- La nueva ley asegura las más amplias posibilidades de someter a controljudicial la legalidad

de Ias d¡sposiciones generales, preservando los que se han dado en llamar recursos directo e

indirecto y eliminando todo rastro de las limitac¡ones para recur¡r que estableció la leg¡slación

anterior. Ahora bien, al mismo tiempo procura que la impugnac¡ón de las d¡sposiciones

generales se tram¡te con celeridad y que aboque siempre a una dec¡sión judicial clara y ún¡ca,

de efectos generales, con el fin de evitar ¡nnecesar¡os vacíos normat¡vos y s¡tuaciones de

¡nseguridad o inter¡nidad en torno a la val¡dez y vigencia de las normas. Este criterio se plasma,

entre otras muchas reglas de detalle, en el tratamiento procesal que se da al denominado

recuÍso ind¡recto.

- Hasta ahora ha ex¡stido una c¡erta confus¡ón en la teorla jurldica y en la práct¡ca judicial sobre

los efeclos de esta clase de recurso, cuando la norma que apl¡ca el acto impugnado es

considerada contrar¡a a dérecho. Y, lo que es más grave, el carácter d¡fuso de este t¡po de

control ha generado situaciones de ¡nseguridad jurfd¡ca y desigualdad man¡f¡esta, pues según
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el criterio de cada órgano jud¡cial y a falta de una ¡nstancia unificadora, que no siempre exisÉ'r '9

determ¡nadas dispos¡c¡ones se apl¡can en unos casos o ámbitos y se inapl¡can en otros. La

soluc¡ón pasa por un¡ficar la dec¡s¡ón judicial sobre la legal¡dad de las disposiciones generales

en un solo órgano, el que en cada caso es competente pafa conocer del recurso directo contra

ellas, dotando s¡empre a esa decisión de efectos erga omnes. De ahí que, cuando sea ese

mismo órgano el que conoce de un recurso ¡ndirecto, la ¡ey disponga que declarará la val¡d€z o

nulidad de la disposición general. Para cuando el órgano competente en un recurso de este t¡po

sea otro d¡stinto del que puede conocer del recurso directo contra la d¡spos¡c¡ón de que se

trate, la ley ¡ntroduce la cuestión de ¡legal¡dad.

- La regulac¡ón de este proced¡miento ha tenido en cuenta la experienc¡a de la cuestión de

inconstitucional¡dad prevista por el Artlculo 163 de la Constitución y se inspira parcialmente en

su mecán¡ca; las analogías acaban aquí. La cuestión de ilegalidad no tiene otro s¡gnif¡cado que

el de un remedio técnico tendente a rcloÍzü la seguridad jurídica, que no ¡mpide el

enjuiciamiento de las normas por el .iuez o tribunal competente para dec¡dir sobre la legalidad

del acto aplicativo del reglamento cuya ilegalidad se aduce, pero que pretende alcanzar una

decis¡ón un¡taria a todo eventual pronunc¡am¡ento ¡nd¡recto sobre su validez.

- Largamente reclamado por la doctrina juríd¡ca, la ley crea un recurso contra la inact¡v¡dad de

la adm¡nistración, que tiene precedentes en otros ordenamientos europeos. El recurso se dirige

a obtener de la adm¡nistrac¡ón, mediante la conespond¡ente sentencia de condena, una

prestación material deb¡da o la adopc¡ón de un acto expreso en proced¡m¡entos iniciados de

of¡c¡o, allí donde no juega el mecan¡smo del silenc¡o administrativo. De esta manera se otorga
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Claro está que este remed¡o no perm¡te a ¡os érganos jud¡ciales sust¡tuir a la administración en

aspectos de su act¡vidad no prefigurados por el derecho, i¡cluida la discrecional¡dad en el

cuanto una dec¡sión o de una actuación material, ni les faculta para traducir en mandatos

precisos las genér¡cas e indeterminadas habilitacjones u obligac¡ones legales de creación de

serv¡cios o real¡zación de activ¡dades, pues en tal caso estarían invadiendo las funciones

propias de aquélla. De ahí qu€ Ia ley se refiera siempre a prestaciones concretas y actos que

tengan un plazo legal para su adopción y de ahí que la eventual sentenc¡a de condena haya de

ordenar estrictamente el cumpl¡miento de las obligaciones administrat¡vas en los concretos

términos en que estén esiablec¡das. El récurso contencioso administrativo, por su naturaleza,

no puede poner remed¡o a todos los casos de ¡ndo¡encia, lentitud e ¡neficacia administrat¡vas,

s¡no tan sólo garantizar el exacto cumpl¡miento de la legalidad.

- otra novedad destacable es el recurso conba las actuac¡ones materiales en vía de hecho.

Mediante este recurso se pueden combaür aquellas actuaciones mater¡ales de ¡a

administración que carecen de la necesaria cobertura jurldica y les¡onan derechos e ¡ntereses

legítimos de cualqu¡er clase. La acc¡ón t¡ene una naturaleza declarativa y de condena y a la

vez, en cierto modo, interdictal, a cuyo efecto no puede de.iar de relacionarse con la regulac¡ón

de las medidas cautelares. Por razón de la mateda, la competencia del orden jurisd¡ccional

contenc¡oso-adm¡nistrat¡vo para conocer de estos recursos se expl¡ca sobradamente.

- En el caso del recurso contra la ¡nact¡v¡dad

reclamación previa en sede adm¡nistrat¡va; en

de ¡a

el del

adm¡nistración,

recufso contra

establece una

de hecho, un

la ley

la vla
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requerimiento previo de carácter potestativo, asim¡smo en sede admin¡strativa. Pero eso\fo11g.1'"

convierte a estos recursos en procesos contra Ia desestimación, en su caso pof s¡lencio, de

tales reclamaciones o requerim¡entos. N¡, como se ha dicho, estas nuevas acc¡ones se atienen

al tradic¡onal carácter revisor del recurso contenc¡oscadm¡nistrat¡vo, ni puede considerarse que

la falta de estimación, total o pa¡'cial, de la reclamac¡ón o el requer¡m¡ento constituyan

auténticos actos adm¡nistrat¡vos, expresos o presuntos. Lo que se persigue es senc¡llamente

dar a la adm¡nistrac¡ón la oportun¡dad de resolver el confficio y de ev¡tar la intervenc¡ón judic¡al.

En caso contrar¡o, lo que se ¡mpugna sin más trámites es, d¡rectamente, Ia ¡nactiv¡dad o

actuac¡ón mater¡al correspond¡ente, cuyas circunstancias del¡mitan el ob¡eto material del

proceso.

- El resto de los preceptos del título lll se ciñe a introduc¡r algunas mejoras técnicas. La

preocupac¡ón por ag¡lizar la tramitac¡ón de las causas es dom¡nante y, en particular, explica la

regla que pem¡te al juez o tribunal suspender la tramitación de los recursos masivos que

tengan ¡dént¡co objeto y resolver con carácter preferente uno o vados de ellos. De esta

manera se puede €ludir Ia reiterac¡ón de trámites, pues los efectos de la primera o primeras

sentencias resultantes podrian aplicarse a los demás casos en vfa de ejecuc¡ón o,

eventualmente, podrían ¡nducir al desisümiento de otros recursos.

- Del procedimiento. La regulación del Proced¡miento Contenc¡oso Adm¡nistrat¡vo Ord¡nar¡o se

basa en el esquema de la leg¡slac¡ón anterior. Sin embargo, las modif¡caciones son muy

numerosas, pues, por una parte, se han tenido muy en cuenta la experiencia prácbca y las

aportac¡ones doctrinales y, por otra, se han establec¡do normas especiales para d¡ferentes
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t¡pos de recursos, que no precisan de

comunes y en un mismo esquema procesal, la ley arb¡tra un procedim¡ento dúct¡I, que ofrece

respuesias parc¡almente distintas para cada supueslo. En todo momento se ha buscado

conciliar las garantias de eficac¡a y celer¡dad del proceso con las de defensa de las partes.

Constituye una novedad ¡mportante la ¡ntroducción de un proced¡m¡ento abrev¡ado para

determinadas materias de cuantía determinada limitada, basado en el principio de oral¡dad.

Las garantías que la ley establece para lograr la pronta y completa rem¡sión del expediente

admin¡strativo al órgano judicial han sido reformadas con la ¡ntenc¡ón de poner delin¡t¡vamente

coto a prácticas administrat¡vas injust¡f¡cables y demasiado extend¡das, que alargan la

tramitacíón de muchas causas. lncompat¡bles con los deberes que la administrac¡ón tiene para

con los ciudadanos y con el de colaboración con la administración de justicia, es necesano

que d¡chas prácticas queden desterradas para s¡empre. En la llnea de procurar la ráp¡da

resolución de los procesos, la ley arbitra varias facultades en manos de las partes o del

órgano iudicial, tales como la posibitidad de iniciar el recuGo mediante demanda en algunos

c¿sos, la de sol¡citar que se falle sin neces¡dad de prueba, v¡sta o conclusiones o la de llevar a

cabo un intento de conciliación. Del crjter¡o de los jueces y mag¡strados y de la colaboración

de las partes dependerá que estas med¡das alcancen sus f¡nes. Por lo que se €fiere a ¡a

sentencia, ¡a ley s¡gue de cerca la regulación anter¡or. En partjcular, se mant¡ene la referencia

de la conformidad o d¡sconformidad de Ia disposición, actuación o acto genéricamente al

derecho, al ordenamiento jurídico, por entender en frase de la exposic¡ón de mot¡vos de la Ley

de 1956 que reconduciria s¡mplemente a las leyes equ¡vale a olvidar que lo jurídico no se

enc¡erra y c¡rcunscribe a las dispos¡ciones escritas, sino que se ext¡ende a los principios y a la

normatividad ¡nmanente en la natura¡eza de ¡as instituciones. Añade, no obstante, a¡gunas

prescripc¡ones sobre el contenido y efectos de algunos tallos est¡matorios; Ios que condenen a

la administrac¡ón a hacer algo, los que est¡men pretensiones de resarcim¡ento de daños y
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pe¡juic¡os, los que anulen disposiciones generales y los que versen sobre actua

discrecionales. En relación con estos últimos, la ley recuerda la naturaleza de control en

derecho que tiene el recurso contencioso administrativo y de ahí que precise que no pueden

los jüeces y tr¡bunales determinar el contenido d¡screcional de los actos que anulen. Como es

lógico, esta regla no pretende coartar en absoluto la potestad de los órganos jud¡ciales para

extender su control de los actos discrecionales hasta donde lo exÜa el sometimiento de la

adm¡nistración al derecho, es decir mediante el enjuiciamiento de los elementos reglados de

dichos actos y Ia garantfa de los límites jurídicos de la discrecionalidad.

- Por lo que se refiere a ¡os recursoa cont€ las resoluciones jud¡ciales, la ley se at¡ene en

general a los que d¡spuso la rec¡ente Ley '1Oh992, de 30 de abril, de med¡das urgentes de

refoÍma procesal. Pero introduce algunos camb¡os necesarios, motivados unos por ¡a creación

de los Juzgados de lo Contencioso-Adm¡nistrat¡vo, que conduce a re¡mplantar los Écursos de

apelac¡ón contra sus resoluciones, y otros por la experienc¡a, breve pero signjficativa, derivada

de aquella últ¡ma reforma procesal. El nuevo recurso de apelación ordinario contra las

sentencias de los.iuzgados no l¡ene, sin embargo, carácter universal. No siendo la doble

instanc¡a en todo tipo de procesos una exigencia constitucional, ha parecido conveniente

descargar a los tr¡bunales super¡ores de justicia de conocer también en segunda ¡nstancia de

los asuntos de menor entidad, para resolver el agobio que hoy padecen. Sin embargo, la

apelación procede s¡empre que el asunto no ha sido resuelto en cuanto al fondo, en garantía

del conlen¡do normal del derecho a la tutela jud¡c¡al efect¡va, así como en el proced¡miento

para la protección de los derechos fundamenta¡es, efl ¡os lit¡gios entre adm¡nistraciones y

cuando se resuelve la impugnación ¡nd¡recta de dispos¡ciones generales, por la mayor

trasGendenc¡a que a prior¡ l¡enen todos estos asuntos. La Ley eleva suslancialmente la cuantía
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acceder a ¡a casación para un¡f¡cación de doctrina. Aunque rigurosa, la med¡da es necesaria a

la v¡sta de la exper¡encia de los últimos años, pues las cuantfas fijadas por la Ley 10/1992 no

han permitido reducir Ia abrumadora carga de trabajo que pesa sobre la Sala de lo

Contencioso-Administrat¡vo del Tribunal Supremo. S¡ b¡en las nuevas reglas el¡m¡nan la

posibil¡dad de doble instancia en muchos supuestos, la alternativa sería consentir el

ag€vam¡ento progres¡vo de aquella carga, ya hoy muy super¡or a lo que sería razonable. Los

efectos de tal situación son mucho más pern¡c¡osos, pues se corre el rjesgo de alargar la

resoluc¡ón de los recursos pend¡entes ante el tribunal supremo hasta extremos totalmente

incompat¡bles con el derecho a una justicia efectiva. Por otro lado, no es pos¡ble aumentar

sustanc¡almente el número de secciones y magistrados del alto tr¡bunal, que ha de poder

atender a su ¡mportantís¡ma función objetiva de fijar la doctrina jurisprudencial.

- Se regulan dos modalidades de recurso para la un¡ñcación de doctrina, cuyo conocim¡ento

corresponderá, respectivamente, al fibunal supremo y a los tribunales super¡ores de just¡c¡a.

Sé ha considerado oportuno mantener el recurso de casación en ¡nterés de la ley, que se

adapta a la creación de los Juzgados de lo Contenc¡oso Administrativo y que, junto al

tradicional recurso de revisión, c¡erra el s¡stema de ¡mpugnaciones en este orden

jurisdicc¡onal. La ley ha realizado un importante esfuerzo para incrementar las garantías de

ejecución de las sentencias, desde s¡€mpre una de las zonas grises de nuestro s¡stema

contencioso-administrativo. El punto de partida reside en la imperiosa obl¡gación de cumpl¡r

las resoluc¡ones jud¡ciales y colaborar en la ejecuc¡ón de lo resuelto, que la constitución

prescribe, y en la potestad de los órganos judiciales de hacer ejecutar lo juzgado, que la

propia const¡tución les afibuye. Prescr¡pciones que entroncan diredamente con el derecho a
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la tutela judic¡al efecüva, ya que, como v¡ene señalando la iur¡sprudencia, ese derecho no\3ll' ''

satisface mediante una just¡cia meramente teórica, sino que conlleva el derecho a la ejecución

puntuai de lo iallado en sus propios térm¡nos. La negat¡va, expresa o ¡mplíc¡ta, a cumplir una

resoluc¡ón judic¡al constituye un ateniado a la constitución frente al que no caben excusas.

- La ley Orgán¡ca del Poder Jud¡c¡al, que el¡m¡nó la potestad gubemat¡va de suspens¡ón e

inejecución de sentenc¡as, abr¡ó paso, en camb¡o, a la expl'opiación de los derechos

reconoc¡dos por éstas frente a la administración. Sin embargo, no espec¡ficó las causas de

utilidad pública e ¡nterés soc¡al que habrían de leg¡t¡mar el ejercic¡o de esta potestad

exprop¡ator¡a. La Ley atiende a esta necesidad, concretando tres supuestos muy

determinados, entre los que debe destacarse el de la preservac¡ón del libre ejerc¡c¡o de los

derechos fundam€ntales y libertades públicas. A salvo lo anterior, la ley regula la forma de

ejecutar las sentenc¡as que condenan a la administración al pago de cantidad, sin el¡m¡nar Ia

prenogativa de inembargabil¡dad de los bienes y de¡echos de la hacienda públ¡ca, ya que

d¡cha mod¡ficac¡ón no puede abordarse aisladamenle en la Ley Jur¡sdiccional, s¡no en su caso

a través de una nueva r€gulación, completa y sistemáüca, del Estatuto Jurld¡co de los B¡enes

Públ¡cos. Pero compensa al ¡nteresado económicamente frente a cualquier retraso

¡njustilicado; previene frente a las ejecuciones aparentes, declarando ¡a nulidad de pleno

derecho de los actos contrarios a los pronunc¡amientos y estableciendo una forma rápida para

€nularlos, y especifica las fomas pos¡b¡es de eiecu€¡ón forzosa de las sentencias que

condenan a la adm¡n¡strac¡ón a realizar una activ¡dad o dictar un acto y otorga a los órganos

judiciales potestades sancionadoras para lograr la efectividad de lo mandado. aparte las

consecuencias que se deduzcan en el ámbito penal.
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- Dos novedades importantes completan este capftulo de la Ley. La pr¡mera se refiere aifu. '-'

posibil¡dad de extender los efectos de una sentenc¡a firme en materia de personal y en materia

tr¡butada a personas disüntas de las partes que se encuentren en s¡tuac¡ón ¡déntica. Aun

regulada con la necesar¡a cautela, la apertura puede ahorar la re¡terac¡ón de múltiples

procesos ¡nnecesarios contra los llamados actos en masa. La segunda consiste en otorgaf al

acuerdo de conciliac¡ón judicial Ia misma fueza que a la sentenc¡a a efectos de ejecución

forzosa, lo que refuerza el interés de la ley por esta fotma de terminación del proced¡m¡ento.

De los recursos espec¡ales se ha suprimido el de personal, aunque subs¡sten algunas

especial¡dades relativas a esta materia a lo largo del art¡culado. Se trae al texto de la ley

jur¡sd¡ccional la regulación del proceso especial en mater¡a de derecbos fundamentales' con el

mismo carácter preferenle y urgeñle que ya tiene y con importantes var¡aciones sobre Ia

normativa vigente, cuyo carácter restrict¡vo ha conducido, en la práctica, a un importante

deter¡oro de esta via procesal. La más relevante novedad es el tratamiento del objeto del

recurso y, por tanto, de la sentencia de acuerdo con el fundamento común de los pfocesos

contencioso-administrativos, eslo es, conlemplando la lesión de los derechos susceptibles de

amparo desde la perspect¡va de la conform¡dad de la actuación adm¡nistrativa con el

ordenam¡ento juríd¡co. La Ley pretende superar, por tanto, la rlgida distinción erdre legalidad

ordinaria y derechos fundamentales, por entender que la protección del derecho fundamental

o l¡bertad públ¡ca no será fact¡ble, en muchos casos, si no se t¡ene en cuenta el desarrollo

legalde los mismos. Elprocedimiento de la cuestión de ilegal¡dad, que se ¡nic¡a de of¡c¡o, aúna

la garantía de defensa de las parles con la celer¡dad que le es inherente.

- Por último, el procedimienlo en caso de suspens¡ón administrativa previa de acuerdos se

adapta a los supueslos legal€s de suspensión previstos en la legislación v¡gente, al tiempo
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que eslablece las reglas que perm¡ten su rápida tram¡tac¡ón. De las d¡sposicrones comune\'l1l-9

sobresale la regulación de las medidas cautelares. El espectacular desarrollo de estas

med¡das en la jurisprudenc¡a y la préctica procesa¡ de los úlümos años ha llegado a desbordar

las moderadas prev¡siones de la leg¡slac¡ón anterior, cert¡licando su antigüedad en este punto.

La nueva ley actualiza cons¡derablemente la regulación de la materia, amplia los tipos de

med¡das cautelares pos¡bles y determ¡na Ios criterios que han de serv¡r de gufa a su adopción

Se parl€ de la base de que ia justic¡a cautelar forma parte de¡ derecho a la tutela efect¡va, tal

como tiene declarado la jurisprudencia más reciente, por lo que la adopción de med¡das

provisionales que perm¡tan asegurar el resultado del proceso no debe contemplarse como una

excepción, sino como facultad que el órganojudic¡al puede ejercitar siempre que resulte

necesario.

La Ley aborda esia cuest¡ón mediante una regulación común a tqdas las medidas cautelares,

cualqu¡era que sea su naturaleza. El criter¡o para su adopción consiste en que la e.iecución del

acto o la aplicac¡ón de la disposic¡ón pueden hacer perder la finalidad del recurso, pero

siempre sobre la base de una ponderác¡ón suf¡cient€mente motivada de todos los intereses en

conficto. Además, ten¡endo en cuenta la experienc¡a de los últimos años y la mayor amplitud

que hoy tiene el objeto del recurso contencioso-adm¡nistrat¡vo, la suspens¡ón de la d¡spos¡c¡ón

o acto recunido no puede conslitu¡r ya la única medida cautelar posible. La ley introduce en

consecuenc¡a la posib¡l¡dad de adoptar cualqu¡er med¡da c?ulelar, ¡ncluso las de carácter

posil¡vo. No ex¡sten para ello especiales restricciones, dado el fundamento común a todas ¡as

medidas cautelares. corresponderá al juez o tr¡bunal determ¡nar las que, según las

circunstancias. fuesen necesarias. Se .eguian rnedidas ¡naud¡ta parte debitoris con

comparecencia poster¡or sobre el levantam¡ento, mant€nim¡ento o modif¡cación de la medida
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previas a la ¡nterposic¡ón del recurso 
"n 

ro" ,rpr""OK@5"i1adoptada, así como medidas

inactiv¡dad o vfa de hecho.
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4. Soluciones a la problemática planteada

Con la finalidad de lograr un mejor resultado del problema objeto de ¡nvestigación, se plantea

indagar a proiesionales del derecho con relac¡ón a Ias acciones ¡nterpuesias ante los órganos

jurisd¡ccionales en los casos concretos de conflictos de jurisdicciÓn.

Es oportuno señalar que derivado a los efectos negat¡vos que ocas¡ona la actual ley en

materia de confl¡ctos de jurisd¡cc¡ón, y atendiendo a lo establecido por los Artículos 1o y 2o,

de la Constituc¡ón política de la República de Guatemala a¡ indicar que: "El Estado de

Guatemala se organ¡za para proteget' a la persona y su fin supremo es la real¡zación del b¡en

común; as¡mismo constituye deber esencial del Estado garanüzar la vida, la libertad, la

just¡c¡a, la segur¡dad, la paz y el desarrollo integral de la persona".

Cons¡derando lo establecido por nuestra Carta Magna, al señalar que el Estado de Guatemala

es responsable de la promoc¡ón del bien común, y basado en ese pr¡ncip¡o const¡tucional se

promueve la inic¡ativa que propone la reforma al Decreto n¡lmero M-76 del Congreso de la

República de Guatemala, Ley delTribunal de Conflictos de Jurisdicc¡ón, con la única intenc¡ón

de ev¡taÍ el retardo en la aplicac¡ón de justicia que lesiona gravemente los derechos de la

persona humana, vulnerendo garantlas constituc¡onales reconocidas en tratrdos y conven¡os

internac¡onales ratificados por el Estado de Guatemala en benef¡cio de la población en

general.
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Para el autor Héctor Huamán Valencia, la entrevista es: "Una técnica para obtener datos que

consisten en un diálogo entre dos personas: El entrev¡stador "¡nvestigadoi'y el entrev¡siado;

se real¡za con el fin de obtener info¡mación de parte de este, que es, por lo general, una

persona entend¡da en la mater¡a de la invest¡gación. La Entrev¡sta es una técn¡ca ant¡gua,

pues ha s¡do ut¡lizada des hace mucho en psicología y, desde su notable desanollo, en

sociología y en educación. De hecho, en estas ciencias, la entrev¡sta const¡tuye una técn¡ca

indispensable porque permite obtener datos que de otro modo sería muy difíc¡l consegu¡r. La

ut¡lizac¡ón de este ¡nstrumento conlleva una mayor hab¡lidad por parte del encuestador u

observador en conducir el tema de la entrevista debido a que las respuestas son por Io

general ab¡ertas y permiten ¡mplementar nuevas preguntas no contempladas por el

encuestador inicialmente. Esto proporciona la ventaja de explotar temas no contemplados

inicialmente o ahondar en algunos de los contemplados. Mas t¡ene la desventaja de que, s¡

no se tiene la suf¡c¡ente hab¡lidad para mantener e! tema, la entrevista se "pierde" e, incluso,

puede invaljdarse. Las recomendac¡ones en general y las referentes al t¡po de preguntas

util¡zadas, con las mismas que las real¡zadas para el caso del cuestionario, auque se le

añade el uso de una grabadora (de aud¡o o de video) para la poster¡or transcr¡pción de los

diálogos'22. Es una estrategia út¡l y necesaria en investigaciones sociales, educat¡vas, que

culturales, periodísticas y c¡entíficas manteniendo una conversación con criterios y un gu¡ón

de preguntas que respondan a las cuestiones fundamentales de la ¡nvestigación. Las

pregunlas estructuradas o enfocadas son necesar¡as para la obtención de las informaciones

subjetivas requeridas.

" Huamán Vale¡c¡a, ¡téaor ttanual de écnlcrs de lnvÉst¡gaclón, pág, 20.
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4-1.1. Op¡nión vertida por los profesionales del derecho

Se obtuvo la apreciación de los sujetos procesales y con espec¡al trascendencia el de los

abogados l¡tigantes con relac¡ón a la acc¡ón dilatoria de defensa en la formulación de

conffictos de jurisdicción y así como de las personas afectadas por la formulación de las

acc¡ones relacionadas con los conflictos de jur¡sdicción, en casos concretos'

4.2. Que entre en vigenc¡a la inic¡at¡va de ley 4015

Es conveniente def¡nir qué se debe entender por ¡n¡ciativa de ley "La iniciativa de ley' es

aquella facultad que es otorgada por la noma const¡tuc¡onal con el objeto de que

determinados entes puedan someter a consideración del Congreso de Ia República de

Guatemala un proyecto de ley que se presuma que es acorde a las necesidades del

ordenamiento jurídico del pals". D¡cha ¡nstitución se encuentra fundamentada en el Artículo

174 de la Constituc¡ón PolÍt¡ca de la República de Guatemala que establece: 'Para la

formac¡ón de las leyes tienen ¡nic¡at¡va ¡os diputados al Congreso, el Organismo Ejecutivo, la

Corte Suprema de Justic¡a, la Universidad de San Carlos de Guatemala, y el Tribunal

Supremo Electoral".

También es importante acotar sobre la vigencia de una ley, para lo cual se refiere como el

momentoenqueunaleyseconviertedeobservanciaobl¡gatoriaparatodosloshabitantesde

la república y la misma deberá de contener el artículo que ¡nd¡que en qué fecha empezará a

tener apl¡cación. Lo anterior se fundamente en el Aftfculo 180 de la constitución PolÍt¡ca de la

República de Guatemala al establecer: 'La ley empieza a reg¡r en todo el territor¡o nac¡onal
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ocho días después de su publicac¡ón íntegra en e! Diar¡o Of¡cial, a

amplié o restínja d¡cho plazo o su ámbito territorialde apl¡cación".

menos que t" rt"r"t$-'

Sin embargo, el ArtÍculo 133 de la Ley orgán¡ca del Organismo Leg¡slat¡vo señala que: "la

publ¡cac¡ón deldecreto por el Congreso, se dará en los casos en que el Ejecut¡vo no sanc¡one

y promulgue un decreto ni lo vete, transcun¡dos los plazos que señala la Const¡tución Política

de la República, el Congreso ordenará su publicac¡ón en un plazo que no exceda de tres días

para que surta efectos de ley. Este negoc¡o se pondrá a d¡scus¡ón, votac¡ón y en una sola

lectura ante el pleno del Congreso".

En conclusión, la v¡gencia de una ley se refiere al periodo de v¡da que esta tendrá dentro del

ordenamiento jurídico, y por Io tanto se ent¡ende que se extenderá hasta que ésta sea

derogada por ley poster¡or, por declaración expresa una nueva ley, por declaración de

¡nconstituc¡onalidad, d¡ctada en sentencia firme por la Corte de Const¡tucionalidad.

Cons¡dero importante hacer referenc¡a al procedimiento para la mod¡ncación de una ley

existente y para lo cual se deben cumplir con las etapas conespondientes para la creación y

sanción de una ley en Guatemala, ya que por mandato constitucional le corresponde con

exclusividad el Congreso de la República de Guatemala, como único órgano del Estado que

puede crear, modificar y derogar las leyes del ordenamiento juríd¡co del país. Dicho

proc€dimiento t¡ene sustento legal en los Artículo 174 al 181 de la Constitución Políüca de la

República de Guatemala.

El proceso leg¡slativo esel conjunto de etapas y pasos quela Const¡tución Polít¡ca de la
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señalan para la formación de la ley. Las etapas respect¡vas deben seguirse en un orden

cronológico con el ún¡co objeto de no violar los preceptos señalados en los cuerpos legales

c¡tados y por consigu¡ente no incun¡r en la violación del debido proced¡miento legislat¡vo

Sin embargo se debe de tener en cuentia que las leyes pueden ser mod¡f¡cadas o reformadas

ún¡camente por otras leyes puesto que son de la m¡sma jerarquía, de carácter ord¡nario' como

el caso concreto que ocupa el presente trabajo de invest¡gación, mediante la inic¡ativa de ley

antes referida y que según datos de la Dirección Leg¡slat¡va del Congreso de la República de

Guatemala, la misma fue registrada con el número 4015 y que dispone reformar el Decreto

número 64-76 del Congreso de la República de Guatemala, Ley del Tr¡bunal de Conflictos de

Jur¡sdicc¡ón.

Modif¡car una sola palabra de una ley requiere crear otra ley, es decir, hay que elaborar un

proyecto de ley, con sus just¡ficac¡ones, exposic¡ón de motivos, cons¡derándos y, el por tanto,

aunque la ley en sí sólo contenga dos artlculos, esto obedece a cumplir debidamente con el

proced¡miento leg¡slativo. Sin embargo, lo de carácter urgente, lo necesario y lo elemental se

deber.ía corregir mod¡f¡cando la ley vigente, en vez de crear una nueva De esa manel"a la

d¡scusión en el pleno del Congreso de la Repúbl¡ca de Guatemala, es breve y ag¡liza el

cumplimiento de las etapas del proceso legislativo.
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4.2.1. Proyecto de reforma al Decráto número 64-76 del Congreso de la Répúbl¡ca

Guatemala, Ley del Tribunal dE Conflictos de Jurisdicción

Ley delTribunalde Confl¡ctos de Jurisdicción, por med¡o de la ¡n¡c¡at¡va de ley que provocó Ia

declarac¡ón con lugar de la ¡nconstitucionalidad. Se menciona que la propuesta que se

presenta para reformar la Ley del Tribunal de Conflictos de Jurisd¡cción, Decreto número 64-

76 del congreso de la Repúbl¡ca de Guatemala, esta dir¡g¡da a ev¡trr el retardo malicioso de

los procesos, pues este conlicto no debe provocar la suspens¡ón deljuic¡o y por el contrario el

Tribunal que conoce del juic¡o debe seguir conociendo el m¡smo, hasta que el Tr¡bunal de

Conflictos de Jurisd¡cc¡ón en su resolución def¡n¡tiva se pronuncie, evitando de esta manera

que se suspenda la aplicación de la just¡c¡a. Con esta propuesta de reforma se pretende ev¡tar

con toda certeza el retardo ¡ntencionado de los procesos somet¡dos a conoc¡m¡ento de los

órganos jurisd¡ccionales, misma que benef¡c¡aría a muchos litigantes que sufTen del abus¡vo

uso de esta forma de acc¡onar por más de algún profesional del derecho, pero sobre todo a

muchos trabajadores, que s¡endo una de las ramas del derecho más afectadas por la

utilizac¡ón de este üpo de subterfug¡os maliciosos, siempre con el afán de retardar el proceso

o ev¡iar que se haga justic¡a y se imparta la misma.

Además, tiene como fundamento

a) Los Artículos 10. y 2o., de la Const¡tuc¡ón Política de la Repúbt¡ca de Guatemala, que

establecen que: "El Estado de Guatemala se organiza para proteger a la persona y su fin

supremo es la realización del b¡en común, así mismo constituye deber esenc¡al del Estado

garant¡zar la vida, Ia libertad, la justic¡a, la seguridad, la paz y el desarrollo integrat de la

persona'.
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b) Que el retardo en la apl¡cac¡ón de justicia da como resultado la lesión de los derechosYl.:'li

la persona humana, que provoca detrimento en su patr¡mon¡o.

c) El Artículo 203 de la Constituc¡ón Política de la República de Guatemala, establece que:

'La función jurisd¡cc¡onal se ejerce, con exclusividad absoluta, por Ia Corte Suprema de

Justicia y por los demás tribunales que la ley establezca'.

d) Que se hace necesar¡a una reforma a la Ley de T¡ibunales de Conflictos de Jurisdicción,

con el ánimo que d¡cha normativa sea utilizada para resolver conflictos de jurisd¡cción y

competenc¡a, y no para el retardo de los procesos.

e) Se pretende con la misma, reformar el Artfculo 1 que dice: Se reforma el Artículo I del

Decreto número 64-76, Ley del Tribunal de Conflictos de Jurisdicción, de la forma s¡gu¡ente:

"Afículo L En los asuntos que se tram¡tan en lo adm¡nistrativo, podrá plantearse conflictos de

jurisd¡cc¡ón, cuando no se haya resuelto en defnitiva. En lo judic¡al, deberán p¡antearse antes

de señalarse dia para la v¡sia en primera instanc¡a. Tal planteamiento se hará asi:

a) En Io adm¡n¡strativo, dentro del m¡smo exped¡ente, estado obl¡gado el funcionario o jefe de

la oficina donde se tram¡te, dentro de los cinco dfas s¡gu¡entes al planteamiento, a elevar cop¡a

certificada de lo actuado conservando los or¡ginales en su poder, bajo su responsab¡l¡dad, al

Tr¡bunal de Conflictos de Jur¡sd¡cc¡ón. Por n¡ngún mot¡vo debe suspenderse el trámite

administrativo pr¡ncipal. unicamente se suspenderá el trám¡te del expediente s¡ llegare el

momento de emitir Ia reso¡uc¡ón f¡nal y no estuv¡ere resuelto el conflicto de jurisdicc¡ón. En tal
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caso la resoluc¡ón f¡nal será pronunciada hasta luego de que el Tribunal de Conflictos )fu3:.)

Jur;sd¡cción emita su resolución final;

b) Ante el Tr¡bunal que conozca del asunto. En este caso el func¡onar¡o jud¡c¡al que tram¡ta el

proceso princ¡palse encuentra obligado dentro de los cincp dias s¡guientes al planteam¡ento, a

elevar copia cert¡f¡cada de lo actuado conservando los or¡ginales en su poder, bajo su

responsabil¡dad, al Tribunal de Confl¡ctos de Jur¡sd¡cción. Por ningún motivo debe

suspenderse el proceso principal. Ún¡camente se suspenderá el trám¡te del proceso pr¡nc¡pal

si llegare el momento de d¡ctar el auto o sentencia que corresponda y no estuviere resuelto el

confl¡cto de jur¡sdicción. En tal caso el auto o sentenc¡a será pronunc¡ado hasta luego de que

el Tribunal de Conflictos de Jurisdicción emita su resoluc¡ón finali

c) Ante el Tribunal de Conflictos de Jurisdicción, en sol¡citud que debe contener los requisitos

de toda demanda de naturaleza civ¡|. En este caso, el Tribunal de Conflictos de Jurisdicción

procederá a pedir los antecedentes a donde corresponda, los que serán enviados dentro de

las cuarenta y ocho horas s¡guientes, bajo apercibim¡ento de lo que haya lugar por

desobed¡encia o ¡ncumpl¡m¡ento. Queda obligado el órgano administrativo o jud¡cial requer¡do

a elevar copia cert¡f¡cada de los antecedentes y de Io actuado conservando los originales en

su poder, bajo su responsabil¡dad. Por ningún motivo debe suspenderse el trámite del

expediente administrativo principal o el proceso jur¡sdiccional princ¡pal. En sede adm¡nistrativa,

ún¡camente se suspenderá el trámite del expediente si llegare el momento de em¡t¡r la

resolución final y no estuv¡eÍe resuelto el conflicto de jurisdicc¡ón. En tales casos la resolución

f¡nal será pronunc¡ada hasta luego de que el Tribunal de Confl¡ctos de Jurisdicción emita su

resolución final'.
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- ^t"De acuerdo a lo anterior, se considera que tanto la in¡ciativa de ley que se ha descrito, quelf,. '_" 
'

cuenta a la fecha con dictamen favorable de parte de la comisión de puntos const¡tuc¡onales

del Congreso de la Rep¡lblica de Guatema¡a, aunado a la acción de inconst¡tucionalidad, en la

que mediante resolución de la Corte de Constitucional¡dad, de fecha nueve de sept¡embre del

dos mil nueve, se decreto suspens¡ón provisional al ArtÍculo g de la Ley de Confljctos de

Jurjsdicción que textualmente dicei Del inciso a) en e¡ apartado que dice: ,,Suspend¡endo 
a

partir de rec¡b¡da la solicitud del caso, todo trámite en el asunto'; del ¡nciso b) la d¡cción

"suspenderá todo trám¡te". As¡m¡smo, deberá entenderse que la diccjón en elsegundo párrafo

del inciso c), que obliga a enviar "los antecedentes a donde corresponde'no obliga a la

suspensión del trám¡te de los asuntos respecto de los cuales se haya planteado confl¡cto de

jurisdicción, por lo que, conforme la doctrina legal establec¡da por esa Corte, el Tribunal del

Orden Judicial o la entidad del orden administrativo requeridos, podrá seguir conociendo con

cop¡a cert¡ficada de los antecedentes extend¡da a costa del sol¡citante. En base a ello, resulta

ev¡dente de que se ha tornado generalizado la problemática planteada a través de las

actuaciones de mala fe de varios abogados ¡¡t¡gantes con respecto a entorpecer los procesos

judiciales que conocen jueces competentes cuando se ¡nterpone el conflicto y necesariamente

tiene que conocer el Tr¡bunal de Confl¡ctos de Jurisd¡cc¡ón, así tamb¡én, pesa suf¡c¡ente el

hecho de que de las altas cantidades de conffictos planteados, por ejemplo, como quedo

esiablecido, de qu¡nientos aprox¡madamente que se plantearon en el año dos mil siete, solo

tres de ellos, fueron declarados con lugar.

Por otro lado, es importante considerar ro rerac¡onado ar regit¡mo derecho de defensa como ro

señala la constjtución Poriüca de la Repúb¡ica de Guatemara, en su Artículo 'r2 al señalar que:

"la defensa de la persona y sus derechos son inviolab¡es, y que n¡nguna persona puede ser

juzgada por tribunales especiales o secretos, ni por proced¡mtentos que no estén pre_
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propic¡ar Ia suspensión del¡n¡tiva de la acc¡ón de ¡nconst¡tucional¡dad o bien, modificac¡ones en

ese sent¡do a la propuesta de refoma delArtículo I de acuerdo a la iniciaüva de ley que se ha

¡ndicado anter¡ormente.

98



l'''.,
i;f ',t :'*- 

':'¿

'(a**rt
CONCLUSIONES

1- La jurisdicc¡ón es la potestad, facultad y tunción det Estado de administrar (decid¡r,

acreditar, dictam¡nar) elderecho en sus distintas ramas, con el objeto de impart¡r just¡cia en

todos los n¡veles juríd¡cos existentes. Es trascendental señalar que las dudas de

competencia que surjan entre los dist¡ntos órganos del Organismo Ejecut¡vo, aún no

cuentan con la normativa legal para ventilarlas.

2- De acuerdo a las estadísticas jud¡ciales en cuanto al func¡onamiento del Tribunal de

Confl¡ctos de Jur¡sd¡cción, en un porcentaje aproximado del 99% de los casos de conflictos

de jurisd¡cción que se plantean ante el órgano jurisdiccional competente, el 1% son los que

se han declarado con lugar, provocando con ello, retardo en la celeridad que ameritan los

ju¡cios principales y orig¡nales que lo motivaron.

3- Del porcentaje de los conflictos de jurisdicc¡ón planteados ante los juzgados y tr¡bunales

respectivos, se establec¡ó que un 70% se relacionan a los procesos laborales formulados,

en los que se encuentran ¡nvolucrados la fueza laboral y la parte empleadora, casos en

los que el tmbajador está en desventaja frente al patrono, por carecer de ¡os recursos

económicos y el t¡empo para comparecer ante los juzgados y tribunales jurisd¡ccionales.
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4. El retardo en Ia administración de just¡c¡a derivado de las acc¡ones dilator¡as ¡

por los profesjonales del derecho, y el tiempo que se demoran los órganos jur¡sdicc¡onales

para resolver los conflictos de jurisd¡cc¡ón, es imputable no solamente al abogado en su

cal¡dad de defensor de los ¡ntereses de su patrocinado, s¡no también del órgano

jurisd¡cc¡onal en su catidad de garante de la adm¡n¡strac¡ón dejust¡c¡a.
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RECOMENDACIONES

1- La iniciaüva de Ley número de registro 4015 de la Direcc¡ón Legislativa del Congreso de la

Repúb¡¡ca de Guatemala, que contiene la reloÍma a la Ley del Tr¡bunal de Conflictos de

Jurisdicción que goza de dictamen favorable, deberá ser considera por el órgano legislat¡vo

para que sea conocida, aprobada y posteriormente entre en vigenc¡a, y que podÍá mejorar

la problémática actual relacionada al abuso en la formulación de conflictos de jurisd¡cción.

2- Es necesar¡o que el Estado de Guatemala por med¡o del Congreso de la República de

Guatemala, promueva la aprobación de la in¡ciativa de Ley señalada supra, para

solucionar la problemática en la formulación de casos de conflictos de jurisdicc¡ón,

tomando en cuenta los efectos negat¡vos que ocasionan a la labor jurjsdicc¡onal que

desanollan los órganos que imparten justic¡a, sin dejar de garantizar fundamenialmente el

debido proceso y el derecho de defensa de los sujetos procesales.

3- El Estado de Guatemala por medio del Organismo Judicial, deberá considerar la labor del

órgano jur¡sd¡cc¡onal ante qu¡en se formulan los conflictos de jur¡sdicción, para que se le

brinde el apoyo y se ¡e proporcionen los ¡nsumos necesarios, que le permita una ef¡caz

func¡onalidad en el desempeño de sus act¡vidades, con el afán de evitar el retardo en la

ag¡lizac¡ón y celeridad de los procedimientos en materia de conflictos de jurisdicc¡ón.
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4- El Estado de Guatemala por medio de la ent¡dad encargada de ra aplicación de la normatilS:lli"

para sancionar a las partes de un proceso, previa investigación, pueda determinar ¡a

directa participac¡ón y el del¡berado propósito de entorpecer la admlnistración de justicja, y

deduc¡r la responsabilidad aplicando las sanc¡ones respectivas a quien de forma injuriosa o

con evidente mal¡c¡a retrase el desanollo de los procesos judiciales, a través de la

interposición de conflictos de jurisdicción.
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ANEXO I

A cont¡nuac¡ón se presentan los resultados obten¡dos en el trabajo de campo, desarrollado

mediante la técnica de la entrev¡sta, con la finalidad de complementar el trabajo de

investigac¡ón y obtener información proporcionada por los profes¡onales del derecho, quienes

tienen amplio conoc¡miento en la materia y que en su bayector¡a profesional han hecho uso

del derecho de defensa mediante la formulación de conflictos de jurisdicción ante el órgano

jur¡sdiccional competente, Tr¡bunal de Confl¡ctos de Jurisd¡cción, encargado de conocer y

resolver los asuntos planteados en la materia objeto de investigac¡ón, por lo que a

cont¡nuacjón se presentan los resultados siguientes:

Pregunta No. I

¿Considera que es funcional la Ley de Tr¡bunal de
Confl ¡ctos de Jur¡sdicc¡ón?

6 i5%

r85%

Fuente: lnvest¡gac¡ón de campo, junio 2010.

si 15vó
No 450/ó

Total 1000/ó
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Pregunta No. 2

¿Cree ustéd que se ha abusado del derecho que
otorga la Ley del Tribunal de Conflictos de
Jurisdicción para inte¡poner recursos?

Fuente: lnvestigación de campo, junio 2010.

si 400/"

No 60¡/.
Total 'toooa
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Pregunta No. 3

¿Cons¡deH que deberla no existir la léy que regula
el Tribunal de Conflictos de Jurisd¡cc¡ón?

s¡, r0%

No, 90%

Fuente: lnvestigación de campo, jun¡o 2010.

Si 100/o

No 9O'/o

Total 1O0'/o
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Pregunta No. 4

¿Tiene conoc¡m¡ento que en el Congreso de la

República de Guatemala, existe una ¡nic¡ativa de ley
que pretende reformar el Artículo 9 de la Ley del

Tribunal de Contlictos de Jur¡sd¡cc¡ón?

Fuente: lnvestigación de campo, junio 2010

Si 25o/o

No 75'/o
Total 100'/o
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K-*,;iPregunta No. 5

¿Cree usted que cuando un abogado
lit¡gante interpone un conflicto de

iur¡sdicción, está actuando de mala fe
aparente?

si, 8%

Fuente: lnvestigac¡ón de campo, jun¡o 2010.

ot Eo/"

No 920/o

Total 1000/0
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Pregunta No. 6

Fuente: lnvestigación de campo. junio 2010.

si 50/.

No
Total 100'/o

¿Considera ustcd que el retardo en
resolver los conflictos de iurisd¡cc¡ón
planteados, es imputable al abogado

l¡tigante qu6 lo ¡nterpone.

s¡, 5%

No, 95%
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Pregunta No. 7
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Fuente: lnvestigación de campo, jun¡o 2010.

Si 900/0

No 100/.
Total 't000/o

¿Considera quo el r€tardo cuando se
interpone un confl¡cto de jurisdicción

os imputablo altribünalque no
resuelve prontamente?

No, 10%

si, 90%
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Pregunta No. I
S¡ 60'/o
No 400/o

Total 100%

Fuente: lnvestigac¡ón de campo, jun¡o 20'10.

¿Considera qué en el ámbito laboral es
en donde existe mayo¡ ¡ncidencia de

¡nterposición de confl¡ctG de
¡úr¡sdicción?

No, 50%

s¡, 60%
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\.r"1''Pregunta No. I

¿Después de leer la iniciativa de ley 4015 que
pretende reformar el Artículo 9 dé la Ley dél Tribunal
de Conflictos de Jurisdicción, esta debe probarse?

Fuente: lnvest¡gación de campo, jun¡o 2010.

s¡ 4Oo/o

No 600/.
Total 100vo
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Si 900/ó

No 1Ao/"

Total 100vo

¿Cree usted que debe exiEtir algún tipo de
responsabilidad en el órgano jud¡cial que conoce
respecto a la celeridad en resolver los confl¡ctos de

¡ur¡sdlcc¡ón que se les plantea?

No, 10%

si, 90%

Fuente: lnvesügación de campo, jun¡o 2010.
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\,¡,*:lPregunta No. '11

60/ó

No o/o

Total 1000/o

¿Cons¡dera que los abogados lit¡gantes que
¡nterponen conflictos de jurisdicción lo estan

haciendo mallsiosamente?

si, 6%

No, 94%

Fuente: Investigación de campo, jun¡o 2010.
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Pregunta No. 12

Si 50

No
Total 100%

¿Considera que los abogados lit¡gantes que

interponen conflictos de jurisd¡cción deberlan ser
sancionados Por ello?

si, 5%

No, 95%

Fuente: lnvest¡gac¡ón de campo, junio 2010.
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